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PRESENTACIÓN

Hace cinco años se publicaba la primera edición 
del Observatorio de los derechos de la infancia y la 
adolescencia en Uruguay con el objetivo principal 
de convertirse en una herramienta de seguimien-
to de la situación de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes uruguayos. Desde entonces 
UNICEF ha trabajado para reunir, ordenar y analizar 
la información cuantitativa y cualitativa disponible 
acerca de la situación de la infancia en el país. Este 
esfuerzo de sistematización nos ha permitido seguir 
la evolución de indicadores claves e identificar “la-
gunas” de información.

La presente edición del Observatorio se concen-
tra especialmente en el análisis de los derechos a 
un nivel de vida adecuado, al buen comienzo, a la 
educación y a vivir en un entorno protector. En ese 
marco, la publicación se desarrolla en cuatro capítu-
los centrales. 

El primero de ellos analiza la evolución de la 
pobreza y la desigualdad en los últimos diez años, 
las disparidades entre grupos de edad, de género, 
de ascendencia racial y territoriales, así como la 
evolución de la inversión del Estado en la infancia 
en el período 2005 a 2009 y los primeros indicios 
sobre el impacto de las políticas desarrolladas en 
los últimos años.

 El capítulo dedicado a la primera infancia examina 
la situación de la salud, nutrición y desarrollo de los 
niños más pequeños, y aborda también la situación 
del sistema de cuidados para la primera infancia.

El tercer capítulo realiza un balance de la situa-
ción de la educación en Uruguay. Desagrega la 
información disponible e identifica los principales 
desafíos de política para cada uno de los subsiste-
mas de enseñanza.

Finalmente, el capítulo dedicado a los temas de 
protección de la infancia aborda la situación de las 
niñas, los niños y los adolescentes que han sido 
especialmente vulnerados en sus derechos, quienes 
han cometido delitos o tienen problemas legales, 
los que viven sin su familia o quienes han sufrido 
situaciones de violencia. Este capítulo se enfoca en 
la exploración del funcionamiento del sistema de 
justicia penal juvenil, del fenómeno de la interna-
ción de niños y de la situación de la violencia al 
interior de las familias.

Esperamos que esta nueva edición del Observa-
torio brinde a quienes trabajan en políticas socia-
les, y a la sociedad uruguaya en general, insumos 
valiosos para la formación de opinión y la búsqueda 
de soluciones que garanticen el efectivo ejercicio de 
los derechos humanos de la infancia. 

Egidio Crotti
Representante de UNICEF en Uruguay
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1. Evolución de la pobreza y la desigualdad en los 
últimos diez años
En las últimas tres décadas la incidencia de la 
pobreza y la indigencia en Uruguay, así como la 
desigualdad en la distribución del ingreso, ha esta-
do asociada al comportamiento de la economía y, 
consecuentemente, ha sido sensible a la alternancia 
entre ciclos expansivos y ciclos recesivos. La socie-
dad uruguaya recorrió en ese período cinco fases 
claramente diferentes. La primera etapa, que va de 
1981 a 1985, estuvo pautada por la crisis económica 
de 1982 (entre 1981 y 1984 el PBI se redujo 17,3%), 
el consecuente incremento del desempleo, la caída 
de los ingresos de los hogares y el incremento 
de la pobreza (de 20,5% en 1981 a 46,2% en 1986) 
(Burdín et al., 2009). La segunda etapa, que va de 
1986 a 1994, estuvo signada por la recuperación 
económica, la sostenida expansión del producto 
(39% de crecimiento del PBI per cápita entre 1984 y 
1994) y la abrupta caída de la pobreza (de 46,2% en 
1986 a 15,3% en 1994). La tercera fase, que se ubica 
entre 1995 y 1999, se caracterizó por la estabilidad 
de los niveles de pobreza, a pesar del crecimiento 
que la economía uruguaya siguió experimentando 
hasta 1998 (UNICEF, 2004). La cuarta etapa corres-
ponde a la última recesión. En esa fase la pobreza 
creció de 15,3% en 1999 a 31,9% en 2004. A pesar 
de los primeros signos de reactivación económica 
registrados hacia fines de 2003, la pobreza siguió 
aumentando en Uruguay hasta 2004. Por último, en 
2005 el país ingresó en la quinta y última fase de 
este recorrido, signada por una sostenida reducción 
de la pobreza (de 31,9% en 2004 a 20,3% en 2008) y 
la indigencia (de 3,9% a 1,5%), a consecuencia del 
crecimiento significativo del PBI y de las políticas y 
reformas implementadas en el período (gráfico 1). 

Pobreza, políticas sociales 	
e inversión en la infancia

Si bien constituye un dato alentador la reducción 
sostenida de la pobreza y la indigencia que Uruguay 
registra desde 2005, no se debe olvidar que la mag-
nitud de este descenso ha sido inferior a la observa-
da entre 1986 y 1994. Este hecho podría obedecer a 
los cambios en el perfil de la pobreza en las últimas 
dos décadas: esto es, la conformación de núcleos 
“duros” de pobreza, población que se encuentra 
alejada del mercado laboral a raíz —entre otros 
factores— de su escaso o limitado capital educativo 
y social. Este nuevo perfil de la pobreza podría ser 
una de las razones que explican el impacto diferido 
que el crecimiento económico ha tenido en la me-
jora del bienestar de la población y, por tanto, en la 
reducción de la pobreza y la indigencia.

Una de las conclusiones que se desprenden del 
análisis de la relación entre el desempeño de la 
economía y la evolución de la pobreza durante las 
últimas décadas en Uruguay es que las “pérdidas” 
que las crisis han generado, así como las “ganan-
cias” que las fases expansivas han producido —fun-
damentalmente en los primeros años de las etapas 
post crisis—, se han distribuido en forma desigual 
entre los sectores de altos ingresos y la población 
en situación de pobreza o vulnerable a ella. Los sec-
tores de bajos ingresos han sido, generalmente, los 
que en mayor grado han sufrido los efectos de las 
crisis y los que en forma más tardía han recibido los 
réditos de las fases de expansión económica. Buena 
parte de los sectores de menores ingresos que han 
caído en situación de pobreza a consecuencia de las 
crisis (por el incremento del desempleo y la baja de 
sus ingresos) han enfrentado al término de las fases 
recesivas serias dificultades para superar dicha 
condición de pobreza.
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gráfico 1: Incidencia de la pobreza (localidades de 5.000 o más habitantes y total nacional) 
y PBI por habitante en Uruguay. Años 1999-2008

Fuente: CEPAL para los datos de PBI; INE (2009) para los datos de pobreza (Línea INE 2002) en localidades de 5.000 o más habitantes y todo 
el país entre 2003 y 2008; Amarante y Vigorito (2007); INE (2002) para los datos de pobreza (Línea INE 2002) entre 1999 y 2000.

Desde mediados del siglo pasado hasta la última 
recesión la economía uruguaya se ha caracterizado 
por alternar períodos de crecimiento económico y 
etapas de recesión. Ese patrón de crecimiento ha 
resultado especialmente hostil con los sectores 
más vulnerables a la pobreza, en particular con los 
hogares integrados por niños y adolescentes. La 
evolución de la economía uruguaya y la pobreza en 
las últimas décadas permite afirmar que la estabi-
lidad en el crecimiento económico representa una 
condición necesaria —aunque no suficiente— para 
mejorar de manera sostenible el bienestar de los 
sectores de más bajos ingresos. 

Otra de las conclusiones que emergen al examinar 
la evolución reciente de la economía uruguaya es la 
tendencia al crecimiento de la desigualdad en la dis-
tribución del ingreso (al menos hasta 2006). Mientras 
el Coeficiente de Gini se ubicaba en 0,401 en 1987 

(Alves et al., 2009), en 2004 había llegado a 0,460; 
finalmente, en 2008, y tras algunas oscilaciones en 
su comportamiento, se ubicó en 0,424 (gráfico 2).

La tendencia al aumento de la desigualdad en la 
distribución del ingreso observada en Uruguay has-
ta el año 2006 no se aparta del comportamiento que 
exhibe la mayoría de los países, dentro y fuera de 
la región. Más allá de las tendencias de carácter glo-
bal, a nadie escapa que el aumento moderado de la 
desigualdad que experimentó la sociedad uruguaya 
en dos décadas representa un obstáculo no solo 
para el ejercicio pleno de los derechos de los ciuda-
danos, sino también para lograr mayores grados de 
desarrollo y crecimiento. En consecuencia, la acción 
del Estado, mediante políticas económicas activas 
(en particular aquellas que refieren al empleo y 
la mejora de los salarios) y políticas sociales que 
acrecienten el capital humano de los ciudadanos y 
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gráfico 2: PBI por habitante y desigualdad en la distribución del ingreso (Coeficiente 
de Gini) en Uruguay. Años 1999-2008

Fuente: CEPAL para los datos de PBI; INE (2009) para los valores de Coeficiente de Gini entre 2003 y 2008; Amarante y Vigorito (2007) para los 
valores de Gini de 2001 y 2002; PNUD (2005: 95) para los valores de Gini en 1999 y 2000.

el capital social de los hogares (educación, salud y 
seguridad social), puede revertir esta tendencia pre-
ocupante al aumento de la desigualdad en Uruguay.

2. Pobreza infantil e inequidad intergeneracional
Como ha sido señalado en numerosos trabajos (en-
tre otros: PNUD, 2005, 2008a; UNICEF 2004a, 2007), 
en los últimos veinte a treinta años la sociedad 
uruguaya ha experimentado un conjunto de profun-
das transformaciones demográficas, económicas, 
sociales y culturales: la irrupción de nuevas pautas 
reproductivas, la emergencia de nuevos arreglos 
familiares, los procesos de segregación residencial, 
la aparición de diversas e inéditas expresiones 
de exclusión social, entre otras. En este contexto, 
se ha ido consolidando en las últimas décadas la 
tendencia a la concentración de la pobreza en las 
generaciones más jóvenes (familias con niños, 

adolescentes y jóvenes), de la mano de una crecien-
te inequidad entre grupos de edad en el acceso al 
bienestar social y a las oportunidades de desarrollo. 
Las familias con niños y adolescentes se han con-
vertido en los últimos años en uno de los sectores 
más vulnerables a la pobreza1 (Burdín et al., 2009), 
especialmente en las fases recesivas o de crisis 
económica. Además, aunque en los últimos tres 
decenios, en términos generales, la incidencia de la 
pobreza parece haber acompañado en todos los tra-
mos de edad el desempeño de la economía, fueron 
las familias con niños y adolescentes, por tanto, el 
grupo de personas de 0 a 17 años de edad, las que 
en menor medida se han beneficiado de las fases 
expansivas y quienes más han padecido los efectos 
de las crisis. Por ejemplo, mientras entre las perso-
nas de 65 o más años de edad la pobreza se redujo 
de 32,6% en 1986 a 4,2% en 1994 (una disminución 

1. Entre otros rasgos, familias con un promedio de integrantes por hogar mayor al promedio de todos los hogares, en las que el jefe o jefa de 
hogar, en muchos casos, presenta un nivel educativo bajo y, en parte en consecuencia, una inserción laboral precaria.
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2. Cabe consignar que la reducción de la pobreza infantil y adolescente de aproximadamente un tercio entre 2004 y 2008 ha sido producto 
de la caída registrada entre 2007 y 2008, que en gran medida se explica (INE, 2008, 2009) por la reforma de la salud (la incorporación de los 
menores de 18 años al Sistema Nacional Integrado de Salud), es decir, por la acción de una transferencia económica que el Estado realiza a 
favor de los hogares con niños y adolescentes, y no solo por la acción del mercado.

gráfico 3: Incidencia de la pobreza 
por grupos de edad seleccionados 
en Uruguay. Población residente en 
localidades de 5.000 y más habitantes. 
Años 1999-2008

gráfico 4: Incidencia de la indigencia 
por grupos de edad seleccionados 
en Uruguay. Población residente en 
localidades de 5.000 y más habitantes. 
Años 1999-2008

Fuente: UNICEF a partir de INE (2002, 2007, 2009). Fuente: UNICEF a partir de INE (2009) y UNICEF (2007).

de 87,1 puntos si se toma el año 1986 como base 
100), entre los niños menores de 6 años la reducción 
fue de 63,2% a 30,7% (una caída del 51,4%).

Pese a que la pobreza se redujo en forma sig-
nificativa desde 2004 a 2008 entre los niños y los 
adolescentes (gráfico 3), dicha disminución fue, en 
términos relativos, menor a la que se registró en la 
población adulta. Si se toma 2004 como año base 
(igual 100), la incidencia de la pobreza disminuyó 
32,6% entre los niños de 0 a 5 años de edad, 33,3% 
entre los de 6 a 12 años, 31,6% entre los adolescen-
tes (13 a 17 años), 43% entre los jóvenes y adultos 
(18 a 64 años) y 46,3% entre los adultos mayores 
(65 o más años), quienes parten del porcentaje más 
bajo en 2004, 10,8%.

Si bien el crecimiento de la economía uruguaya 
en los últimos cinco años ha beneficiado a todos los 
grupos de edad de la población (vía el aumento de 
la actividad y el empleo, la reducción de la desocu-

pación, el incremento de los ingresos reales y los 
salarios, etc.), parece claro que entre las familias 
con niños y adolescentes —por sus rasgos sociales 
y demográficos— el crecimiento económico no es 
suficiente para reducir la pobreza en una magnitud 
similar a la que se aprecia en el resto de los hogares.2 

La desigual incidencia que la pobreza tiene entre 
los niños y los adultos mayores asume niveles 
extremos al examinar la indigencia. Como se apre-
cia en el gráfico 4, al año 2008 la probabilidad de 
encontrarse en situación de indigencia era práctica-
mente 20 veces mayor entre los niños menores de 6 
años que entre las personas de 65 o más años, y 35 
veces superior en promedio entre 2005 y 2008. De 
hecho, las cifras sobre la incidencia que la pobreza 
extrema tiene en la población indican que esta con-
dición está asociada a la infancia; más aún, que es 
estadísticamente marginal en el resto de la pobla-
ción, especialmente en los adultos mayores.
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Es necesario recordar que la incidencia de la 
pobreza observada en 2008 en toda la población 
(20,3% en las localidades de 5.000 o más habitan-
tes y 20,5% en todo el país) y en cada uno de los 
grupos de edad analizados seguía siendo mayor a 
la registrada en 1999, cuando se inició la recesión, e 
incluso superior a la observada en 2001 (año previo 
a la crisis bancaria). Más allá de las oscilaciones 
o cambios en los niveles de pobreza e indigencia, 
se puede afirmar que en los últimos veinte años la 
pronunciada desigualdad entre grupos de edad en 
el acceso al bienestar (en perjuicio de niños y ado-
lescentes) ha sido relativamente estable, y que ha 
registrado, además, una tendencia al crecimiento en 
los dos períodos de bonanza económica (gráfico 5).

Si se compara a Uruguay con los otros países de 
la región se advierte hasta qué punto la concen-
tración de la pobreza en las cohortes más jóvenes 
asume un valor extremadamente alto en el país. 

Aunque en todos los países que examina regular-
mente la CEPAL el porcentaje de pobreza en los 
niños menores de 13 años de edad es mayor al que 
se observa en las personas de 60 o más años, la 
disparidad registrada en Uruguay es visiblemente 
mayor a la de los otros países de la región. En 1997 
el porcentaje de niños en situación de pobreza en 
Uruguay era casi nueve veces mayor al observado 
en las personas de 60 años o más, mientras que en 
el resto de los países de la región era aproximada-
mente dos veces mayor (gráfico 6).

Si bien la brecha entre niños y adultos mayores 
con relación a la incidencia de la pobreza es actual-
mente menor a la de 1997, Uruguay sigue siendo 
uno de los países de la región con mayor nivel de 
inequidad entre grupos de edad. 

Al comparar a Uruguay con sus vecinos de la re-
gión —en particular con aquellos de menor nivel de 
desarrollo humano— es necesario advertir que una 

gráfico 5: Ratio entre el porcentaje de pobreza en niños de 0 a 5 años de edad y personas 
de 65 o más en Uruguay. Población residente en localidades de 5.000 y más habitantes. 
Años 1986-2008

Fuente: UNICEF a partir de INE (2002, 2007, 2009).
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gráfico 6: Ratio entre el porcentaje de pobreza en niños de 0 a 12 años de edad y las 
personas de 60 o más en países de América Latina y el Caribe. Año 1997

Fuente: De Armas (2008) a partir de datos de la CEPAL.

3. European Comission, Eurostat: http://epp.eurostat.ec.europa.eu.

ratio entre los porcentajes de pobreza en los niños y 
los adultos mayores próxima a 1 no necesariamente 
expresa una situación positiva; de hecho, podría es-
tar indicando —como ocurre en buena parte de los 
países del continente— que tanto los niños como 
los adultos padecen en muy elevadas proporciones 
la condición de pobreza. Por otro lado, al cotejar los 
niveles de inequidad entre grupos de edad se debe 
considerar el perfil demográfico de los países, ya 
que los niveles de protección frente a la pobreza 
podrían, en alguna medida, estar condicionados por 
el peso poblacional —económico, social, político 
y cultural— que los grupos tienen. Por esta razón, 
resulta de especial interés comparar a Uruguay con 
los países más desarrollados. Si se utiliza el método 
para medir la incidencia de la pobreza que normal-
mente se aplica en los países de la OCDE (línea de 
pobreza relativa, definida como el valor equivalente 
al 60% de la mediana de ingreso disponible) se 

observa que durante 2005 el 23% de los urugua-
yos se hallaba en situación de pobreza, valor muy 
cercano al de Argentina (25%), Chile (24%) y Costa 
Rica (26%), y no muy distante al promedio de los 16 
países europeos analizados (15%).3 Sin embargo, al 
examinar la incidencia de la pobreza entre los niños 
y adolescentes se advierte que Uruguay presenta 
un valor levemente superior al de los otros tres paí-
ses de la región (37% frente a un promedio simple 
de 33%), pero más del doble del promedio de los 
países europeos (16,8%). Finalmente, al comparar 
entre países la incidencia que la pobreza registra 
en los adultos mayores, se advierte fácilmente que 
Uruguay exhibe uno de los niveles más bajos del 
mundo: 9% (al menos, dentro de este grupo de 
veinte países), valor significativamente inferior al 
promedio de los restantes tres países de la región 
(29%) y al de los países europeos (19,4%). Como 
se advierte en el gráfico 7, en los países desarrolla-
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dos los niveles de pobreza infantil son similares a 
los registrados entre los adultos mayores; incluso, 
en algunos de estos países —especialmente en 
los escandinavos— la incidencia de la pobreza es 
levemente inferior en los niños que en la población 
adulta. Los bajos niveles de pobreza infantil que es-
tos países presentan son el resultado de una opción 
de política deliberada por concentrar la protección 
en las generaciones más jóvenes (ver: Esping-An-
dersen, 2001, 2002, 2007).

Mientras que en los países con mayor nivel de 
desarrollo humano de la región—sin incluir a Uru-
guay— y en los países europeos el riesgo de caer 
en situación de pobreza es relativamente parecido 
para niños y adultos mayores (moderadamente alto 
en los primeros y moderadamente bajo o bajo en 
los segundos), en Uruguay este riesgo se distribu-
ye en forma muy desigual entre generaciones. Al 
calcular la ratio entre los porcentajes de pobreza 

en los niños y los adultos mayores (utilizando la 
línea de pobreza relativa, no absoluta como en el 
gráfico 5) se aprecia que la probabilidad de caer en 
situación de pobreza en Uruguay es 4,1 mayor para 
los niños que para las personas de 65 o más años, 
mientras que en Argentina, Chile y Costa Rica es en 
promedio 1,8 veces mayor y en los países europeos 
prácticamente igual (1,06) (gráfico 7). 

Señalar la brecha entre grupos de edad en el 
acceso al bienestar que en las últimas décadas se 
ha instalado en Uruguay no implica adherir a un 
enfoque simplista, que aliente la puja entre gene-
raciones por el reparto de los recursos o el gasto 
público. En este sentido, la prioridad que en los últi-
mos años se ha asignado a la infancia en el diseño 
de las políticas públicas en Uruguay, sin descuidar 
por ello a otros sectores de la población, muestra 
que es posible avanzar hacia la protección integral 
de los derechos de los ciudadanos y el bienestar 

gráfico 7: Incidencia de la pobreza (línea de pobreza relativa) en niños y adultos mayores 
en países seleccionados de América Latina y de Europa. Año 2005*

Fuente: para los países de América Latina procesamientos realizados por la División de Desarrollo Social de la CEPAL de los microdatos de 
las encuestas de hogares de los países, y para los países europeos Eurostat (http://epp.eurostat.ec.europa.eu). 
* Excepto Argentina, Chile y Costa Rica, cuyos datos corresponden a 2006.
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gráfico 8: Incidencia de la pobreza por sexo y grupos de edad seleccionados en Uruguay. 
Año 2007

Fuente: Batthyány et al. (2007).

4. Diferencias salariales, sub representación de las mujeres en los cargos políticos y de dirección en el ámbito privado, desigual reparto del 
trabajo no remunerado y de los cuidados dentro de las familias, entre otros.

de todos los grupos de población. No obstante, los 
datos presentados reafirman la necesidad de seguir 
asignando prioridad a la infancia en el diseño de las 
políticas públicas y en la distribución de los recur-
sos presupuestales.

 
3. Pobreza e inequidades de género, ascendencia 
racial y territorial
Si bien Uruguay presenta innegables signos o 
señales de inequidad entre hombres y mujeres,4 no 
se advierten mayores diferencias con relación a la 
incidencia de la pobreza, en particular entre niños y 
adolescentes. Como se puede apreciar en el gráfico 
8, los porcentajes de pobreza en el grupo de 0 a 13 
años de edad y en el de 14 a 19 años prácticamente 
no difieren entre hombres y mujeres.

Al examinar el comportamiento de la pobreza 
entre las personas de 20 a 39 años sí se advierte 
una mayor incidencia en las mujeres. Estas dife-
rencias podrían responder a que prácticamente la 
totalidad de los hogares con jefatura mono parental 

con niños y adolescentes a cargo —buena parte de 
ellos en situación de pobreza— son liderados por 
mujeres jóvenes, que en general se caracterizan por 
tener bajos niveles de escolarización, una inser-
ción laboral precaria y, consecuentemente, bajos 
ingresos. Además, en estos hogares la correspon-
sabilidad de los padres en el sostén material de los 
niños es escasa y débil, lo que contribuye a los altos 
niveles de pobreza observados. 

A la inequidad entre grupos de edad y de género 
se suma la desigualdad que determina la condición 
racial. En tal sentido, los datos disponibles en Uru-
guay dan cuenta de una pronunciada desigualdad 
en el acceso al bienestar —y, por tanto, en la inci-
dencia de la pobreza— entre las y los afrodescen-
dientes, que constituyen el 9,1% de los habitantes 
del país, y el resto de la población (Bucheli y Cabe-
lla, 2008: 17). La incidencia de la pobreza entre las y 
los afrodescendientes más que duplica a la obser-
vada en la población “blanca” en todas las regiones 
del país. En Montevideo la incidencia de la pobreza 
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es 2,3 veces mayor en la población afrodescendien-
te que en la población “blanca”: respectivamente, 
50,4% y 21,9% (INE, 2009: 18) (gráfico 9).

Por otra parte, en 2007 el 74,2% de los niños y 
niñas afrodescendientes de 0 a 4 años de edad vivía 
en situación de pobreza, frente al 49,4% de pobla-
ción “blanca” del mismo tramo de edad (gráfico 
10). En suma, al examinar los datos de pobreza en 
función de la ascendencia racial declarada por las 
personas se advierte que la desigualdad racial en 
Uruguay presenta niveles de entidad.

4. Políticas sociales e inversión en la infancia entre 
2005 y 2009
Uno de los indicadores que permiten captar la 
prioridad que una sociedad asigna a la infancia es 
el porcentaje del gasto público destinado a las po-
líticas sociales que benefician, en forma directa o in-
directa, a niños y adolescentes. Este indicador mide 
la “prioridad fiscal” del gasto público social dirigido 
a la infancia (GPSI). Por otro lado, la participación 

del GPSI en el PBI expresa la “prioridad macroeco-
nómica” que los Gobiernos asignan a las políticas 
de infancia, y, por tanto, la centralidad que la niñez 
y la adolescencia tienen para los contribuyentes. 

Si bien la asignación de una porción significativa 
de los recursos públicos a las políticas de infancia 
no garantiza por sí sola la protección de los dere-
chos de niños y adolescentes, sí constituye una 
base imprescindible para implementar políticas 
públicas que contribuyan a dicho objetivo. El marco 
legal, el diseño de las instituciones, la capacidad de 
quienes diseñan las políticas y las prácticas de quie-
nes las implementan constituyen variables tanto o 
más relevantes que la mera participación del GPSI 
en el gasto público o el PBI. No obstante, resulta 
evidente que la capacidad de los Estados para 
proteger los derechos humanos (en particular, los 
derechos económicos y sociales) depende, en gran 
medida, de la magnitud, disponibilidad y aplicación 
eficiente de los recursos presupuestales destinados 
a las políticas sociales.  

gráfico 9: Incidencia de la pobreza por ascendencia racial y área geográfica en Uruguay. 
Año 2008

Fuente: INE (2009: 18).
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gráfico 10: Incidencia de la pobreza según ascendencia racial y grupos de edad 
seleccionados en Uruguay. Años 1996-1997 y 2007

Fuente: Cabella (2008: 116). 

Durante la actual administración de gobierno, el 
GPSI creció en forma significativa como consecuen-
cia de los incrementos planificados en el Presupues-
to quinquenal y los refuerzos aprobados en las pos-
teriores leyes de Rendición de Cuentas. Mientras en 
2004 el GPSI representaba 4% del PBI, al término de 
2009 se ubicará en 5,5% (gráfico 11).

La prioridad asignada a la infancia en la distribu-
ción de los recursos públicos también se advierte al 
examinar el peso del GPSI en el gasto público social 
(GPS). Mientras en la década pasada los recursos 
dirigidos a la infancia representaban menos de 20% 
del GPS, al término de 2009 habrán llegado a 30,2% 
(gráfico 12), una proporción levemente mayor a 
la que representan los niños y adolescentes en la 
población. Esto implica que el Estado uruguayo ha 
comenzado a corregir el “sesgo pro-adulto” (Grau, 

2005) que históricamente ha tenido la distribución 
de su gasto social.

Además, como consecuencia de las altas tasas de 
crecimiento que la economía uruguaya ha registra-
do entre 2004 y 2008,5 el aumento del GPSI medido 
como porcentaje del PBI implica un incremento sig-
nificativo de la inversión social por niño y adoles-
cente. Expresado a precios constantes, el GPSI per 
cápita en 2008 fue 72,4% mayor al promedio que 
registró entre 2000 y 2004. Teniendo en cuenta que 
entre 2008 y 2009 la participación del GPSI en el PBI 
habrá de incrementarse en tres décimas (gráfico 11), 
se podría afirmar que al término del presente año 
la inversión social por niño y adolescente, medida 
a valores constantes, casi duplicará el promedio 
observado entre 2000 y 2004 (gráfico 13).

El incremento en términos absolutos y relativos 

5. El crecimiento del PBI fue de 5% en 2004, 7,5% en 2005, 4,6% en 2006, 7,6% en 2007 y 8,9% en 2008, según datos del Banco Central del 
Uruguay.
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del GPSI y del GPSI por niño y adolescente ha sido 
resultado, básicamente, de cuatro factores: a) la 
implementación del Plan Nacional de Atención a la 
Emergencia Social (PANES) entre 2005 y 2007; b) el 
crecimiento constante del gasto público en servicios 
educativos dirigidos a niños y adolescentes (ANEP, 
MEC y otros componentes o rubros de menor enti-
dad), hasta alcanzar el 3,2% del PBI en 2009 (gráfico 
11); c) la reforma de la salud a partir de 2008 (la in-
corporación de los niños y adolescentes al Sistema 
Nacional Integrado de Salud); y d) la implementa-
ción del nuevo Régimen de Asignaciones Familiares 
—Ley 18.227— también desde 2008. Todas estas 
reformas o iniciativas implicaron, más allá de otros 
objetivos, priorizar a la infancia en el diseño de las 
políticas sociales y en la asignación de los recursos 
públicos.

En particular, la reforma de la salud supuso una 
opción clara —más aún, explícita— por la niñez: de 
los 171.372 nuevos beneficiarios del sistema que 
se registraron entre diciembre de 2007 y marzo de 
2008 la mayoría correspondió a niños y adolescen-
tes: 126.748, es decir, 3 de cada 4 nuevos usuarios 
de servicios integrales de salud que la reforma 
generó en ese corto período (Setaro y Koolhas, 
2008). La creación del Sistema Nacional Integrado 
de Salud y, en particular, del Fondo Nacional de 
Salud (FONASA) refleja esta opción por uno de los 
sectores de la población más postergados y vul-
nerados. La prioridad asignada a la infancia en la 
reforma de la salud no solo se advierte al examinar 
el crecimiento de la cobertura; se aprecia también 
en el sistema de cuotas creado por la reforma (gráfi-
co 14). La estructura de cuotas asigna prioridad a 

gráfico 11: GPSI en Uruguay por áreas de política. Porcentaje del PBI. Años 1990-2009

Fuente: UNICEF a partir de Azar et al. (2008).
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gráfico 12: Prioridad fiscal del GPSI en Uruguay. Expresada como porcentaje del GPS. 
Años 1990-2009

Fuente: UNICEF a partir de Azar et al. (2008).

los grupos de población que por su sexo y/o edad 
requieren una mayor atención del sistema. En esta 
dirección, afirman Setaro y Koolhas (2008: 25): “los 
grupos de mayor costo de atención se concentran 
en los tramos de niños menores de 4 años. Un 
prestador de salud recibe por un recién nacido entre 
2.400-2.833 pesos mensuales, que es casi el triple 
de lo que recibiría por un adulto varón de 47 años 
($930)”.

Otra área de política social en la que se constata 
una clara intención de priorizar a la infancia es la 
que conforman la seguridad social y la asistencia 
social. La ejecución del PANES entre 2005 y 2007 y 
la implementación de un nuevo régimen de Asig-
naciones Familiares a comienzos de 2008 implica-
ron transferir una masa considerable de recursos 
fiscales hacia las familias con niños y adolescentes. 
Las transferencias monetarias realizadas a través 
del Programa Ingreso Ciudadano del PANES6 y el 

crecimiento de la cobertura de las Asignaciones 
Familiares —así como el aumento del valor de sus 
prestaciones— han supuesto para las familias con 
niños y adolescentes un aumento de gran magnitud 
en sus ingresos mensuales disponibles o finales. 
Como se puede observar en el cuadro 1, se podría 
estimar que el conjunto de transferencias recibidas 
por los hogares con niños pasó de un valor históri-
co situado en 0,38% del PBI (entre 1991 y 2004) a un 
promedio de 0,55% entre 2006 y 2007.

Aunque en 2008 las familias cubiertas por el 
Ingreso Ciudadano (que llegó a representar duran-
te 2007 aproximadamente 0,3% del PBI) dejaron 
de recibir la transferencia monetaria, la puesta en 
marcha del nuevo régimen de Asignaciones Familia-
res a comienzos de ese año seguramente compensó 
la pérdida de ingresos que la finalización de este 
programa implicó. En la hipótesis de que el nue-
vo régimen de Asignaciones Familiares alcance la 

6. Población compuesta casi en un sesenta por ciento por niños y adolescentes, un poco más del doble de lo que representan en el conjunto 
de la población.
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cobertura prevista por las autoridades de Gobierno 
para 2009, es factible que el gasto en transferencias 
destinadas a las familias con niños y adolescentes 
se sitúe en torno a 0,6% del PBI, lo que represen-
taría un crecimiento significativo con relación al 
promedio registrado entre 1991 y 2004. 

Las reformas y políticas impulsadas por el go-
bierno entre 2005 y 2008 generaron impactos sobre 
los niveles de pobreza, indigencia y desigualdad 
en la distribución del ingreso. La estimación de 
dichos efectos constituye un ejercicio necesario, no 
solo para evaluar la eficacia y eficiencia de dichas 
iniciativas, con relación a los objetivos que busca-
ron alcanzar, sino también para identificar las pistas 
a seguir en dirección a reducir la incidencia de la 
pobreza y la indigencia, así como la desigualdad en 
la distribución de la renta. En este sentido, el Área 
de Políticas Sociales de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto (OPP) ha desarrollado en los últimos 

años ejercicios de simulación (del tipo que normal-
mente se aplica en los países de la OCDE7) para 
cuantificar el efecto neto de las reformas en la in-
cidencia de la pobreza y la indigencia, y en el nivel 
de desigualdad en los ingresos, para responder la 
siguiente pregunta contra fáctica: ¿cuál habría sido 
la incidencia de la pobreza y la indigencia, y el valor 
del Coeficiente del Gini, si no se hubiesen aplicado 
determinadas reformas sociales? En definitiva, la 
respuesta a esta pregunta supone comparar la rea-
lidad con una situación simulada, a fin de estimar 
con precisión el efecto que las reformas desarrolla-
das alcanzaron sobre las variables de interés.

Como se puede apreciar en el cuadro 2, si no se 
hubiese implementado el PANES y no se hubiesen 
desarrollado la reforma tributaria (a partir del se-
gundo semestre de 2007), de la salud y del sistema 
de Asignaciones Familiares (a partir de 2008), la 
pobreza habría disminuido 6,35% entre 2005 y 2008; 

gráfico 13: GPSI per cápita (población de 0 a 17 años de edad). Expresado a precios 
constantes de mercado (dólares de 2000). Promedios quinquenales entre 1990 y 2004, y 
años 2005-2008

Fuente: UNICEF a partir de datos de PBI de la CEPAL, de población para el período 1996 a 2008 del INE  y para el período 1990 a 1995 
de CELADE.

7. Por ejemplo, los estudios en los que se mide el porcentaje de población bajo la línea de pobreza antes y después de impuestos y 
transferencias (la incidencia real de la pobreza, esto es, la comparación entre los ingresos finales o disponibles de los hogares y el umbral o 
línea de pobreza, versus su incidencia simulada).
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la acción del PANES y estas tres reformas explica 
que la reducción de la pobreza (su caída real) haya 
sido de 8,7% en dicho período. Si bien las men-
cionadas reformas y políticas permiten explicar 
2,35 puntos de reducción efectiva de la pobreza en 
esos cuatro años (lo que representa en sí mismo 
un dato alentador), parece claro que su impacto en 
la reducción de la pobreza fue menor al del propio 
crecimiento económico. Además, los datos indican 
que la mayor reducción de la pobreza se produjo 
durante 2008 (de 25,8% a 20,6%), así como la mayor 
distancia entre dicha disminución y la que se habría 
registrado sin reformas (respectivamente, 5,2% y 
3,45%). Este dato es relevante, ya que las reformas 
que se iniciaron en 2008 —y cuyos efectos este 
ejercicio de simulación permite estimar— fueron la 
de la salud y la del régimen de Asignaciones Fami-
liares. En suma, el impacto del PANES y la reforma 
tributaria en la incidencia de la pobreza parece 

haber sido escaso, no así el efecto de la reforma 
de la salud y la introducción del nuevo régimen de 
Asignaciones Familiares, cuyo impacto, además, 
ha estado concentrado, por obvias razones, en las 
familias con niños y adolescentes. En este sentido, 
se señala en el informe de OPP (2009: 2-3): “En el 
año 2008 comienzan a desplegarse las políticas que 
integran el Plan de Equidad (…) que también tienen 
impacto en los hogares indigentes pero más aún en 
los hogares en situación de pobreza. Estas son el 
nuevo Régimen de Asignaciones Familiares y la Re-
forma de la Salud; ambas tienen un fuerte impacto 
en los hogares con menores de 18 años. (…) En este 
sentido, al analizar la pobreza por edades se puede 
constatar el fuerte impacto sobre la disminución de 
la pobreza infantil. (…) En particular, los datos para 
el último año indican que la pobreza en los meno-
res de 6 años se reduce 7 puntos porcentuales, y 9 
puntos en los menores de entre 6 y 12 años”. 

gráfico 14: Transferencia monetaria por mes del Sistema Nacional Integrado de Salud a 
los prestadores de servicios de salud por sexo y tramos de edad de los beneficiarios en 
Uruguay. En pesos uruguayos. Año 2008

Fuente: Setaro y Koolhas (2008: 25) a partir de información de MSP-DIGESE.
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cuadro 1: Transferencias de ingresos del Estado a los hogares (prestaciones del sistema 
de Seguridad Social) por tipo de transferencia. Porcentajes del PBI. Años 1991, 1995, 1998, 
2002, 2004-2007

Fuente: para las columnas 1 a 4, Arim et al. (2009: 16); los datos que aparecen en las restantes columnas son elaboración propia con base en 
Arim et al. (2009: 16) e información del BPS (2008: 109 y 111).
* Entre 1995 y 2007 el 18% de los beneficiarios de estas prestaciones estuvo constituido por personas menores de 21 años.
** Esta estimación incluye las Asignaciones Familiares, una estimación de los recursos transferidos a los menores de 18 años a través 
del Programa Ingreso Ciudadano (considerando que representan el 57% de la población beneficiaria del PANES) y una estimación de los 
recursos transferidos a los menores de 18 años a través de pensiones a la “discapacidad” provistas por el BPS.

cuadro 2: Impacto de las reformas sociales en la incidencia de la pobreza y la indigencia, 
y en la desigualdad en la distribución del ingreso en Uruguay entre 2005 y 2008

Fuente: UNICEF a partir de OPP (2009: 5).
* Para el 2006 se simula la incidencia de la pobreza e indigencia y la desigualdad sin la ejecución del PANES.
** Para el 2007 se simulan los valores de estos indicadores sin la presencia del PANES y de la Reforma Tributaria (durante el segundo semestre). 
*** Para 2008 se simulan los valores de estos indicadores sin la Reforma Tributaria, sin la aplicación de la Reforma de la Salud (FONASA) y 
sin el nuevo Régimen de Asignaciones Familiares.
**** Las diferencias entre los valores del Coeficiente de Gini y los que se presentan en el gráfico 2 obedecen a que los datos surgen de 
distintas fuentes. Los que se presentan en este cuadro —así como los que se presentan sobre la incidencia de la pobreza y la indigencia— 
tienen como finalidad medir el impacto de las reformas sobre dichas variables, y surgen de un ejercicio de simulación realizado por la OPP a 
partir de los microdatos de la ECH. En cambio, los datos sobre Gini que aparecen en el gráfico 2 fueron extraídos de publicaciones del INE y, 
por tanto, deben ser tomados como los datos oficiales sobre la evolución de la desigualdad en la distribución del ingreso en Uruguay.



22       Observatorio de los derechos de la infancia y la adolescencia en Uruguay 2009

Resulta de especial interés analizar los impactos 
que las reformas han generado en la desigualdad 
en la distribución del ingreso. Como se advierte en 
el cuadro 2, entre 2005 y 2007 la desigualdad au-
menta de 0,441 a 0,455, a pesar de la aplicación del 
PANES entre 2006 y 2007, y la puesta en marcha de 
la reforma tributaria en el segundo semestre de ese 
último año, aunque se podrá decir que el crecimien-
to de la desigualdad podría haber sido aún mayor 
(de 0,441 a 0,465) sin esas dos reformas. En otras 
palabras, las reformas desarrolladas entre 2006 y 
2007 lograron reducir la magnitud del aumento de 
la desigualdad, pero no hacer que la sociedad uru-
guaya fuese menos desigual al término de 2007 de 
lo que era al término de 2005. Las reformas inicia-
das en 2008 (Sistema Nacional Integrado de Salud 
y el nuevo régimen de Asignaciones Familiares) 
aparentemente habrían contribuido a reducir la des-
igualdad (de 0,455 a 0,437); reducción que ha sido 
también determinada por la evolución de la econo-
mía y otras variables de política pública, aunque en 
una magnitud menor: de 0,465 a 0,458.

Dos conclusiones de sumo interés para el diseño 
de políticas se desprenden de la evidencia presen-
tada. En primer término, las iniciativas que parecen 
haber tenido mayor impacto en la reducción de la 
pobreza y la desigualdad son la reforma de la salud 
y la introducción del nuevo régimen de Asignacio-
nes Familiares (reformas que, además, han tenido 
un mayor efecto positivo sobre las familias con 
niños que sobre el resto de los hogares). Nótese, 
además, que esas dos iniciativas o reformas son las 
que mayor adhesión han concitado en la opinión 
pública: el 80,4% de las personas que participaron 
en el PANES considera “bueno” o “muy bueno” 
al nuevo régimen de Asignaciones Familiares, en 
tanto el 79,2% manifiesta ese juicio con relación a la 
reforma de la salud (cuadro 3).

En segundo término, revertir la tendencia al 
aumento de la desigualdad en la distribución del in-
greso que se observa en Uruguay desde comienzos 
de la década pasada no parece ser una tarea fácil ni 
rápida. En este sentido, resulta útil recordar que la 
dispersión en los ingresos está fuertemente asocia-

cuadro 3: Evaluación de las reformas implementadas por el Gobierno de 2005 a 2008 en 
Uruguay entre las personas que participaron en el PANES. En porcentajes. Marzo a junio 
de 2008

Fuente: MIDES–Observatorio Social de programas e indicadores (2009). 
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da al capital educativo de las personas. Por tanto, 
la reducción de la desigualdad exige, además de 
políticas de transferencias de ingresos, distribuir en 
forma más equitativa los bienes educativos y ase-
gurar que los sectores medios y de bajos ingresos 
alcancen mejores resultados educativos; en suma, 
mejorar la calidad del capital humano del país y 
distribuirlo en forma más equitativa. 

En este contexto, corresponde destacar la re-
flexión sobre los objetivos a lograr en el mediano y 
largo plazo en el campo de las políticas de infancia 
que se desarrolló durante 2008 en el marco de la 
iniciativa impulsada por el Comité de Coordinación 
Estratégica de Infancia y Adolescencia8 bajo el título 
Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescen-
cia 2010-2030 (ENIA).9 Las conclusiones de ese pro-
ceso de reflexión y debate permiten establecer una 
posible “hoja de ruta” para lograr en forma sos-
tenida mayores índices de bienestar entre niños y 
adolescentes, y acrecentar, de esa forma, el capital 
humano de la sociedad uruguaya. En particular, los 
objetivos y las metas que el documento final de la 
ENIA plantea brindan pistas a seguir en el diseño de 
las políticas sociales en los próximos años (Consejo 
Nacional de Políticas Sociales-Comité de Coordina-
ción Estratégica de Infancia y Adolescencia, 2008: 
32-33).

8. Comité integrado por: los ministerios de Desarrollo Social, Salud Pública, Educación y Cultura, Turismo y Deporte, y del Interior, la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la República, el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay, la Administración 
Nacional de Educación Pública, los consejos de Educación Primaria, Educación Secundaria y Educación Técnico-Profesional, el Instituto de la 
Juventud y el Programa Infamilia.
9. Iniciativa que contó con el apoyo del Sistema de las Naciones Unidas en Uruguay, bajo la coordinación de UNICEF.
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II.
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PRIMERA INFANCIA

1. Salud, nutrición y desarrollo: el derecho a un 
buen comienzo
El bienestar de una sociedad se puede “medir” a 
través de indicadores estrechamente relacionados 
con la situación de la infancia. Ejemplo de ello es 
la tasa de mortalidad infantil, que si bien informa 
sobre el número de niños que fallecen antes de 
alcanzar el año de vida, refleja también, aunque 
indirectamente, la situación social en la que viven 
los niños en un determinado país. 

Por esta razón, en numerosos informes a nivel 
mundial en los que se escogen unos pocos indica-
dores para poder conocer el nivel de desarrollo y 
bienestar de una sociedad se toma, entre otros, a 
dicha tasa. Descender la mortalidad infantil a nivel 
mundial es una de las metas adoptadas en ocasión 
de la Declaración del Milenio realizada por las Na-
ciones Unidas en el año 2000. 

No obstante, desde hace tiempo se sabe que para 
tener un panorama real de la situación de los niños 
en un país no basta con conocer la tasa de morta-
lidad infantil. Es necesario saber cómo sobreviven 
los niños, conocer en qué condiciones viven y cre-
cen y, por ende, qué oportunidades podrán aprove-
char a lo largo de su vida.

Desde su aprobación, la Convención sobre los 
Derechos del Niño estableció la necesidad de 
incorporar el enfoque de derechos a la hora de 
analizar la situación de la infancia, esfuerzo al que 
se ha abocado la presente serie del Observatorio. 
En la Convención se consagra que todos los niños 
y niñas tienen derecho a la sobrevivencia y al pleno 
desarrollo a través del acceso a la salud, la alimen-
tación, el cuidado, la protección y la educación. 

La situación durante los primeros años de vida, y 
en particular entre los 0 y 3 años, informa no solo 
de la situación presente de los niños más pequeños, 
sino de las potencialidades de una determinada po-
blación. La primera infancia es el período de la vida 
comprendido entre la concepción y los cinco años 

de edad. En este período se sientan las bases de 
todo el desarrollo posterior del individuo. Mientras 
que en los primeros dos años de edad se constitu-
ye una parte importante del desarrollo intelectual, 
emocional, físico/inmunológico y social, entre los 
dos y los cinco años se establecen los pilares del 
aprendizaje posterior, de la educación formal y de 
las competencias sociales (Evans, Myers e Ilfeld, 
2000). Como dicen Bedregal y Pardo “… la Infancia 
Temprana, y en particular el período que abarca 
las edades de cero a tres años, es cualitativamente 
más que el comienzo de la vida; es, en realidad, el 
cimiento de esta” (UNICEF, 2004b).

El desarrollo durante la primera infancia ha 
mostrado tener un gran impacto en la trayectoria 
de vida de las personas; afecta el aprendizaje, la in-
serción laboral, la salud y el comportamiento social 
(Vegas et al., 2006). En años recientes se ha reunido 
numerosísima evidencia acerca de los cambios que 
ocurren durante esta importante etapa de la vida y 
en particular sobre los fundamentos que explican 
su relevancia e impacto en la vida de las personas. 
Diversos campos del conocimiento, que van desde 
las neurociencias hasta la economía, han aportado 
estas evidencias. En particular, la investigación en 
neurociencias ha sido concluyente respecto del de-
sarrollo del cerebro en los seres humanos. Este su-
fre un intenso proceso de transformaciones durante 
el cual su tamaño se duplica y el número de sinap-
sis neuronales crece exponencialmente (Mustard, 
2006). Esta suerte de “explosión” en el crecimiento 
del cerebro depende tanto de la genética como de 
la experiencia y tiene su máxima expresión durante 
el primer año de vida. Transcurre de acuerdo a un 
proceso continuo en el que el cerebro “se organiza” 
(Melhuish, 2006) y en el que cada etapa influye en 
la siguiente. 

Durante este período los cambios mencionados 
ocurren en momentos precisos que están “progra-
mados” por el cerebro. Estas modificaciones trans-
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curren como “ventanas” que se abren y se cierran y, 
por lo tanto, aquello que no ocurre en su momento 
habrá perdido su oportunidad. La carga genética 
(aquello que heredamos) es modificada (regulada) 
durante este período. Estas modificaciones pueden 
ser positivas (cuando la interacción con el ambiente 
ocurre en forma favorable) o negativas (interacción 
desfavorable). Al “cerrarse” las ventanas se alejan 
las posibilidades de modificar el resultado de estos 
procesos. La noción de “oportunidad” es central 
para comprender la importancia de este período. La 
influencia del ambiente es esencial y se verifica a 
través de la estimulación sensorial. Las experiencias 
positivas o negativas de interacción con el ambien-
te afectan el desarrollo de circuitos neuronales que 
median capacidades cognitivas, lingüísticas, emo-
cionales y sociales y cuyos resultados se expresa-
rán durante toda la vida.

El interés sobre el potencial del desarrollo se 
ha visto reforzado ante la evidencia de que los 
cambios durante la primera infancia tienen gran 
influencia no solo sobre el aprendizaje, sino sobre 
la salud mental y física adultas (Mustard, 2006). 
Mejores condiciones durante esta etapa de la vida 
se asocian claramente con una menor prevalencia 
de enfermedades crónicas y una mayor salud en la 
vida adulta.

El conocimiento de estos fenómenos llevó a 
concluir que desde la gestación hasta los dos años 
de vida se juega más del 80% del potencial de 
cada persona. Según Esping-Andersen (citado en 
Melhuish  y Petrogiannis, 2006): “Si la carrera está 
ya más de medio camino cuando el niño ingresa a 
la escuela, debemos entonces poner toda nuestra 
atención en lo que ocurre en los primeros años”. 

gráfico 15: Tasas de de retorno de la inversión en capital humano

Fuente: Heckman (2007).
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Y como ya fue dicho, esto está directamente 
relacionado con el ambiente familiar, comunitario y 
social en el que crece y se desarrolla cada persona. 
La nutrición, la salud, la protección y el cuidado en 
esta etapa constituyen el nutriente esencial que el 
cerebro necesita para poder desarrollarse.

1.1. Los beneficios de invertir en primera infancia 
Como consecuencia de las características ya des-
critas de la primera infancia, es posible establecer 
un vínculo entre las políticas o programas desarro-
llados en esta etapa de la vida con otras políticas 
sociales. El resultado de las acciones durante la 
primera infancia condiciona en gran medida el éxito 
o fracaso de las otras políticas sociales. Intervencio-
nes en primera infancia que logran buenos resulta-
dos acarrean notorios beneficios en educación, en 
salud y en convivencia social durante la vida adulta. 

En estrecha relación con lo anterior, algunos 
autores han destacado el alto valor de invertir en 
políticas dirigidas a la primera infancia. Heckman 
(2007), premio Nobel de Economía, demostró en su 
trabajo que la inversión en las primeras etapas de la 
vida tiene una muy alta tasa de retorno.

Destinar recursos para atender los problemas 
de la primera infancia requiere inversión, pero ello 
no implica disponer de una enorme cantidad de 
recursos adicionales. En primera infancia es posible 
llevar a cabo intervenciones de bajo costo y alto 
rendimiento.

1.2. El monitoreo de la situación en la primera 
infancia
Dadas las características del desarrollo infantil y de 
la multiplicidad de factores que influyen en él, el 
monitoreo de la situación de la primera infancia re-
sulta bastante complejo. ¿Cuáles son los indicado-
res más apropiados para dar cuenta de la situación 
en la primera infancia? ¿Cuál es el set de indicado-
res que informa el cumplimiento de los derechos 
establecidos en la Convención sobre los Derechos 
del Niño? 

Bedregal y Pardo (UNICEF, 2004b) señalan al me-
nos cuatro aspectos a tener en cuenta:

“En primer lugar no existe un claro acuerdo en 

torno a los indicadores que mejor permiten mo-
nitorear el progreso con respecto al cuidado y el 
desarrollo infantil temprano.
En segundo lugar, el monitoreo del desarrollo 
infantil suele ser muy limitado, principalmente 
por estar enfocado a los esfuerzos que se realizan 
en favor de la infancia temprana o por determinar 
la calidad de los procesos. (...) Los indicadores de 
‘efectos’, esto es, del estado actual del desarrollo 
de los niños, se encuentran virtualmente ausentes 
de los monitoreos y evaluaciones nacionales e 
internacionales.
En tercer lugar, los indicadores están escasamente 
desagregados, de manera que no permiten discri-
minar los efectos que sobre el desarrollo ejercen 
la pobreza, la desigualdad o la discapacidad.
En cuarto lugar, especialmente para la evaluación 
de programas y planes, no se han establecido 
líneas de base en el tema previo a la implementa-
ción de programas. Adicionalmente, no todos los 
países cuentan con similares sistemas de infor-
mación, de manera que incluso cuando existen 
los indicadores, muchas veces su comparación no 
tiene cabida”.
Sin embargo, como un esfuerzo de aproximación 

se seleccionaron algunos indicadores de los que se 
tiene información, pertenecientes a las áreas de sa-
lud, nutrición y desarrollo desde la gestación hasta 
los dos años de vida.

2. La situación de la primera infancia en Uruguay
Los niños y niñas más pequeños forman parte del 
contingente más numeroso afectado por la pobreza 
en el país. Si bien en el capítulo anterior se ha ana-
lizado en profundidad la evolución de la pobreza y 
su impacto sobre la infancia, a continuación se hará 
una breve mención relacionada específicamente 
con la primera infancia. 

Durante los últimos 25 años el tramo de pobla-
ción de 0 a 5 años ha sido el más afectado por la 
pobreza. Esta situación refleja las dificultades que 
ha tenido la sociedad uruguaya para transferir 
bienestar a las nuevas generaciones, situación que, 
además, se ha sostenido en el tiempo sin distinguir 
épocas de crisis o de bonanza.1

1. Ver capítulo II. 
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En aparente contraste con lo anterior, Uruguay 
es un país con niveles relativamente altos de gasto 
público social. Sin embargo, por bastante tiempo 
dicho gasto social tuvo un claro sesgo pro adulto 
(Grau, 2005), que recién en los últimos años ha 
comenzado a corregirse. Hay que señalar aquí 
que gran parte del esfuerzo puesto en esta última 
etapa ha estado dirigido a asegurar la cobertura de 
salud de niños y niñas con la creación del Sistema 
Nacional Integrado de Salud (SNIS) y del Fondo 
Nacional de Salud (FONASA), así como a aumentar 
las transferencias monetarias a las familias con 
niños, niñas y adolescentes a través del régimen de 
Asignaciones Familiares.2

 Sin embargo, y en términos generales, se puede 
decir que la situación de la primera infancia está 
aún “por debajo” de lo que sería esperable para 
el país de acuerdo a los datos disponibles sobre 
bienestar de la población, gasto social y en general 
el desempeño del sistema de protección social. 
En Uruguay persisten problemas vinculados a la 
primera infancia que podríamos resumir en niveles 
aún altos de:

•	 malnutrición, anemia y pobre salud maternas;
•	 prematurez y bajo peso al nacer;
•	 anemia infantil;
•	 malnutrición infantil (desnutrición persistente 	

	 que se manifiesta por retraso de la talla infan-	
	 til, sobrepeso y obesidad);
•	 pobre desarrollo infantil (riesgo y retraso au-		

	 mentados).

2.1. Mortalidad infantil
Como se ha señalado en ediciones anteriores del 
Observatorio, el país ha mostrado desde hace 
mucho tiempo indicadores de salud infantil muy po-
sitivos y destacados en la región. Solo unos pocos 
países de América Latina lo han superado en cuanto 
a la tasa de mortalidad infantil. Además, la TMI ha 
mostrado una clara tendencia a descender en los 
últimos años: pasó de 13,2/oo (1.000 nacidos vivos) 
en 2004 a 10,6/oo en el año 2008 (cuadro 4).

2. En este mismo sentido cabe anotar la promoción del control de salud del niño sano, la extensión del Programa Aduana, la ampliación del 
esquema de vacunación, la extensión del Programa Nacional de Pesquisa Neonatal y el fortalecimiento de los servicios de ASSE.

cuadro 4: Tasa de mortalidad infantil. 
Años 2004-2008

cuadro 5: Tasa de mortalidad infantil. 
Años 1990, 1995, 2000, 2005 y 2008

cuadro 6: TMI por países. Años 1990 y 2007

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP. 

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP. 

Fuente: UNICEF (2009).
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Si se toma una serie más larga en el tiempo la 
tendencia es aún más clara. En el año 1990 (año to-
mado como referencia para la fijación de las metas 
del milenio) la TMI era de 20,4/oo nv, por lo que la 
reducción de dicha tasa en 2008 alcanza a casi la 
mitad (cuadro 5).

No obstante, hay que señalar que dicha tendencia 
ha sido menos pronunciada que la observada en 
países de la región como Chile, Cuba o Costa Rica, 
lo que muestra una dificultad mayor del país en 
lograr un descenso más pronunciado de dicha tasa 
(cuadro 6).

Este último aspecto es relevante porque para 
alcanzar la meta para el año 2015, según el compro-
miso de las Metas del Milenio, se debería llevar la 
TMI a un valor para todo el país de 6,8/oo nv. Lograr 
esta cifra implica modificar la tendencia de los últi-
mos años a expensas de un mayor descenso en el 
tiempo que aún resta para el año 2015.

En relación con los diferentes componentes de la 
TMI (cuadro 7) la tendencia en los últimos años ha 
sido de un creciente peso de la mortalidad neonatal. 
Al respecto, cabe señalar que las principales causas 
de esta son la prematurez y el bajo peso al nacer. 
Conocer estos datos es muy importante a la hora 
de pensar intervenciones dirigidas a disminuir la 
mortalidad infantil.

2.2. Salud durante la gestación 

2.2.1. Control del embarazo
El adecuado control del embarazo durante la ges-
tación es de vital importancia a la hora de asegurar 
mayores niveles de salud para la mujer y para el 
niño. Para que el control sea adecuado se debe con-
siderar el número total de controles y el momento 
de captación del embarazo.

En Uruguay, de acuerdo a las cifras del MSP, en 
el año 2007 un 20,2% de los embarazos tuvo menos 
de seis controles, lo que se considera como el 
número mínimo recomendado. De este 20,2%, un 
3,8% nunca se controló antes del parto (cuadro 8).3  

3. Datos de la Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, Ministerio de Salud Pública.

cuadro 7: TMI, TMI neonatal y posneonatal. 
Años 2000-2008

cuadro 8: Cantidad de consultas 
prenatales. Año 2007

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP. 

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.
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Si se toman los datos del sector público, estos 
porcentajes son aún mayores. El 28,2% de las usua-
rias de ASSE se controló menos de seis veces y el 
8% nunca se controló.4   

Con respecto al momento de captación del em-
barazo, el 58,3% fue captado en el primer trimestre 
(de acuerdo a lo recomendado) y un 41,7% tomó 
contacto en forma tardía con los servicios de salud 
(cuadro 9). En el caso de los servicios de salud pú-
blicos el 40% fue captado en el primer trimestre y el 
60% en forma tardía.5 

La trasmisión materno infantil de infecciones de 
trasmisión sexual como el VIH y la sífilis puede ser 
prevenida mediante un correcto control prenatal. 
Sin embargo, los datos de ASSE sobre el Hospital 
Pereira Rossel para el año 2007 muestran que un 
3,5% de las madres que concurrieron a dicho hos-
pital para atender su parto y un 2,6% de los recién 
nacidos eran VDRL positivos (serología positiva 
para la sífilis).

Respecto de la edad de la madre, un 16,4% tenía 
menos de 19 años, mientras que el grupo de menos 
de 15 años representó un 0,4%. Este porcentaje no 
se ha modificado significativamente en los últimos 
años (cuadro 10).

2.2.2. Prematurez y bajo peso al nacer
Las consecuencias que se derivan de un control 
del embarazo inadecuado se reflejan en el elevado 
porcentaje de niños nacidos en forma prematura y 
de niños con bajo peso al nacer. A nivel nacional el 
porcentaje de niños prematuros (nacidos antes de 
la semana 37) en 2007 fue de 9,2% (cuadro 11). En el 
caso del sector público, los porcentajes de prema-
turez fueron aún más altos; entre los usuarios de 
ASSE el porcentaje de niños nacidos con menos de 
37 semanas de gestación fue de 17,1%.

En relación con el peso al nacer, el porcentaje de 
niños nacidos con bajo peso (menos de 2.500 g) fue 
de 8,3% (cuadro 12).

4. Los datos corresponden al Sistema de Información Perinatal del Hospital de la Mujer, ASSE, 2008. Ese año se produjo en dicho 
establecimiento el 37,7 % de los nacimientos totales del país.
5. Sistema de Información Perinatal del Hospital de la Mujer, ASSE, 2008.

cuadro 9: Consultas prenatales según 
trimestre de captación. Año 2007

cuadro 10: Número de partos de acuerdo a 
edad de la madre. Año 2007

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.



PRIMERA INFANCIA       31 

cuadro 11: Número de nacimientos de 
acuerdo a la semana de gestación. Año 2007

cuadro 13: Peso al nacer según número de consultas prenatales. Año 2007

cuadro 12: Número de nacimientos de 
acuerdo al peso al nacer. Año 2007

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.

Fuente: Unidad de Información Nacional en Salud, DIGESA, MSP.
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El cuadro 13 muestra que el mayor número de 
niños con bajo peso al nacer ocurre en aquellos 
casos en que el número de controles prenatales 
fue inferior al recomendado. En el sector público 
en 2008 el porcentaje de niños nacidos con peso 
inferior a 2.500 gramos fue de 12,8%.6 

El bajo peso al nacer (BPN) es un claro factor de 
riesgo asociado a la mortalidad infantil y en par-
ticular a su componente neonatal. Dentro de sus 
causas se encuentran la desnutrición materna, la 
dieta inadecuada, las infecciones, el tabaquismo, el 
abuso de drogas o alcohol durante el embarazo y la 
gestación múltiple. Las consecuencias del BPN se 
verifican en los problemas de salud en la infancia 
y la adolescencia, así como en las enfermedades 
crónicas en la etapa adulta.

2.2.3. Malnutrición materna 
El estado nutricional de las mujeres en edad fértil 
y de las embarazadas es un aspecto fundamental 
en la salud de las madres y en la de sus hijos. La 
malnutrición materna está asociada con el bajo 
peso al nacer, la prematurez y la mayor morbilidad 
materna.

La malnutrición materna se debe a dificultades en 
el acceso a alimentos adecuados, desinformación 
sobre su consumo y falta de un control apropiado 
de los servicios de salud durante la gestación. Los 
datos que hay en el país sobre este tema son espo-
rádicos y de diferentes fuentes.

2.2.4. Anemia en el embarazo
La existencia de anemia en la mujer durante el 
embarazo está también asociada a problemas como 
el bajo peso al nacer y la mayor morbilidad mater-
na. Si bien la información disponible proviene de 
estudios realizados hace ya varios años, en ellos se 
coincide en el hallazgo de niveles altos de déficit 
de hierro y anemia en embarazadas, tanto adultas 
como adolescentes.

6. Sistema de Información Perinatal del Hospital de la Mujer.
7.  Tomado del póster realizado por María Curutchet, Verónica Pandolfo y Sergio Turra (Prevalencia de sobrepeso y obesidad en mujeres 
embarazadas, niños y niñas menores de 5 años usuarios del Programa Alimentario Nacional del Instituto Nacional de Alimentación).
8. Sobre una muestra de 250 mujeres adolescentes y 250 mujeres adultas controladas en servicios de salud de ASSE y del Banco de 
Previsión Social.

cuadro 14: Prevalencia de retraso de 
talla, de déficit ponderal, de emaciación 
(<-2 DS) y de obesidad (<+2DE). Estándar OMS. 
Niños de hasta 24 meses (sector público y 
mutual). Años 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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2.3. Desnutrición infantil. Retraso de talla
Los datos disponibles indican que el país presenta 
aún niveles elevados de desnutrición crónica. Esta 
se mide relacionando la talla con la edad del niño 
y señala una historia nutricional deficitaria que se 
expresa por una talla menor a la que le correspon-
de al niño de acuerdo a su edad. Hay que destacar 
que el bajo peso al nacer, la carencia de ciertos 
nutrientes específicos o micronutrientes como el 
hierro o el zinc, la desnutrición temprana, la falta de 
lactancia materna, la introducción inadecuada de la 
alimentación sólida y el escaso acceso a agua y a 
saneamiento tienen un papel muy importante en el 
desarrollo de la desnutrición crónica.

Los datos recogidos en la encuesta de UNICEF, 
RUANDI y MSP en el año 2007 muestran que el 
retraso de talla es el problema nutricional más im-
portante detectado entre los niños de 6 a 24 meses. 
El que le sigue en importancia es la obesidad, que 
afecta a un 8,5% de los niños de ese tramo de edad.

El déficit de peso es de 3,4%, y si bien tiene una 
magnitud menor que el retraso de talla, se encuen-
tra por encima del valor esperado de distribución en 
una población normal (2,3%). Por último, el déficit 
de peso de acuerdo a la talla tiene un valor inferior 
al esperado en una población normal.

Cabe destacar que este trabajo y otros realizados 
en el país en diferentes momentos coinciden en que 
el retraso de talla, el sobrepeso y la obesidad son 
los fenómenos más frecuentes (UNICEF, 2007). En 
la encuesta realizada por el INDA en acuerdo con 
el Proyecto Objetivos de Desarrollo del Milenio en 
2009 se encontró en una población de 4.027 niños y 
niñas de menos de 5 años usuarios del PAN (Pro-
grama Alimentario Nacional, en situación de pobre-
za extrema) un 15% de retraso en el crecimiento. 
Cabe señalar que en dicha población el mayor peso 
del retraso de talla se encontró en los niños de 
entre 1 y 2 años (20,9%). El bajo peso al nacer en 
la población estudiada tuvo valores superiores al 
promedio nacional, con valores de 14%. Por último, 
la obesidad apareció también como un problema, 
con valores de 8,7%.

Es importante resaltar que Uruguay, en términos 
comparados, presenta niveles de retraso de talla 
significativamente superiores a los de Cuba y Costa 
Rica (UNICEF, 2009) (cuadro 15).

cuadro 15: Porcentaje de niños menores 
de 5 años con desnutrición crónica en 
Cuba, Costa Rica y Uruguay. Año 2007

Fuente: UNICEF (2009).
* Moderada y severa: menos de 2DS de la media esperada para 
la edad de acuerdo OMS/NCHS.

Indicadores para medir malnutrición:
definiciones y alcances

Bajo peso para la talla (desnutrición aguda). 
Es el peso significativamente por debajo de lo 
que se espera para un niño de la misma talla 
de la población de referencia. El indicador se 
modifica rápidamente en función de cambios en 
la disponibilidad de alimentos o la prevalencia 
de algunas enfermedades a las cuales el niño es 
muy sensible.

Baja talla para la edad (desnutrición crónica). 
El retardo de talla se debe a un enlentecimien-
to en el crecimiento lineal del niño, que no le 
permite alcanzar la talla de un niño bien nutrido 
y sano de la misma edad y el mismo sexo. Está 
asociado a la insuficiente ingesta proteico-caló-
rica en forma crónica, las infecciones frecuentes, 
las prácticas incorrectas de alimentación durante 
períodos largos y el bajo nivel socioeconómico.

Bajo peso para la edad (desnutrición global). 
Es una medida compuesta por el retardo de talla 
y el bajo peso para la talla. Es útil para definir la 
magnitud y la extensión de la desnutrición en 
general y sus cambios a lo largo del tiempo.
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2.3.1. Anemia infantil
La anemia infantil en etapas tempranas tiene varias 
y serias consecuencias que afectan principalmente 
el crecimiento y el desarrollo. Este trastorno, muy 
frecuente en el mundo, ha sido identificado en 
Uruguay como un problema de alta prevalencia en 
la población infantil.

2.4. Desarrollo infantil
En diferentes trabajos realizados en el país desde fi-
nes de la década de 1980 (UNICEF, 1989; GIEP, 1996; 
Infamilia/IPES-UCUDAL, 20049 y CLAEH/Infamilia-
MIDES, 2007) se ha dado cuenta de la situación de 
desarrollo infantil en el país y en particular de su 
impacto en los sectores más pobres de la pobla-
ción. Si bien no se cuenta con una “línea de base” 
representativa de toda la población, estos estudios 
permiten una aproximación a la situación en el país.

En el trabajo de UNICEF del año 1989 (realizado 
por Juan Pablo Terra) se encontró que los niños per-
tenecientes a sectores pobres presentaban mayores 
niveles de riesgo y retraso del desarrollo que los no 
pobres. El porcentaje de niños pobres que pre-
sentaban retraso era cinco veces superior al de no 
pobres, mientras que el nivel de riesgo en el primer 
grupo llegaba casi al doble del grupo de no pobres. 

Como analiza Ceruti (2008): “se mantiene a través 
del tiempo la tendencia de los hallazgos del estudio 
de Terra y cols. en los niños sin intervención, con el 
agravante de que ha disminuido el porcentaje de 
niños/niñas en la categoría de normalidad a expen-
sas del aumento del porcentaje en la categoría de 
retraso (…) y en el caso de los que pertenecen a 
hogares indigentes este porcentaje casi se triplica 
(2006). Los porcentajes de riesgo se mantuvieron”.

En el año 2007 la Intendencia de Canelones 
llevó a cabo una evaluación del desarrollo en una 
población de 26.560 niños con edades de 0 a 4 años 
(PNUD/Intendencia Municipal de Canelones, 2007). 
En dicho estudio se adaptó un instrumento de 
tamizaje creado por un grupo de expertos en Chile 
(Ministerio de Salud de Chile, 2006). 

La evaluación consistió en una serie de preguntas 
realizadas a la madre del niño que indagaban acer-
ca de la adquisición de funciones correspondientes 
a cuatro áreas del desarrollo: social, cognitivo, 
motor y del lenguaje. Esto permitió discriminar tres 
categorías en cuanto al desarrollo: normal, rezago 
y retraso. El rezago se define en aquel niño o niña 
que no es capaz de realizar todas las funciones que 
están en proceso de desarrollo para su grupo de 
edad. Representa riesgo potencial de retraso. El 

9. Consultoría realizada por el IPES para elaborar la línea de base del Programa Infamilia.
10. Presentación de resultados del estudio “Impacto de la leche fortificada con hierro en niños de 6 a 24 meses de edad”, realizado por J. 
Martínez, M. R. Curutchet y X. Moratorio.
11. En dicho estudio, tras ser alimentados con leche con hierro durante un año la cifra descendió al 31%. Asimismo, el retraso de talla 
presente en el 16,5% de los beneficiarios se redujo a 12,8%.
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retraso del desarrollo funcional se define en aquel 
niño o niña que no es capaz de realizar las funcio-
nes que le corresponde tener asentadas para la 
edad. 

Los resultados de este estudio mostraron que 
mientras un 67% presentaba un desarrollo normal, 
22% tenía rezago y 11% presentaba retraso. En el 
gráfico 16 se puede ver la distribución de las tres 
categorías por tramo de edad.

Como se puede apreciar, a edades más tem-
pranas el rezago es más relevante, mientras que 
el retraso lo es a partir de los 3 años. Los autores 
señalan que “los factores que ponen en riesgo el 
desarrollo de un niño ejercen un efecto acumu-
lativo, de modo que muestran sus efectos en la 
medida en que el niño crece. Se trata de un proceso 
complejo en que unas adquisiciones se van apo-
yando en otras de acuerdo con las oportunidades 
que encuentran” (PNUD/Intendencia Municipal de 
Canelones, 2007).

En cuanto a los factores de riesgo asociados al 
rezago y al retraso cabe destacar el bajo nivel edu-
cativo de la madre, la presencia de NBI, pertenecer 
a un hogar monoparental, el bajo peso al nacer, la 
presencia de factores de riesgo en las prácticas de 
crianza y el retraso en el crecimiento. Como factor 

cuadro 16: Porcentaje de niños estudiados de acuerdo a categorías de desarrollo 
psicomotor y situación socioeconómica familiar. Hallazgos de diferentes estudios 
nacionales

Fuente: UNICEF a partir de UNICEF (1989), Infamilia/IPES-UCUDAL (2004) y CLAEH/Infamilia-MIDES (2007).

protector se destaca la concurrencia a un centro 
educativo para la primera infancia. 

2.5. Cuidados en la primera infancia
Un sistema de cuidados para la primera infancia 
abarca una amplia gama de sectores y áreas de 
actividad que involucran tanto al sector público 
como al privado. El mundo del trabajo y las políti-
cas y prácticas de licencias parentales son centrales. 
También lo es la existencia de servicios de cuidados 
de calidad y accesibles a las familias que puedan 
hacerse cargo de atender a niños de corta edad con 
necesidades y requerimientos diferentes conforme 
van creciendo.

Otro aspecto clave tiene que ver con las relacio-
nes de género y con la gran carga de trabajo que 
en el cuidado infantil habitualmente recae sobre las 
mujeres. Este trabajo no solo no es remunerado, 
sino que afecta la inserción laboral y las condicio-
nes de trabajo de las mujeres. Por ello todo esfuerzo 
en repensar este complejo sistema deberá integrar 
satisfactoriamente las perspectivas de derecho y 
el enfoque de género, con el objetivo de lograr un 
sistema de cuidado infantil eficiente y factible para 
la sociedad. 
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En Uruguay en el mundo del trabajo existe una 
normativa laboral que consagra el derecho a la 
licencia maternal, subsidio por maternidad, asigna-
ciones familiares desde el embarazo, atención médi-
ca, horario especial para lactancia, conservación del 
puesto de trabajo y licencia paternal. Sin embargo, 
en un trabajo reciente realizado por el PNUD (2009) 
se estimó que el 40% de las mujeres trabajadoras 
en edad de procrear (entre 14 y 45 años) no tenía 
garantizado su derecho asociado a la maternidad. 
Por otra parte, el 13% de las mujeres que tuvieron 
un embarazo en el año de la encuesta pertenecían 
al sector informal. Además, en el trabajo se señala 
que el 56% de las mujeres que estaban cursando un 
embarazo durante el estudio no trabajaba. 

En cuanto a los servicios hay que consignar que 
existen varios programas que atienden a la po-
blación de 0 a 3 años. El Plan CAIF, por ejemplo, 
funciona desde 1988 sobre la base de acuerdos 

entre el Estado, organizaciones de la sociedad civil 
e intendencias municipales. Su objetivo es: “garan-
tizar la protección y promover los derechos de los 
niños y las niñas desde su concepción hasta los 3 
años, priorizando el acceso de aquellos que provie-
nen de familias en situación de pobreza y/o vulnera-
bilidad social, a través de las modalidades urbanas 
y rural”.12 Entre los años 2007 y 2008 llevó adelante 
varias transformaciones en el ámbito institucional, 
en la oferta de programas y en la infraestructura de 
los servicios. En el año 2008 el Plan CAIF alcanzó 
una cobertura en todo el país de 43.734 niños, de 
los cuales 11.326 eran de Montevideo y el resto del 
interior. El número de centros fue de 314 en todo 
el país, con 74 en Montevideo y 240 en el interior.13 
Cabe señalar que 15.682 niños y niñas son menores 
de 2 años y participan del Programa de Experiencias 
Oportunas y 24.192 asisten diariamente a educación 
inicial.

gráfico 16: Desarrollo de los niños de 0 a 4 años de Canelones. Año 2007

Fuente: PNUD/Intendencia Municipal de Canelones (2007).

12. “Qué es el Plan Caif”, Plan Caif, http://www.plancaif.org.uy.
13. Observatorio Social del MIDES, http://observatoriosocial.mides.gub.uy.
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gráfico 17: Evolución de la matrícula de educación común e inicial del sector público. 
Años 2001-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.

2.6. Educación inicial 
La educación inicial refiere a la escolarización de 
los niños de 5 años y menores, principalmente de 
3 y 4 años. Luego de una masiva incorporación de 
niños a la educación inicial ocurrida en la segunda 
mitad de los noventa, la matrícula global (pública y 
privada) de educación inicial se estancó a partir del 
año 2001 (ANEP, 2009a). Esta situación se mantuvo 
hasta el año 2008 y tuvo por detrás dos fenómenos 
contrarios: un descenso de la matrícula del sec-
tor público y un aumento de la matrícula privada. 
Finalmente, en el año 2008 la tendencia descenden-
te señalada en el sector público se modificó y se 
registró un leve aumento. Esta expansión matricular 
se explica principalmente por una mayor escolari-
zación de los niños de 3 años y luego por un leve 
incremento de la matrícula de aquellos de 4 años. 

En el nivel de 5 años se asiste a un leve descenso 
entre los años 2007 y 2008, explicado no por una 
reducción de la cobertura, sino por la incorpora-
ción al sistema de cohortes de niños cada vez más 
pequeñas producto de la reducción de la natalidad 
ocurrida en el país, así como por un leve traspaso 
de alumnos al sector privado.

De acuerdo a lo señalado en el Monitor Educativo 
de Primaria para el año 2008, la universalización 
de la educación inicial es completa en el nivel de 5 
años y en el de 4 la cobertura está próxima al 95%. 
Según se establece en dicho informe “es de esperar 
que en los próximos años, una vez alcanzada la 
universalización del nivel, la matrícula se estabilice. 
De existir cambios probablemente estos se asocien 
al traspaso entre los sistemas públicos y privados” 
(ANEP, 2009a).
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educación

1. Introducción
Uruguay ha sido considerado a lo largo de su histo-
ria uno de los países con mayor nivel educativo de 
la región, comparable incluso con el de los países 
más desarrollados. Se ha distinguido, en particu-
lar, por la temprana alfabetización de su población 
y por la también temprana universalización del 
acceso a la educación primaria. Sin embargo, en las 
últimas décadas Uruguay ha progresado en el terre-
no educativo a un ritmo más lento que el esperado, 
en especial si se lo compara con los países más 
desarrollados e incluso, en algunos niveles educati-
vos, con respecto a sus vecinos de la región.

Si bien el país sigue teniendo una buena per-
formance en educación inicial y primaria —altos 
niveles de cobertura, resultados en las pruebas 
de aprendizaje que ubican al país en los primeros 
puestos de la región, egreso universal de la ense-
ñanza primaria—, presenta indicadores preocupan-
tes en educación media. 

La educación constituye ante todo un derecho 
humano, como es reflejado en la nueva Ley de Edu-
cación. Asimismo, el acceso de todos los niños y 
adolescentes a una educación de calidad, equitativa 
y no discriminatoria constituye una pieza clave en 
la Convención sobre los Derechos del Niño, ratifica-
da por Uruguay en 1990. La educación es un factor 
insustituible en el desarrollo de las personas y uno 
de los activos más relevantes con los que cuentan 
los países para alcanzar mayores niveles de creci-
miento y bienestar. Resulta claro que alcanzar la ge-
neralización del acceso y del egreso en los niveles 
obligatorios, en un marco de calidad, no garantiza 
la inclusión social, pero es determinante para frenar 
los procesos de exclusión tan marcados que vive el 
país desde hace décadas.

Este capítulo revisará las principales tendencias 
del sistema educativo obligatorio, que por la mo-
dalidad institucional del país es regulado y dirigi-
do por la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP). De esta forma se documentan los 
principales indicadores sobre el acceso y cobertura 
escolar, diversas tendencias en lo que respecta a los 
procesos en los que se inserta la enseñanza y los 
principales resultados en educación inicial, primaria 
y media. 

2. La educación inicial
Uruguay se encuentra en una ubicación privilegiada 
en la región en lo que hace al acceso a la educación 
inicial. La asistencia desde los 4 años de edad es 
una meta que el país se trazó hace algunos años y 
se encuentra muy próximo a lograrla. Esto supone 
que los niños de estas edades, independientemente 
de la región del país o la posición social en la que 
se encuentran, concurren a un centro educativo. 

Hasta hace relativamente pocos años era común 
observar que los que accedían lo hacían principal-
mente porque sus familias contaban con recursos 
suficientes para solventar los gastos educativos de 
matriculación. A pesar de las iniciativas específicas 
destinadas a las familias de escasos recursos, en 
particular en primera infancia,1 la gran mayoría de 
los niños que se encontraban fuera del sistema edu-
cativo pertenecían a familias de estratos sociales 
bajos.

Esta realidad, muy presente hasta mediados de 
la década de 1990, fue radicalmente transformada 
para los niños de 4 y 5 años. La clave estuvo en el 
impulso y la continuidad de las políticas de expan-
sión que realizó el sector público. La construcción 
de aulas de educación inicial, la creación de jardines 

1. Por ejemplo, el Plan CAIF.
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de infantes, el aumento de cargos para este nivel, la 
incorporación en las escuelas de educación común 
de aulas de educación inicial, las campañas de 
inscripción, entre otras, fueron iniciativas de política 
que se mantuvieron en los últimos 15 años. La 
prioridad en los comienzos estuvo orientada a los 
niños de 5 años, situación que paulatinamente fue 
ampliándose a los de 4. Los resultados en la actua-
lidad muestran que uno de los rasgos positivos de 
este nivel educativo ha sido el excelente avance en 
acceso y cobertura que el país ha alcanzado y logra-
do mantener en el tiempo. La legislación uruguaya 
acompasó esta evolución y aprobó recientemente la 
obligatoriedad de la educación desde los 4 años. 

En función de los logros obtenidos en el acceso, 
la agenda educativa fue incorporando con mayor 
preponderancia los aspectos vinculados a la calidad 
de los servicios educativos que se brindan. Si bien 
el binomio “expansión y calidad” estuvo presente 

en los comienzos mismos del impulso del nivel, 
resulta lógico que no es igual apostar a servicios 
de calidad en el marco de la incorporación masiva 
de alumnos. Alcanzada la primera meta trazada, 
surgen con más fuerza las discusiones en torno a la 
calidad de los servicios educativos, de los recursos 
humanos en el nivel, de la especialización de los 
docentes y de aquellos aspectos que hacen al entor-
no de los aprendizajes, como el tamaño medio de 
grupo, la asiduidad o regularidad de la asistencia, 
entre otros.

2.1. Cobertura y asistencia
Las estimaciones para el año 2008 dan cuenta de un 
acceso prácticamente universal en ambas edades. 
El gráfico 18 presenta la evolución reciente de la 
tasa de escolarización para el nivel 4 y 5 años. En él 
se muestra que el nivel 5 se encuentra universali-
zado y el 4 se encuentra próximo a hacerlo (94,5%), 

gráfico 18: Porcentaje de asistencia a la 
educación inicial, nivel 4 y 5 años. Total del 
país. Años 2006-2008

gráfico 19: Porcentaje de asistencia a la 
educación en niños de 4 y 5 años de edad 
según primer y quinto quintil de ingresos 
del hogar. Años 1991, 1995, 2002, 2005 y 2008

Fuente: elaborado por el DIEE del CODICEN a partir de datos de 
matrícula de registros administrativos del CEP y proyecciones de 
población del INE.

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH 
del INE.
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para lo cual restan tan solo unos 6 mil niños. La ten-
dencia en los 4 años ha sido de constante aumento.

Este incremento de la asistencia a la educación 
inicial se efectivizó con la incorporación de aquellos 
niños que por condiciones sociales o de residencia 
no podían acceder a la educación. Basta observar la 
situación de partida de aquellos niños ubicados en 
hogares del primer quintil de ingresos a inicios de 
la década de 1990 y compararlos con sus pares en 
la actualidad para destacar la democratización en 
el acceso a la educación. El gráfico 19 muestra este 
efecto y da cuenta de la radical transformación que 
el país ha realizado en materia educativa en el acce-
so a la educación inicial para los niños con mayores 
desventajas sociales. En 1991, a los 4 y 5 años la 
asistencia para aquellos niños ubicados en hoga-
res del primer quintil de ingresos era tan solo del 
27,5% y 64% respectivamente. En los niños ubica-
dos en los quintiles más privilegiados el acceso era 

cercano al 100%. En el 2008, los niños en hogares 
con menores recursos asisten en una proporción 
significativamente superior (77,6% y 95,4% respecti-
vamente en ambas edades).2

Un elemento que se observa en los últimos años es 
el descenso de la matrícula de educación inicial. Sin 
embargo, es preciso aclarar que dicha reducción 
no supone una menor asistencia a la educación. La 
reducción tan pronunciada de la matrícula corres-
ponde al impacto producido por la disminución de 
los nacimientos. A mediados de la década de 1990 
los nacimientos anuales rondaban los 58 mil, en el 
2000 los 52 mil, con lo cual cada cohorte de niños 
para el nivel 4 y 5 era aproximadamente de 115 mil 
y 105 mil respectivamente (gráfico 20). En los últi-
mos años esta situación ha cambiado radicalmente 
en la medida que los nacimientos anuales son unos 
47 mil, lo que supone un ingreso cada vez menor 
de niños. La cohorte de niños de 4 y 5 años que por 

2. Cabe aclarar que estas estimaciones se realizan con la encuesta de hogares del INE, de ahí las diferencias con lo mostrado en el gráfico 
18. La encuesta de hogares presenta menores tasas de asistencia a la educación porque muchos de los niños que son encuestados cuando 
tienen 4 o 5 años de edad pertenecen en realidad a niveles de educación inferiores (3 o 4 años), ya que han cumplido esa edad en el 
transcurso del año. 

gráfico 20: Nacimientos bianuales para diferentes períodos seleccionados

Fuente: UNICEF a partir de datos del MSP.
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edad teórica debería incorporarse en 2010 (nacidos 
en 2005-06) es de 94 mil niños, es decir, unos 20 
mil menos en comparación con mediados de los 90 
o 10 mil menos que a comienzos de los 2000. Sin 
duda, este cambio significó una buena noticia, en la 
medida que abrió la posibilidad de expandir el nivel 
sin el consiguiente aumento del número de alum-
nos por clase que comúnmente supone la rápida 
expansión.

En la actualidad la cobertura del sector público 
en el nivel 4 y 5 años alcanza el 83,3%, porcentaje 
levemente inferior a los años anteriores. El sector 
privado, que durante la crisis económica de prin-
cipios de los 2000 había perdido un peso relativo 
considerable, recuperó sus niveles históricos. En el 
año 2008 la matrícula de ambos niveles en total es 
de 91 mil alumnos, de los cuales 76 mil son atendi-
dos por la ANEP (cuadro 17).

Sumado al logro de la universalización de la 
educación inicial obligatoria (4 y 5 años), se comien-
za a observar en los últimos años un incremento 
de la matriculación de niños de edades aún más 

tempranas. De esta forma, los niños menores de 4 
años son aquellos que en términos relativos se han 
incorporado en mayor medida al sistema educativo: 
un 34,6% entre 2005 y 2008 (DEE del CEP). 

2.2. Condiciones para el aprendizaje
En la agenda educativa los aspectos de calidad 
siempre han estado presentes, pero la etapa 
anterior estuvo muy centrada en lograr la univer-
salización del nivel. Como esta meta está próxima 
a alcanzarse la calidad se ha vuelto central. Esto no 
implica que no existiera antes la preocupación por 
alcanzar determinados estándares de calidad, pero 
no es lo mismo realizarlo en un contexto de expan-
sión creciente que hacerlo en el marco de este logro 
alcanzado. Es así que el sistema educativo ha co-
menzado a producir información significativa en lo 
que hace a este tema. En primer lugar, referida a las 
condiciones de aprendizaje de los niños, como es 
el tamaño medio de grupo. En segundo lugar, en lo 
concerniente al tiempo de permanencia en centros 
educativos, a través de la información de los días 

cuadro 17: Matrícula del nivel 4 y 5 años de educación inicial en la órbita de la ANEP según 
forma de administración y porcentaje de cobertura del sector público. Años 2005-2008

Fuente: DEE del CEP.
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asistidos por los niños. Aunque estos aspectos son 
solo una parte de la temática, permiten aproximarse 
a la dimensión en cuestión. 

El tamaño medio de grupo en educación inicial 
del sector público (jardines de infantes y clase 
jardinera en escuelas comunes) era en 2008 de 27,3 
alumnos por grupo. Esta cifra es algo superior al 
número de alumnos por grupo del total de primer 
a sexto grado y de primer grado (gráfico 21). Que 
los grupos en educación inicial (cuando los niños 
se encuentran en sus primeras experiencias de en-
señanza) sean en promedio más numerosos puede 
implicar condiciones de aprendizajes no tan favora-
bles. Aunque la evidencia empírica a nivel nacional 
e internacional no muestra en forma categórica que 
un menor tamaño medio de grupo incida significa-
tivamente en mejores niveles de aprendizaje (este 
depende mucho más de otros factores), resultan 
claras las ventajas por lo menos para el trabajo más 
personalizado con los niños y para las condiciones 
de trabajo de los docentes.

Aunque entre las distintas modalidades de aten-
ción en la educación inicial pública no se observan 
diferencias significativas en el tamaño medio de 
grupo, en el caso de los jardines de infantes de 
la ANEP el menor número de niños por grupo se 
registra en los JICI (25,9 alumnos) y en el caso de 
las clases jardineras en las escuelas de tiempo 
completo (26,6 alumnos en promedio). Las demás 
ofertas presentan un tamaño próximo a los 27 y 28 
alumnos en promedio (gráfico 22). Si bien esta in-
formación no indica directamente si estos tamaños 
representan una situación óptima para el desarrollo 
del aprendizaje, todo hace pensar que producto de 
la reducción de la matrícula señalada en párrafos 
anteriores y de la importante creación de cargos en 
este nivel los umbrales en materia de recomenda-
ciones para el normal desarrollo educativo están 
próximos a alcanzarse.

Existen otros aspectos que inciden en las con-
diciones de aprendizaje de los niños. Mediante 
preguntas de opinión dirigidas a los directores de 

gráfico 21: Tamaño medio de grupo en 
educación inicial y en educación común 
en escuelas públicas urbanas (primer 
año y total). Años 2007 y 2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.

gráfico 22: Tamaño medio de grupo en 
educación inicial en escuelas y jardines 
públicos según tipo. Año 2008
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centros, el Monitor Educativo de Enseñanza Pri-
maria indaga cuáles son los principales problemas 
que ellos encuentran en su escuela en cuanto a la 
capacidad locativa, a los bancos de las aulas, a las 
áreas destinadas a patios de recreo y a los baños. 
Todas estas dimensiones conforman elementos que 
pueden potenciar o inhibir condiciones favorables 
para el pleno desarrollo del proceso educativo de 
los niños. En términos generales, dos aspectos se 
destacan por presentar mayores niveles de preocu-
pación por parte de los directores: las condiciones 
de los bancos de las aulas y los baños. Más del 
60% de los directores que se encuentran al frente 
de escuelas con niños de educación inicial mani-
fiestan estos aspectos como problemáticos para el 
desarrollo de la escuela. Aún así, en el resto de las 
dimensiones (capacidad locativa y patios de recreo) 
se registra un alto porcentaje de directores que 

manifiestan alguna problemática (cercano al 50%) 
(cuadro 18).

Los elementos mencionados solo aportan una 
aproximación en algunos de los aspectos que 
pueden potenciar o inhibir el mejoramiento en 
las condiciones de los aprendizajes. La utilidad de 
presentar estos resultados es que permite, por lo 
menos para estas dimensiones, observar en qué 
áreas los actores del sistema educativo encuentran 
problemas para desarrollar el trabajo en la escuela.

2.3. Resultados
Una de las características más importantes en lo 
que refiere a los estándares de calidad y aprovecha-
miento de una inserción temprana a la educación 
es la regularidad con la que asisten los niños a las 
escuelas. Diversos son los estudios para Uruguay 
(por ejemplo, Mara, 2000) que establecen que los 

cuadro 18: Porcentaje de directores que opinan tener problemas en sus escuelas 
en diferentes áreas de la infraestructura. Año 2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
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mayores beneficios en cuanto al impacto futuro se 
dan en el marco de una concurrencia desde los 4 
años edad (no así si se asiste únicamente desde los 
5) y los estudios internacionales que indican que de 
no existir una educación inicial de calidad los bene-
ficios futuros para los niños pueden no ser satisfac-
torios. Todo hace suponer que una buena educación 
en este nivel supone, además de un acceso tempra-
no, una permanencia y asistencia regular. En otras 
palabras, acceder es importante, pero esto debe 
darse en el marco de una asiduidad de asistencia.

Lamentablemente la asiduidad de asistencia a la 
educación inicial no es buena. Prácticamente uno 
de cada tres niños (30,8%)3 asiste en forma insufi-
ciente, lo que evidentemente restringe significati-
vamente las posibilidades de un aprovechamiento 
ideal por parte de estos niños y pone de manifiesto 
que el acceso, aunque importante, no garantiza 

por sí solo mejores condiciones para que el niño 
aproveche la educación (gráfico 23). Esto se suma al 
hecho de que la cantidad de días de clase estipula-
dos en Uruguay resulta baja (aproximadamente 180 
días) en comparación con otros sistemas del mun-
do. Las condiciones de baja frecuencia de asistencia 
y el reducido número de días lectivos podrían estar 
indicando un conjunto de rasgos que no resultan 
ideales para que el niño incorpore en forma soste-
nida el conjunto de hábitos, rutinas y competencias 
específicas del nivel. En tal sentido, la ampliación 
de oportunidades para la niñez que supone un ac-
ceso temprano a la educación inicial no se garantiza 
totalmente si no se logra que la asistencia perdure 
durante todo el año. Estudiar las causas de este pro-
blema parece una forma importante de aproximarse 
a lograr una educación que transcienda el tema del 
acceso y se traslade paulatinamente al reforzamien-

3. Esta cifra no incluye a los niños que habiéndose inscripto concurrieron menos de 70 días en el año, lo que comúnmente se conoce como el 
abandono intermitente. En 2008 para educación inicial este fue de 4,1%.

gráfico 23: Porcentaje de asistencia insuficiente* según niveles y grados escolares 
de educación común. Año 2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
* La asistencia insuficiente es el porcentaje de niños que asistieron a clase entre 70 y 140 días en el año lectivo. 
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to de otros elementos que hacen a la calidad del 
aprendizaje.

3. La educación primaria
El sistema educativo primario uruguayo se des-
taca por su gran solidez en lo que hace a acceso, 
cobertura, egreso y, en el contexto latinoamericano, 
resultados educativos. Como le ocurre a la gran ma-
yoría de los países que han logrado la universaliza-
ción del nivel, el eje principal de las preocupaciones 
e iniciativas se ha trasladado a los temas de calidad 
educativa. Esta se ha buscado de diferentes formas, 
entre otras, al diversificar la oferta del sistema pú-
blico, al ampliar las oportunidades de aprendizaje a 
partir de programas específicos, al atender a través 
de distintos tipos de escuelas a la población escolar 
heterogénea, al reformular los planes de estudio, y 
al aumentar la cantidad de docentes y su remune-
ración. Por la magnitud de la transformación que 
supone, merece una mención especial el proyecto 
CEIBAL, que ha entregado una laptop para todos los 
niños y maestros de escuelas públicas del país. 

Las escuelas de tiempo completo (TC) y las escue-
las de contexto sociocultural crítico (CSCC) han sido 
iniciativas de política que buscaron adecuar y an-
ticiparse a la cada vez más heterogénea población 
escolar y a la paulatina concentración geográfica 
de las situaciones sociales más desfavorables. Más 
recientemente, el Programa de Maestros Comu-
nitarios (PMC), el Programa de Verano Educativo 
(PVE), la dotación para todas las escuelas urbanas 
de profesores de educación física y los Campamen-
tos Educativos, entre otros, presentan como factor 
común la noción de crear mayores oportunidades 
de aprendizaje para los niños. La premisa de estos 
esfuerzos fue la de lograr la ampliación del tiem-
po escolar a partir de la creación de modalidades 
alternativas de aprendizaje. Aunque no todas ellas 
han sido evaluadas, las que por importancia y conti-
nuidad han mostrado mayores resultados positivos 

han sido las escuelas de tiempo completo, el Pro-
grama de Maestros Comunitarios y, por lo menos 
en los aspectos de disminución de la repetición, las 
escuelas de CSCC. 

Sin lugar a dudas, la iniciativa de política más im-
portante de las últimas décadas es la entrega para 
todos los escolares y maestros de escuelas públicas 
de las laptop. El Plan CEIBAL distribuyó unas 370 
mil computadoras en poco más de dos años. En tér-
minos generales persigue un doble objetivo. Por un 
lado, disminuir la brecha tecnológica existente, que 
en el marco de sociedades cada vez más depen-
dientes de estas tecnologías es condición necesaria 
para lograr una verdadera inclusión en la sociedad. 
Por otro lado, ampliar el conocimiento a partir de 
la utilización de las Xo y alcanzar así las competen-
cias básicas que exige la sociedad. De esta forma, 
Uruguay será el primer país del mundo en haber 
tomado la iniciativa de entregar esta tecnología 
en forma universal. Los impactos que esta política 
tiene se encuentran en pleno proceso de evaluación 
y probablemente exijan una mirada en el mediano 
plazo para entender cuáles son los cambios que 
ha producido.4 Más allá de este aspecto, resultan 
claros los beneficios que ha traído en procura de 
modernizar la enseñanza pública y de potenciar el 
uso de las nuevas tecnologías en todos los niños, 
independientemente de las zonas geográficas de 
residencia y de las condiciones sociales de ellos y 
de sus familias. 

3.1. Matriculación y tamaño medio de grupo
El sector público de educación común cubre en 
la actualidad al 85,4% de los niños. Esta cifra ha 
descendido con respecto al año 2003, fecha en la 
cual, producto del impacto de la crisis económica, el 
sector privado había perdido un número significati-
vo de alumnos. Pasada la recesión, el sector público 
descendió nuevamente para ubicarse en sus valores 
históricos. Más allá de las oscilaciones señaladas, 

4. Se esperan para fines del año 2009 y principio de 2010 distintas evaluaciones de impacto.
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Algunos indicios sobre el funcionamiento
y los impactos del Plan CEIBAL

Un estudio recientemente presentado sobre el impacto social y educativo del plan 

CEIBAL (LATU/ANEP, 2009), que fuera realizado a partir de una encuesta aplicada en 

200 centros educativos de todo el país y una actividad pedagógica desarrollada con 

1.198 niños de tercer a sexto grado, indica que entre 2007 y 2009 el Programa alcanzó 

prácticamente el 100% de las escuelas públicas del país y, por tanto, de sus alumnos. 

Con relación al aprendizaje y la autoestima, los directores opinan que “el Plan CEIBAL 

influyó de forma positiva en los niños, destacándose con un 82,3% la motivación para 

trabajar en clase y con casi un 80% la [mejora de la] autoestima. (…) En el caso de la 

influencia sobre la asistencia, casi un 40% opina que el Plan CEIBAL influyó de forma 

positiva” (LATU/ANEP, 2009: 26). El 86% de los directores opina que el Plan Ceibal me-

joró significativamente el acceso a información para las familias. 

En cuanto a la frecuencia de uso de las Xo de los niños en las aulas, los datos de la 

encuesta a los directores indican que cuanto mayores son los niños mayor es la fre-

cuencia con la que las usan (LATU/ANEP, 2009: 14). Los resultados de la actividad de 

producción de texto digital —que involucró el uso de las Xo en las clases de alumnos 

de tercer a sexto grado a fin de observar las utilidades que le dan en el aula a la tecno-

logía— indicaron que hay variantes en el uso de las computadoras y sus aplicaciones 

multimedia según la edad de los niños y la ubicación de la escuela. 

Finalmente, el informe señala que “Uruguay se encuentra en un lugar privilegiado por 

haber ampliado considerablemente las condiciones del acceso a las nuevas tecno-

logías en el marco de objetivos de inclusión digital a través de una política centrada 

en educación” (LATU/ANEP, 2009: 32). No obstante, se señala también la necesidad 

de seguir avanzando en mejorar la eficacia del servicio, para lo cual se debe ajustar 

el funcionamiento de las máquinas, tener en cuenta el contexto educativo nacional y 

repensar los modelos técnicos pedagógicos de la formación docente.
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existe una preponderancia de la enseñanza pública, 
que continúa cubriendo a un conjunto significativo 
de niños que se distribuyen por todos los estratos 
sociales.5

Los efectos de la reducción de los nacimientos 
apuntados en el apartado de educación inicial son 
transferibles a este subsistema, con la diferencia de 
que las cohortes más pequeñas aún no alcanzaron 
por completo a los grados escolares superiores. Un 
rasgo característico del sistema público uruguayo 
era su matrícula por grados escolares en forma de 
“escalera”, lo cual se asociaba a la combinación de 
cohortes de niños más o menos similares con altas 
tasas de repetición en los primeros grados. Esta 
situación se ha modificado y la matrícula presenta 
actualmente una estructura mucho más plana. Es 
así que en el año 2008 prácticamente todos los 
grados escolares presentan una matrícula similar, 
lo que contrasta con lo que ocurría solo seis años 
atrás (gráfico 24). Así, un rasgo bastante estructural 

de la educación primaria se ha transformado y ha 
supuesto cambios en la forma de distribución de 
docentes por grado.

La disminución de la matrícula, sumada a una 
significativa creación de cargos docentes, ha reper-
cutido positivamente en lo que respecta al tamaño 
medio de grupo. Actualmente se ha afianzado el 
mejoramiento en las condiciones de aprendizaje, 
que en general supone un reducido número de 
alumnos por aula. El tamaño medio de grupo en 
el sistema público es de 26,2 alumnos, el menor 
número desde que se tienen registros estadísticos. 
Cabe destacar que seis años atrás rondaba los 30 
alumnos. Aún más pronunciada es la reducción en 
el primer grado de educación primaria (gráfico 25). 
Estos aspectos son destacables si se los analiza 
desde la perspectiva de las mejores condiciones 
escolares. Lógicamente, por sí solos no son sufi-
cientes, pero ayudan a brindar mayores oportunida-
des para los niños. Aún así, la reducción del número 

5. Esto no significa no reconocer que exista segmentación educativa, prueba de ello es que las familias ubicadas en los sectores medios y 
medios altos de ingresos, en especial en Montevideo, han decidido en forma creciente apostar por establecimientos privados para sus hijos.

gráfico 24: Matrícula de enseñanza 
primaria pública por grado. Años 2002-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.

gráfico 25: Evolución del tamaño medio 
de grupo total (1º a 6º) y de primer año en 
escuelas urbanas públicas. Años 2002-2008
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de alumnos por grupo a niveles globales no supone 
que no sigan persistiendo problemas en algunas 
escuelas específicas. De hecho, en 2008 persistían 
2.019 grupos (19% del total) con más de 30 alumnos.

3.2. Resultados educativos
Un rasgo característico del sistema educativo pri-
mario público, que ha sido estudiado profundamen-
te, es el alto porcentaje de repetición. Numerosos 
son los estudios (por ejemplo, ANEP, 2005 y las dife-
rentes ediciones del Monitor Educativo de Enseñan-
za Primaria) que destacan como un rasgo estructu-
ral la alta repetición, fuertemente concentrada en 
los primeros grados y en las escuelas ubicadas en 
los entornos sociales más desfavorables. 

Ahora bien, la tendencia descendente de los 
últimos años y particularmente los resultados del 
año 2008 dan cuenta de cambios sustantivos e 
inéditos. En el año 2008, el porcentaje de repeti-
ción fue de 6,2%, cuatro puntos menos que cuando 

inició su tendencia descendente. Se verifica así una 
tendencia sistemática que ha hecho que la repeti-
ción en la actualidad sea la más baja desde que se 
tienen registros estadísticos. Algo similar ocurre 
en primero: aunque existió un leve estancamiento 
entre 2005 y 2007, la repetición en 2008 descendió 
a 13,8%. Cabe aclarar que, aunque continúa siendo 
alta, es también el registro estadístico más bajo en 
términos históricos y si se lo compara con el año 
2001 (20,9%) se destaca su reducción significativa 
(gráfico 26). 

Para que se tenga en cuenta la magnitud de estos 
cambios, en 2001 hubo más de 31 mil repetidores 
y en 2008 sobrepasaron levemente los 18 mil. Si 
estas tendencias se confirman para los siguientes 
años, puede que el problema de la repetición deje 
de ocupar el sitio principal que tuvo en los últimos 
años en la agenda educativa.

En resumen, un elemento que caracterizaba al 
sistema educativo uruguayo, que fue objeto de múl-

gráfico 26: Evolución del porcentaje de repetición en enseñanza pública primaria total 
(1° a 6°) y en primer año. Años 2001-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
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tiples estudios, iniciativas de políticas y normativas, 
muestra buenos resultados. Esta tendencia positiva 
parece asociarse a múltiples acciones: por un lado, 
a las iniciativas de políticas y programas educati-
vos (por ejemplo, el PMC, las escuelas de tiempo 
completo, las de CSCC y el verano educativo). En 
segundo lugar, muy relacionado a lo anterior, al 
impulso de iniciativas de seguimiento y de alerta, 
que ponen el foco en el hecho de que la repetición 
puede no resultar una buena medida para que el 
niño aprenda, y que es preferible brindar alternati-
vas que no impliquen que el niño realice dos veces 
el mismo año. En otras palabras, lo anterior parte 
del supuesto de que no existe evidencia suficiente 
de que la medida general de la repetición brinde 
mayores posibilidades para el niño, pero sí existe 
evidencia suficiente de que la repetición supone 
más probabilidades de fracaso escolar en el futuro y 
no aporta mayores aprendizajes para el alumno. Por 
tanto, la búsqueda de alternativas que impliquen 
no depositar en el niño la responsabilidad de su 

no aprendizaje ha guiado las iniciativas en materia 
educativa.

Para describir en qué escuelas se concentra la 
mayor reducción de la repetición se presentan los 
gráficos 27 y 28, que ilustran las principales tenden-
cias para diferentes variables de corte. La reducción 
se registra en todos los tipos de categorías de es-
cuela y en todos los contextos socioculturales. Pero 
es evidente que, en un marco de reducción general, 
las escuelas de CSCC y de contextos desfavorables 
y muy desfavorables son las que han presentado la 
disminución más significativa.

Lo anterior no implica dejar de resaltar que 
existen aún importantes logros diferenciales en 
resultados educativos. En un marco de reducción 
de la repetición, persisten aún los mayores fracasos 
escolares entre aquellos niños con más desventajas 
socioculturales. Esto también se observa en otros 
indicadores como el abandono y las inasistencias. A 
pesar del reducido abandono escolar (1,1% a nivel 
nacional), este es más acentuado en aquellos niños 

gráfico 27: Evolución de la repetición de 1° 
a 6° según contexto sociocultural. Años 
2002-2008

gráfico 28: Evolución de la repetición de 
1° a 6° según categoría de escuela. Años 
2002-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
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más vulnerables (es de 1,5% en aquellos niños de 
escuelas de contexto más desfavorable y de 0,3% 
en las de contexto más favorable) (gráfico 29). En 
tanto, la inasistencia, además de presentar el mismo 
patrón, es hoy por hoy unas de las señales negati-
vas que no se ha logrado revertir: continúa siendo 
alta, sin una tendencia clara, situación que además 
se registra en un marco en el cual el número de 
días escolares previsto dista de lo ideal (solo 180 
días). En el 2008 la asistencia insuficiente, es decir, 
el porcentaje de alumnos que asistieron únicamente 
entre 70 y 140 días en el año lectivo, fue de 6,6% a 
nivel nacional, y en los niños de contextos más ca-
renciados fue de 9,3% (gráfico 30). Resulta claro que 
para un conjunto importante de niños (1 de cada 10) 
existen importantes limitaciones de asiduidad de 
asistencia que erosionan las posibilidades reales de 
aprendizaje y dificultan la tarea docente.

3.3. Los aprendizajes en el contexto latinoamericano
La información brindada hasta el momento, si bien 

gráfico 29: Evolución del porcentaje del 
abandono intermitente en enseñanza 
pública según contextos socioculturales 
de las escuelas seleccionados. Años 2002-
2008

gráfico 30: Evolución del porcentaje de 
la asistencia insuficiente en enseñanza 
pública según contextos socioculturales 
de las escuelas seleccionados. Años 2002-
2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.

permite aproximarse al tema de los logros y perfor-
mance que alcanza el sistema educativo primario, 
presenta limitaciones en al menos dos aspectos. En 
primer lugar, los indicadores de repetición, aunque 
importantes a los efectos del monitoreo permanen-
te, no nos indican cabalmente cuáles son los logros 
de aprendizajes. Entre otros motivos porque el fallo 
de repetición, como es lógico, lo toman los maes-
tros en forma individual en función del conocimien-
to que les otorga trabajar con sus alumnos durante 
el año, pero como tal no es uniforme su aplicación 
entre los aproximadamente 20 mil maestros. Ade-
más, por ser un fallo global sobre el niño, no brinda 
las claves para comprender cuáles son las áreas 
o competencias que el alumno no pudo superar 
o adquirir para el pasaje de grado. Por otro lado, 
los indicadores que se han manejado hasta ahora 
han sido exclusivamente de Uruguay, por lo que 
no permiten ver los logros de nuestro país en clave 
comparada con los demás países. 
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En tal sentido, el estudio de SERCE, en el cual 
Uruguay participó en el año 2006, permite ahon-
dar mucho más en las dimensiones señaladas.6 El 
SERCE (Segundo Estudio Regional Comparativo y 
Explicativo) evalúa el desempeño de los estudiantes 
en América Latina y el Caribe. A su vez, indaga los 
factores asociados a dichos desempeños. Busca co-
nocer el nivel de logro de los estudiantes de tercero 
y sexto grado de primaria en algunas competen-
cias esenciales de Lectura, Escritura, Matemática y 
Ciencias; los factores escolares y extraescolares que 
contribuyen para que se logren diferentes niveles; 
y la desigualdad de resultados existente entre los 
distintos países y al interior de ellos. Un elemento 
central, que desde la perspectiva de derechos de 
los niños reviste mucha importancia, es que se basa 
en la evaluación de los conocimientos desde un 
enfoque de “habilidades para la vida”, que involucra 
el ámbito escolar, pero lo trasciende totalmente. 

Los principales resultados del estudio permiten 
observar cómo se ubica Uruguay en el contexto 
latinoamericano. Lo interesante es que esta compa-
ración se puede hacer para distintas competencias 
de los alumnos y para distintos grados. La conclu-
sión general que se desprende del estudio es que 
Uruguay se encuentra entre los países con mejores 
desempeños en América Latina. En primer lugar, 
en todas las áreas y grados se ubica por encima del 
promedio de países. Se ubica en el segundo lugar 
en Matemáticas y en Ciencias en sexto año; en el 
tercer lugar en Matemática de tercero y en el tercer 
escalón de países en Lectura de tercero y sexto 
(gráfico 31).

Asimismo, la evaluación de SERCE tiende a refor-
zar una característica que ya había sido señalada en 
estudios anteriores: al igual que en la evaluación de 
sextos años de 2005 y en los resultados del estudio 
de PISA 2006, el país presenta en términos relativos 
resultados algo inferiores en Lectura que en Mate-
mática. Una de las conclusiones a las que se arriba 
en el informe nacional (ANEP, 2009b) es que al ser 
la lectura una competencia básica fundamental para 

el conjunto de las áreas de conocimiento se sugie-
re el fomento de un plan de lectura para todos los 
grados escolares como forma no solo de mejorar 
los logros en esta área, sino para influir en todas las 
asignaturas. Por último, un rasgo que se repite en la 
evaluación de SERCE es que Uruguay presenta para 
todas las áreas mejores resultados en sexto año 
que en tercero. Esto se observa en el gráfico 31 y, 
como se indica en el informe del país, podría estar 
indicando que la escuela uruguaya podría estar 
haciendo la diferencia frente a sus pares regionales. 

En este apartado no se presentan los resultados 
por características sociales de los alumnos y las es-
cuelas, pero este factor, como se registra en todos 
los estudios sobre resultados de aprendizaje, tiene 
una incidencia significativa. Uruguay presenta una 
gran heterogeneidad en sus resultados, para todos 
los grados y áreas, entre los distintos contextos 
socioculturales. Lo que señala el informe nacional 
de SERCE es que Uruguay, a pesar de mostrar una 
de las mejores distribuciones de ingreso en América 
Latina, tiene un gradiente de desempeño por nivel 
socioeconómico muy pronunciado.

4. La educación media
La educación media en Uruguay es en la actualidad 
uno de los grandes desafíos que enfrenta el país 
en materia de enseñanza. Esto se manifiesta desde 
muchos puntos de vista: en el acceso, al no haber 
logrado alcanzar los niveles de cobertura general 
para los niveles obligatorios; en los logros educati-
vos, al presentar tasas de egreso muy bajas (tanto 
en el ciclo básico como en el segundo ciclo); en la 
equidad educativa, que se manifiesta en brechas de 
acceso, resultados y logros de aprendizajes entre 
los distintos alumnos; y en los recursos humanos y 
de gestión escolar, en los que, a pesar de avances 
en la materia, continúan existiendo importantes 
inequidades que hacen que las instituciones no 
solo se diferencien por la heterogeneidad de su 
alumnado, sino por la forma en que finalmente se 
asignan los recursos técnicos y docentes que en 

6. Este apartado sobre SERCE se realiza tomando como referencia la presentación pública de resultados disponible en www.anep.edu.uy.
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gráfico 31: Intervalo de confianza del puntaje promedio en Lectura y Matemática 
en tercero y sexto por país. Año 2006

Fuente: Presentación pública de los resultados de SERCE en Uruguay, ANEP.

Intervalo de confianza del puntaje promedio en Matemática 6º 
por país

Intervalo de confianza del puntaje promedio en Matemática 3º 
por país

Intervalo de confianza del puntaje promedio en Lectura 6º por paísIntervalo de confianza del puntaje promedio en Lectura 3º por país
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ellos se desempeñan (niveles de titulación, rotación 
docente, experiencia, etc.). Estos son algunos de los 
aspectos, no los únicos por cierto, que hacen de la 
educación media en Uruguay uno de los principales 
puntos de agenda en materia educativa. 

Es cierto que parte importante de estas debilida-
des no puede atribuirse directamente a la enseñan-
za media. Probablemente existen aspectos o pro-
cesos débiles en la enseñanza básica que recién se 
vislumbran en este subsistema. Así, es factible que 
la existencia de aproximadamente un 30% de alum-
nos que ingresan a la educación secundaria pública 
con al menos un año de extraedad tenga una inci-
dencia negativa que se hace evidente recién en este 
subsistema. En este caso parece lógico pensar que 
las soluciones no deberían centrarse exclusivamen-
te en este ciclo. Lo mismo podría suponerse para 
los resultados en las pruebas de aprendizajes. Los 
resultados en las distintas pruebas (por ejemplo, 
en PISA) no deben entenderse como la evaluación 
exclusiva de este nivel, sino como el producto final 
de todo un proceso educativo. 

Sin embargo, es evidente que cuando los adoles-
centes transitan por enseñanza media determina-
das situaciones negativas tienden a reproducirse 
y en gran medida a amplificarse. Por lo menos los 
resultados en cuanto a acceso, cobertura, equidad 
en los aprendizajes y completitud del nivel así lo 
evidencian. 

Asimismo, a diferencia del sistema primario, 
la enseñanza media enfrenta aún hoy las conse-
cuencias de la masificación acelerada en déca-
das anteriores. Esta masificación, en el marco de 
instituciones débiles, ha acrecentado y multiplicado 
un conjunto de déficits que hoy encontramos en la 
enseñanza media (ANEP, 2005). 

Paralelamente, la educación media es probable-
mente el nivel en el que en los últimos años se han 
ensayado más reformas y cambios curriculares 
(Cardozo, 2008). Estas transformaciones se han 
realizado en un marco en común, en el entendido 
de que ha existido consenso (más allá de sus cau-
sas), en que los resultados logrados para un país 
como Uruguay han sido muy escasos. El conjunto 
de diagnósticos en términos de resultados (progre-
sividad, aprendizajes y egreso) continúa marcando 
que es poco significativo lo que se ha avanzado. En 
algunas áreas se destacan mayores avances (acceso 

al ciclo básico), pero en otras áreas el país ha que-
dado rezagado en el contexto latinoamericano. 

4.1. Uruguay y el contexto regional 
Es importante entender que esta situación no es 
exclusiva de Uruguay. En América Latina y en el 
mundo entero es en el nivel medio en el que se 
manifiesta con mayor fuerza el dilema de la educa-
ción. En parte porque es en la adolescencia cuan-
do comienza a manifestarse con mayor fuerza la 
heterogeneidad en las rutas de emancipación, en la 
medida que son varios los ámbitos que compiten 
(por ejemplo, estudio vs. trabajo). 

Pero también se debe a que la gran mayoría 
de los países con similar grado de desarrollo que 
Uruguay ha atravesado el proceso de la expansión 
acelerada de la enseñanza secundaria en un marco 
de cimientos institucionales débiles. A esto se le 
suma el problema que está aún hoy en discusión, 
de cuáles son los objetivos principales de la ense-
ñanza media (el para qué y para quién). En el caso 
uruguayo esto adquiere algunas particularidades. 
Diversas opiniones señalan, por ejemplo, que la en-
señanza secundaria superior se encuentra orientada 
más como preámbulo de la enseñanza universitaria 
que como un subsistema con múltiples salidas para 
un perfil de alumnos heterogéneo. De hecho, el 
perfil de los estudiantes que acceden actualmente 
al bachillerato (y de los que se quiere que accedan) 
dista bastante de la lógica con que fue construido el 
bachillerato. 

Así como se establece que los dilemas son 
comunes en este nivel a los países de América 
Latina, también es cierto que Uruguay, en función 
de su grado de desarrollo y de su punto de partida, 
por ejemplo a principios de la década de 1990, ha 
presentado resultados menos satisfactorios que 
el resto de los países. Como se estableció en los 
apartados anteriores, Uruguay tiene una buena 
performance en educación inicial y primaria, pero 
presenta indicadores muy preocupantes en educa-
ción media. De acuerdo a un estudio recientemente 
publicado por la CEPAL (2008), en 1990 el 32% de 
los jóvenes uruguayos de 20 a 24 años de edad 
había logrado culminar la educación media superior 
en Uruguay, lo que ubicaba al país en los primeros 
puestos de la región, solamente detrás de Chile 
y Argentina en América del Sur. Al año 2006 este 
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indicador de resultado de la educación media (y del 
conjunto del sistema educativo) apenas había creci-
do a 39%. Durante esa década y media, en cambio, 
varios países de la región incrementaron en forma 
considerable la tasa de egreso de la educación 
media superior: por ejemplo, Chile pasó de 51% a 
80%, Argentina pasó de 50% a 69% y Brasil logró in-
crementar su tasa de 21% a 51%. En consecuencia, 
entre 1990 y 2006 Uruguay descendió del cuarto al 
décimo puesto dentro de la región (gráfico 32).

El estancamiento que registra Uruguay en la tasa 
de egreso de la educación media constituye no solo 
un problema para el sistema educativo nacional, 
sino también para el país en su conjunto, en tanto 
compromete a mediano plazo las posibilidades de 
desarrollo nacional. Resulta evidente, por lo menos 
en lo que hace a los logros de egreso, que a pesar 
de todos los esfuerzos realizados tendientes a 
mejorarlos los problemas continúan siendo per-
sistentes y mayoritarios. Basta observar cómo ha 
evolucionado el egreso de enseñanza media en los 
últimos 20 años para verificar que a pesar de todas 

las iniciativas los resultados han sido muy escasos. 
Por ejemplo, el gráfico 33 muestra una serie desde 
1991, que más allá de algunas tendencias positivas, 
indica un nivel de egreso muy escaso, tanto del 
ciclo básico de enseñanza media como del segundo 
ciclo. En el año 2008 solo 4 de cada 10 adolescentes 
o jóvenes egresó de la enseñanza media y 7 de cada 
10 del ciclo básico. Esta tendencia no ha variado 
sustancialmente en todos estos años (gráfico 33).

4.2. Cobertura y desgranamiento por edades
En educación media los problemas de cobertura de 
la educación comienzan a manifestarse con mayor 
preponderancia. En las edades correspondientes a 
la enseñanza primaria prácticamente el 100% con-
curre a establecimientos educativos; las característi-
cas sociales no son un impedimento para el acceso 
y egreso de la educación. A medida que comienza 
a transitarse por la adolescencia se registra un 
creciente proceso de abandono al sistema educati-
vo. Este abandono, además, tiene un componente 
altamente inequitativo, ya que aquellos adolescen-
tes pertenecientes a los sectores más vulnerables 
son los que en mayor medida abandonan. Como 
lo muestra el gráfico 34, a partir de los 13 años de 
edad el porcentaje de asistencia desciende signifi-
cativamente y lo hace particularmente asociado a 
lo que ocurre en los sectores más pobres. Esta des-
igualdad se suma al hecho de un inicio más tardío, 
que desde una perspectiva del proceso educativo 
continuo supone aún mayores desventajas: el pasa-
je por la educación en los sectores más vulnerables 
resulta ser mucho menos perdurable en el tiempo, 
lo que evidentemente agrega disparidades a las 
situaciones existentes.

4.3. Tendencias en el ciclo básico
Los escasos resultados en lo que hace a egresos 
del nivel no implican que no hayan existido avan-
ces positivos en el acceso a la educación. Las tasas 
del ciclo básico, en particular las tasas brutas, han 
experimentado una tendencia positiva que redunda 
en que más adolescentes acceden a la enseñanza 
media. En el total del país urbano, la tasa bruta al-
canza el 96,2%, lo que comparado con los inicios de 
la serie mostrada (1991 83,6%) implica un aumento 
significativo (gráfico 35). El incremento, como se 
observa en el gráfico 36, se asocia particularmen-

gráfico 32: Países de América Latina según 
el porcentaje de jóvenes (entre 20 y 24 
años de edad) que logran culminar la 
totalidad de la Educación Secundaria. 
Años 1990 y 2006

Fuente: CEPAL/AECID/SEGIB/OIJ (2008:130). 
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gráfico 34: Porcentaje de asistencia a la educación por edades simples según condición 
de pobreza. Año 2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

gráfico 33: Porcentaje de jóvenes que egresaron de la enseñanza primaria, del ciclo 
básico y de la enseñanza media. Años 1991-2008

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH del INE.
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gráfico 35: Tasas brutas y netas de asistencia al primer ciclo de enseñanza media. 
Años 1991-2008

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH del INE.

te a lo ocurrido en el interior del país, lo que en 
definitiva da cuenta de una mayor equidad para las 
distintas regiones, situación que hasta hace pocos 
años era uno de los dilemas del ciclo.

Un aspecto interesante para destacar en la com-
paración entre las tasas brutas y netas del gráfico 35 
es que el mayor acceso se concentró en adolescen-
tes que presentan niveles de extraedad en el nivel 
(se refleja en las tasas brutas), y no así en aquellos 
que por edad asisten al nivel sin haber repetido 
(tasas netas). Esto, en definitiva, indica que el 
mayor acceso al ciclo básico no supuso una mejor 
eficiencia en el pasaje. Este efecto es resultado de 
los niveles de extraedad tan marcados que vienen 
de enseñanza primaria, así como de los propios 
resultados educativos del ciclo básico.

En tal sentido, debe señalarse que resulta preocu-
pante el nivel de repetición en este ciclo. El porcen-
taje de alumnos repetidores de primero a cuarto 
grado en enseñanza pública es del 23,7%, tendencia 
que, lejos de disminuir, ha mostrado un leve creci-

miento. En este marco, la capital del país presenta 
los peores resultados: 1 de cada 3 estudiantes 
de estos grados repite el año (gráfico 37). Por su 
parte, en primer grado se observan diferencias muy 
marcadas entre Montevideo y el interior (es el doble 
en la capital) y la repetición es significativamente 
superior a la del resto de los grados (gráfico 38).

El fracaso escolar en los inicios mismos del ciclo 
probablemente significa para un conjunto impor-
tante de adolescentes la antesala de su abandono. 
Revertir esta tendencia es una de las tareas primor-
diales para el sistema educativo. Para minimizar 
los efectos adversos del fracaso escolar es nece-
sario ampliar las oportunidades de aprendizaje del 
conjunto de adolescentes que fracasan al comienzo 
mismo del ciclo. 

En tal sentido, desde el año 2008 el Consejo de 
Educación Secundaria ha instrumentado una polí-
tica específica tendiente a universalizar el acceso y 
el egreso de este ciclo, en procura de minimizar los 
efectos adversos de la repetición: el Programa de 
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gráfico 37: Porcentaje de repetición de 1° a 4° en enseñanza secundaria pública según 
región. Años 2000-2007

gráfico 36: Tasas brutas de asistencia al primer ciclo de enseñanza media según región. 
Años 1991-2008

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de datos del Departamento de Estadística del CES.

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH del INE.
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gráfico 38: Porcentaje de repetición en primer grado de enseñanza secundaria pública 
según región. Años 2000-2007

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de datos del Departamento de Estadística del CES.

Impulso a la Universalización del Ciclo Básico (PIU). 
Alcanza a 77 liceos con ciclo básico (de los aproxi-
madamente 230 en total) y tiende a reforzar el mejo-
ramiento de los aprendizajes y el aumento de la 
promoción a partir del trabajo de equipos técnicos-
pedagógicos, la atención psico-social, la transfe-
rencia de recursos específicos para estos liceos, el 
apoyo destinado a aquellos alumnos proclives al 
fracaso escolar y la participación adolescente. 

4.4. Tendencias en el segundo ciclo
Los datos para el segundo ciclo de enseñanza media 
evidencian también importantes déficits, que se acre-
cientan aún más si se comparan con el primer ciclo. 
Así, se incrementan los problemas de acceso para un 
conjunto significativo de adolescentes que tempra-
namente abandona los estudios, el sistema se vuelve 
más desigual (en la medida que el acceso predomina 
particularmente entre aquellos alumnos mejor posi-
cionados socialmente) y, por último, se vislumbran 

escasos resultados en el egreso. Los datos, así como 
los principales diagnósticos sobre la situación de la 
educación uruguaya, marcan que uno de los desa-
fíos a enfrentar en los próximos años es la mejora 
de los resultados en educación media superior en lo 
que hace a aprendizajes, retención y egreso.

Un primer aspecto a observar con respecto al 
acceso son las tasas brutas y netas. A diferencia 
del ciclo básico, en el segundo ciclo de enseñanza 
secundaria las tendencias han sido negativas, parti-
cularmente en los últimos años (gráfico 39).

Así, la recuperación observada a principios de la 
presente década dio paso a descensos significativos 
en lo que hace al porcentaje de alumnos que asis-
ten independientemente de la edad (tasa bruta) y 
en aquellos que en términos teóricos se encuentran 
en la edad propicia de asistir al nivel (tasa neta). 
Este aspecto también se desprende de la evolución 
de la matrícula del segundo ciclo (Observatorio de 
la Educación y MEC, 2008), que desciende desde el 
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gráfico 39: Tasas brutas y netas de asistencia al segundo ciclo de enseñanza secundaria. 
Años 1991-2008

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH del INE.

año 2005. Los últimos años han mostrado que un 
conjunto significativo de adolescentes que se había 
incorporado al sistema paulatinamente lo abando-
nó, lo que hace a las metas para este nivel cada vez 
más lejanas. Independientemente de la explicación 
que se ensaye, el hecho objetivo es que la educa-
ción secundaria no ha logrado retenerlos y para 
esto es necesario repensar las alternativas para su 
reincorporación. 

En este marco, resulta importante destacar que 
el incremento de la matrícula de enseñanza secun-
daria, en particular de segundo ciclo, ha estado 
vinculado históricamente al desempeño del merca-
do de trabajo. En otras palabras, la asistencia a la 
educación a partir de los 14 o 15 años de edad ha 
sido contracíclica. En momentos de retracción eco-
nómica, con un mercado de empleo en descenso, la 
demanda de trabajo, incluso para la población más 

joven, se retrae significativamente. Esto repercute 
favorablemente en el aumento de la asistencia a la 
educación. El fenómeno inverso se observa cuando 
el mercado de empleo es dinámico y demanda más 
personas. Este efecto fue suficientemente eviden-
ciado en un trabajo de UNICEF del año 2003. El grá-
fico 40, si se lo compara con las tendencias de los 
anteriores, muestra cómo el descenso de las tasas 
de asistencia tiene su correlato en un aumento del 
porcentaje de adolescentes que trabajan. Adicional-
mente, como aproximadamente una quinta parte 
de los alumnos de enseñanza secundaria tiene más 
de 17 años, la repercusión del mercado de empleo 
en esta población es aún mayor. También hay que 
recordar que las tasas de empleo, de actividad y 
de desempleo en la población menor de 25 años 
en Uruguay son muy altas en comparación con los 
demás países de la región.
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gráfico 40: Porcentaje de adolescentes de 14 a 17 años que trabajan. Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

Pero independientemente de esta posible cau-
sa, lo que importa a los efectos de los logros en 
materia de enseñanza para el país es que el sistema 
educativo no logra retener a la población en edad 
de asistir. Y esto finalmente es lo que más signifi-
cación tiene si se asume a la educación como un 
derecho. En definitiva, si la asistencia a la educación 
se encuentra muy relacionada con la posibilidad 
de encontrar empleo en forma temprana, lo que 
está fallando en la competencia entre educación y 
trabajo es la capacidad de la institución escolar de 
inclinar la balanza a su favor. 

Es cierto que la apuesta a la educación implica 
para algunos adolescentes y sus familias posponer 
la posibilidad de ubicarse en una mejor situación 
económica. Pero el hecho de que entre aquellos 
adolescentes más vulnerables la decisión final-
mente se incline a un abandono temprano tiende 
a reproducir las desigualdades y los procesos de 

exclusión para las generaciones subsiguientes y a 
mostrar que la institución escolar no es lo suficien-
temente atractiva para muchos sectores de la socie-
dad. La política educativa, como mecanismo central 
de las políticas de inclusión social, debe hacer un 
esfuerzo para que este círculo vicioso se corte. Pa-
rece claro que este hecho tiene mucho que ver con 
la pregunta formulada anteriormente, en cuanto a 
la persistencia del dilema de para qué objetivo se 
piensa la educación media superior. 

4.5. Las inequidades en los resultados educativos
Las inequidades tienen a su vez su correlato en el 
territorio. En la medida que las ciudades del país 
han tendido a concentrar en determinadas áreas a 
población de similares características sociales y que 
la oferta educativa pública recluta en su entorno 
barrial, los logros educativos también resultan muy 
heterogéneos y poco equitativos entre los distintos 
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gráfico 41: Porcentaje de jóvenes que logran culminar el segundo ciclo de educación 
media en Uruguay en cuatro barrios de Montevideo de bajos ingresos y cuatro de altos. 
Años 2003-2005

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

barrios y áreas de las ciudades. Ese elemento se 
verifica en la desigualdad de los resultados educa-
tivos entre los adolescentes y jóvenes de distintos 
niveles o sectores socioeconómicos. Mientras que 
en los barrios de mayores ingresos de Montevideo 
(Punta Carretas, Parque Rodó, Punta Gorda y Poci-
tos) aproximadamente el 80% de los jóvenes logra 
terminar la educación media superior —un valor 
similar o apenas inferior al que se advierte en los 
países europeos o más desarrollados— en el barrio 
de menores ingresos de Montevideo (Casavalle) 
apenas el 5,7% de los adolescentes logra esta meta 
(gráfico 41). Esto plantea desafíos adicionales, en la 
medida que las instituciones escolares homogénea-
mente pobres deben realizar un esfuerzo adicional 

para atender una problemática específica y concen-
trada en algunos de sus establecimientos.

El problema en el segundo ciclo es aún más com-
plejo, porque el abandono y los reducidos niveles 
de egreso transcienden incluso el sesgo socioeco-
nómico que pueden tener. El siguiente gráfico 
muestra que también entre los sectores sociales 
medios se registran situaciones de abandono signi-
ficativas. Aunque en los sectores medios la asisten-
cia es mayor, resulta importante señalar que en el 
quintil 3 a los 15 años un 6% ya no asiste al liceo 
y desciende en promedio unos 10 puntos porcen-
tuales por cada año cumplido. Así, a los 18 años un 
38% no asiste a la educación. En el segundo quintil 
más rico, a los 18 años un 25% no asiste y en el 
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gráfico 42: Porcentaje de asistencia a la educación en adolescentes de 15 a 18 años según 
quintiles de ingreso per cápita de los hogares. Año 2008

Fuente: Observatorio de la educación de la ANEP a partir de la ECH del INE.

quintil más rico un 12% (gráfico 42). Esto evidencia 
que aunque el abandono tiende a predominar en los 
adolescentes con mayores desventajas económicas 
y sociales, el problema de la asistencia y el egreso 
transciende a esta población. Por tanto, cabría la 
posibilidad de pensar que las iniciativas de política 
que se ensayen deberían ser lo suficientemente di-
versas como para atender situaciones heterogéneas 
y deberían partir del supuesto de que la institución 
liceal actual no logra como tal conformar a un ex-
tenso y heterogéneo grupo de adolescentes.7

4.6. Los aprendizajes en enseñanza media
Uruguay participó en el año 2006 en el Programa 
Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA). 

El propósito del estudio es describir en qué grado 
los estudiantes de 15 años, que están próximos a 
finalizar la etapa de educación obligatoria, están 
preparados para afrontar los desafíos de la socie-
dad del conocimiento. En particular, como lo esta-
blece el informe del GIP: “El enfoque final adoptado 
por los países participantes en PISA tiene que ver 
con la capacidad de los estudiantes de extrapolar lo 
aprendido y aplicar sus conocimientos a nuevas si-
tuaciones y contextos. No se trata de evaluar qué se 
espera que los estudiantes hayan aprendido, sino 
con qué éxito pueden extrapolar lo que han apren-
dido y aplicar sus conocimientos y habilidades en 
nuevos contextos” (ANEP, 2007: 17). La evaluación 
PISA abarcó en 2006 a 56 países del mundo y en 

7. Recientemente se implementó por parte de la ANEP el programa Uruguay Estudia, que consiste en otorgar una modalidad de tutorías 
específicas para aquellos jóvenes que abandonaron sus estudios antes de culminar el bachillerato pero a los que les faltaban muy pocas 
materias para hacerlo. Muchos de estos adolescentes o jóvenes no encontraban antes condiciones formales para proseguir sus estudios ni 
para acreditar todo lo que habían acumulado en el nivel.
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gráfico 43: Puntaje promedio en Ciencias, 
Matemática y Lectura en PISA 2006 en 
el conjunto de la OCDE y en los países 
latinoamericanos participantes

Fuente: Presentación pública de resultados de PISA en Uruguay, ANEP.

Latinoamérica incluyó a Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, México y Uruguay. 

Sintéticamente, los resultados de Uruguay permi-
ten concluir tres grandes aspectos: en primer lugar, 
se posiciona muy por debajo del promedio de paí-
ses de la OCDE, rasgo que comparte en general con 
el resto de países de América. El puntaje promedio 
de Uruguay en Ciencias, Matemática y Lectura fue 
de 428, 427 y 413 respectivamente, mientras que el 
promedio de los países de la OCDE se sitúa cerca de 
500 (gráfico 43).

En segundo lugar, en el contexto latinoamericano 
(al igual que lo observado en SERCE para primaria) 
Uruguay se ubica en una posición privilegiada. Esta 
posición la comparte con Chile y en algunas com-
petencias con México. En Matemática el país ocupa 
la mejor posición en la región, en Ciencias y en 
Lectura la segunda posición detrás de Chile, aunque 
en esta última área se encuentra relativamente dis-
tante. Es preciso aclarar que Uruguay presenta un 
porcentaje más alto que Chile de jóvenes que a los 
15 años han abandonado los estudios (20%). Esto 
probablemente favorece a Uruguay en la compara-
ción, puesto que los resultados no toman en cuenta 
a los desertores. Aún así, en el contexto regional 
Uruguay presenta resultados que lo sitúan en el 
grupo de países de América con mejor desempeño. 

Por último, Uruguay se destaca por su gran 
heterogeneidad en los resultados, asociada a las 
desigualdades existentes. Este rasgo, muy presen-
te en la gran mayoría de países latinoamericanos, 
es una constante para Uruguay, que hace que el 
promedio de resultados del país se conforme de 
una gran variabilidad en la que un conjunto de 
estudiantes (e instituciones) logran resultados 
altamente satisfactorios, comparables incluso con 
los promedios de los países desarrollados, pero 
otro conjunto de estudiantes (e instituciones) pre-
sentan resultados muy por debajo de lo requerido 
como competencias básicas para integrarse como 
ciudadanos activos. Esta heterogeneidad se explica 
por las desigualdades de orden social, económico 
y cultural de los estudiantes uruguayos. En otras 
palabras, la heterogeneidad en los resultados de 
acuerdo al origen social de los estudiantes indica-
ría que las instituciones educativas uruguayas no 
logran disociar estas disparidades al momento de 
ofrecer las competencias básicas a sus alumnos.





66       Observatorio de los derechos de la infancia y la adolescencia en Uruguay 2009

Iv.
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Protección legal y judicial

1. El sistema penal de adolescentes
El funcionamiento del sistema de justicia penal 
adolescente se ha convertido en los últimos años en 
uno de los ejes centrales de la agenda pública sobre 
seguridad ciudadana. 

El relato de los delitos cometidos por adolescen-
tes es moneda corriente en la televisión, la radio y 
la prensa. El tema ha adquirido centralidad pública 
y política y los adolescentes aparecen como una 
de las principales amenazas a la seguridad de la 
ciudadanía. Esta situación ha despertado visiones 
encontradas sobre posibles respuestas al tema. 
De hecho, en muchas ocasiones se ha mostrado el 
desconocimiento de la existencia de un sistema de 
justicia consagrado por ley. 

Uruguay, a través de la aprobación del Código de 
la Niñez y la Adolescencia (Ley 17.823 de setiembre 
de 2004), comenzó el proceso de adecuación de su 
legislación interna a los principios y derechos con-
sagrados en la Convención sobre los Derechos del 
Niño. En este sentido, en materia de Derecho Penal 
Juvenil, el Código prevé un proceso especial de 
atribución de responsabilidad penal para los adoles-
centes que infringen la ley. Dicho proceso implica el 
sometimiento a un juicio especial para las personas 
comprendidas entre los 13 y 18 años de edad, que 
pueden recibir una sanción penal específica si se 
comprobara su responsabilidad en el delito del cual 
se les acusa. “Se denomina adolescente infractor 
a quien sea declarado responsable por sentencia 
ejecutoria, dictada por el juez competente, como 
autor, coautor o cómplice de acciones u omisiones 
descritas como infracciones a la ley penal” (artículo 
70, Código de la Niñez y la Adolescencia).

1.1 El sistema penal de adolescentes como sistema
Según la Teoría General de los Sistemas de Ludwig 
von Bertalanffy, un sistema es un conjunto de uni-
dades recíprocamente relacionadas. Todo sistema 
tiene uno o varios objetivos. Cada una de la partes 

se relaciona con la otra tratando de alcanzarlos. Es 
decir, que un cambio o falla en una de las partes del 
sistema producirá cambios en la otra. El efecto total 
es el ajuste del sistema. Los sistemas abiertos están 
en intercambio con el ambiente que los rodea y por 
tanto son adaptativos para sobrevivir. Esta adap-
tabilidad es un continuo proceso de aprendizaje y 
organización. 

El sistema de justicia penal adolescente es un 
sistema en sí mismo compuesto por cuatro partes 
fundamentales: el Parlamento (que legisla), la poli-
cía, el Poder Judicial y el INAU y las organizaciones 
no gubernamentales (que ejecutan las sanciones 
dispuestas). Cada una de las partes tiene influencia 
sobre el funcionamiento de las restantes y si una 
de ellas falla provoca el error en todo el circuito. 
Se pueden agregar a este sistema las políticas de 
seguridad ciudadana en general, la imagen que los 
medios trasmiten sobre los adolescentes, las dificul-
tades en las políticas sociales, etc. 

Este capítulo se centrará en tres de los eslabones 
del sistema: la policía, el poder judicial y el INAU. La 
propuesta es analizar con los datos disponibles el 
funcionamiento de cada una de estas partes con el 
fin de encontrar respuestas adecuadas a problemas 
identificados. Cada una de las instituciones tiene 
responsabilidades diferentes y específicas sobre el 
tema y debe asumirlas.

Por otra parte, como se mencionaba, cada siste-
ma persigue un objetivo común (más allá de los 
objetivos específicos de cada una de las partes, 
que deben responder a la finalidad común que le 
impone el régimen jurídico vigente en el país) y es 
importante explicitarlo. De acuerdo a lo consagra-
do en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
el componente que diferencia al sistema penal 
de adolescentes del sistema penal de adultos es 
su carácter educativo. Lo que se busca es que el 
adolescente transite por el proceso y comprenda las 
consecuencias de su accionar. 
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“Que no se alegue que ningún niño ha infringido 
las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a 
ningún niño de haber infringido esas leyes, por ac-
tos u omisiones que no estaban prohibidos por las 
leyes nacionales o internacionales en el momento 
en que se cometieron” (artículo 40 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño).

1.2. La entrada al sistema: la actuación policial 
“Principio que condiciona la detención: [un ado-
lescente] solo puede ser detenido en casos de 
infracciones flagrantes o existiendo elementos de 
convicción suficientes sobre la comisión de una 
infracción. En este último caso, mediante orden 
escrita del Juez competente comunicada por 
medios fehacientes. La detención será una medida 
excepcional” (Numeral C, Capítulo X, 1 – Derechos 
y Garantías del procedimiento, Código de la Niñez y 
la Adolescencia).

Si se pretende reconstruir el camino que los ado-
lescentes transitan por el sistema penal el primer 
paso es analizar las intervenciones policiales sobre 
niños, niñas y adolescentes. En ese sentido, y con el 
fin de dar un justo dimensionamiento al fenómeno, 
en este apartado se presenta el análisis de algunos 
datos proporcionados por el Ministerio del Interior. 

En primer lugar, y como muestra el cuadro 19,1 
es importante señalar que la forma en que está 
recabada la información por parte del Ministerio del 
Interior no permite dimensionar en su justa medida 
el volumen de presuntos infractores. Por un lado, 
los adolescentes detenidos por la policía no pueden 
ser calificados como “infractores”, esta condición 
solo puede ser dada por la sentencia judicial. Por 
otra parte, las categorías etarias no se correspon-
den con lo establecido en el Código (solo se pueden 
considerar infractores a los adolescentes de entre 
13 y 18 años de edad) y parece poco consistente el 
relevamiento de información: por ejemplo, llama la 

atención que haya “infractores sexuales” menores 
de 10 años de edad.

 En resumen, la información que maneja el Minis-
terio del Interior tiende a sobre estimar el número 
de delitos cometidos por adolescentes y muy pro-
bablemente confunda las intervenciones que tienen 
que ver con medidas de protección con intervencio-
nes punitivas o de represión del delito. Este proble-
ma no es menor si se considera que los adolescen-
tes están hoy en el ojo de la tormenta en materia 
de seguridad. El no contar con información certera 
provoca propuestas de solución equivocadas.

De todos modos, más allá de las diferencias meto-
dológicas sobre la forma en que el Ministerio del In-
terior recaba la información, los datos permiten de-
rribar algunos mitos sobre “la creciente criminalidad 
de los más jóvenes”. Como primera observación, 
los datos muestran que los delitos presuntamente 
cometidos por adolescentes se mantienen estables 
en los últimos cuatro años. Si se consideran las 
franjas de adolescentes de entre 11 y 14 (con la sal-
vedad de que los niños de 11 y 12 años no pueden 
ser considerados infractores) y de 14 a 17 el total de 
infracciones sumadas contra la propiedad, contra la 
persona y las infracciones sexuales se comportan de 
la siguiente manera: 13.944 en 2005, 13.749 en 2006, 
13.137 en 2007 y 13.399 en 2008 (cuadro 19).

Por otra parte, lo datos muestran que los menores 
de edad cometen en mucha mayor medida delitos 
hacia la propiedad que hacia las personas. Además, 
si bien se observa un muy leve aumento del peso 
de los delitos cometidos contra las personas en el 
total de los delitos, es posible afirmar que también 
en la distribución del tipo de delitos se observa 
cierta estabilidad (gráfico 45).

Los datos derriban también el mito de que los más 
chicos son quienes comenten más delitos. Como 
muestra el cuadro 19, la relación entre la edad y el vo-
lumen de delitos no ha variado en los últimos años. 

1. Es necesario aclarar que no forman parte de este análisis las categorías de “abandonados”, “extraviados”, “fugados” y “otras situaciones”, 
que son utilizadas por el Ministerio del Interior para el análisis de las intervenciones policiales.
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cuadro 19: Niños y adolescentes detenidos por presunto delito por tramos de edad y tipo 
de delito. Años 2005-2008

Fuente: Ministerio del Interior.
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gráfico 44: Número de detenciones por 
infracción a menores de 18 años. Años 
2005-2008

gráfico 45: Peso del tipo de infracción en 
el total. Años 2005-2008

Fuente: Ministerio del Interior.

Por tanto, una primera lectura de los datos del 
Ministerio del Interior permitiría concluir que no es 
cierto que los delitos cometidos por los adolescen-
tes hayan aumentado en los últimos años, tampoco 
es cierto que quienes los cometen sean cada vez 
más jóvenes, y si bien ha aumentado levemente el 
peso de los delitos contra las personas en el total 
de los delitos, no es posible afirmar que los adoles-
centes cometan los delitos más violentos. 

Si se analizan los datos por departamento es 
evidente que Montevideo (donde se concentra la 
mayor densidad de población) es el departamento 
que concentra la mayor cantidad de infracciones (en 
2008 representaba el 49% de los casos). Lo que sor-
prende es el volumen de detenciones imputadas en 
el departamento de Artigas. De acuerdo al número 
de habitantes que tiene este departamento llama la 
atención que ocupe el segundo lugar en cantidad de 
detenciones a adolescentes, muy por encima de los 
demás departamentos (cuadro 20).

Por otra parte, es interesante observar también 
que Artigas es el único departamento en el cual se 
invierte la relación entre el volumen de detenciones 
policiales por presunta infracción contra la persona 
y contra la propiedad. En Artigas las detenciones 

por supuestos delitos contra la persona son supe-
riores a las infracciones contra la propiedad. Los 
departamentos que lo siguen son Cerro Largo, 
Tacuarembó, Flores y Canelones (gráfico 46).

Por otra parte, en 2008 es sorprendentemente 
alto el número de fugas reportado por el Ministerio 
del Interior (cuadro 21). Este es un dato aún más 
sorprendente si se cruza con las franjas etarias. El 
término fuga reporta (o debería reportar) la salida no 
autorizada de un establecimiento de privación de li-
bertad por infracción, sin embargo, los datos del Mi-
nisterio del Interior reportan fugas de niños menores 
de 13 años. Está claro que esta información confun-
de a los niños que están bajo políticas de protección 
con aquellos que están siendo sancionados. 

La forma en que una institución recoge la infor-
mación de alguna manera deja ver la política que 
está por detrás. Si bien se están realizando esfuer-
zos para recabar la información de manera ade-
cuada, preocupa que existan prácticas, de alguna 
manera reconocidas por los actores policiales, que 
tiendan a castigar a quienes deberían ser sujetos 
de protección. Esto perjudica aún más a los niños y 
adolescentes vulnerados y tiende a sobre estimar la 
dimensión de quienes verdaderamente han infringi-
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gráfico 46: Relación entre delitos contra la persona y la propiedad presuntamente 
cometidos por niños y adolescentes. En porcentajes. Año 2008

cuadro 20: Infracciones de menores de 18 años 
y población por departamento. Año 2008

Fuente: Ministerio 
del Interior.

Fuente: Ministerio del Interior e INE.

cuadro 21: Niños y adolescentes 
fugados. Año 2008

Fuente: Ministerio del Interior.
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do la ley. La represión del delito no es ni debería ser 
confundida con la necesidad de mejores y mayores 
políticas sociales.

1.3. La actuación judicial
Tal como lo establece el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, una vez que la policía detiene a un 
adolescente debe comunicarlo al juez en un plazo 
máximo de dos horas. Es claro que no todas las 
detenciones policiales ameritan el inicio de un pro-
cedimiento policial y es el juez quien lo determina. 
En los casos de infracciones de adolescentes que 
lo justifiquen, el juez dispondrá, en un plazo que 
no exceda las veinticuatro horas, la realización de 
una audiencia preliminar en la que deberán estar 
presentes, bajo pena de nulidad, el adolescente, su 
defensor y el Ministerio Público.

Para comprender mejor el funcionamiento de esta 
parte del sistema se presenta a continuación un 
esquema2 del camino que transitan los expedientes 
desde la resolución telefónica hasta el dictado de 
sentencia.

Durante el turno, el juez de adolescentes de 
Montevideo (en el interior el juez penal y de adoles-
centes) recibe de parte del Ministerio del Interior la 
comunicación de la situación del adolescente dete-
nido. A partir de esta comunicación policial el juez 
adopta una resolución respecto a las actuaciones 

a seguir. Los asuntos iniciados corresponden a la 
fase de indagatorias. Los procesos informacionales 
iniciados refieren a la etapa en la que el juez reúne 
los elementos de convicción suficientes para dar 
inicio a los procedimientos que permitirán determi-
nar la responsabilidad del adolescente en un acto 
de presunta infracción a la ley penal.

Pese a la percepción del aumento de los delitos 
cometidos por adolescentes, la evolución de asun-
tos iniciados ha decrecido desde 2004 (gráfico 47). 
Según los datos del Poder Judicial en 2004 fueron 
iniciados 2.720, 3.200 en 2005, 2.198 en 2006 y 2.122 
en 2007 (no se encuentra disponible aún la informa-
ción de 2008). 

Por otra parte, los asuntos penales iniciados a 
adolescentes continúan siendo una porción menor 
en el total de asuntos penales. De hecho, el peso 
de los asuntos iniciados a los adolescentes en el 
total de los asuntos penales también ha decrecido 
(cuadro 22).

Sobre el perfil de los adolescentes que son 
captados por el Sistema Penal, el Observatorio del 
Sistema Judicial muestra tres características impor-
tantes: más del 90% son varones, tienen muy bajo 
nivel educativo (con importantes niveles de rezago) 
y residen en barrios de nivel socio-económico bajo 
o muy bajo. 

2. Esquema presentado por la División Planeamiento del Poder Judicial en el seminario sobre justicia penal de adolescentes realizado en 
setiembre de 2008.



PROTECCIÓN LEGAL Y JUDICIAL       73 

Código de la Niñez y la Adolescencia
Artículo 76 (Procedimiento)

1. Actuaciones previas al proceso.
	
	 A. Cometidos de la autoridad policial.
	 Cuando proceda la detención del adolescente 	
	 conforme a lo establecido en el literal C) del 	
	 artículo 74, la autoridad aprehensora, bajo su 	
	 más severa responsabilidad, deberá:

	 a. Realizar la actuación de modo que menos 	
	 perjudique a la persona y reputación del 	
	 adolescente.
	 b. Poner el hecho de inmediato en 		
	 conocimiento del Juez, o en un plazo máximo 	
	 de dos horas después de practicada la 	
	 detención.
	 c. Hacer conocer al adolescente los motivos 	
	 de la detención y los derechos que le asisten, 	
	 especialmente el derecho que tiene de 	
	 designar defensor.
	 d. Informar a sus padres o responsables, 	
	 como forma de asegurar sus garantías y 	
	 derechos.
	 e. Si fuere necesario, antes de conducirlo a la 	
	 presencia del Juez, hará constar lo 		
	 indispensable para la información de 		
	 los hechos.
	 f. Si no fuere posible llevarlo de inmediato 	
	 a presencia del Juez, previa autorización de 	
	 este, deberá conducírselo a la dependencia 	
	 especializada del Instituto Nacional del 	
	 Menor que corresponda o del Instituto 	
	 Policial, no pudiendo permanecer en este 	
	 último lugar por más de doce horas.
	 g. Los traslados interinstitucionales y a la 	
	 sede judicial deben estar precedidos del 	
	 correspondiente examen médico.

gráfico 47: Asuntos iniciados a 
adolescentes. Años 2004-2007

Fuente: Poder Judicial.

Fuente: UNICEF a partir de los anuarios estadísticos 
del Poder Judicial.

cuadro 22: Asuntos iniciados a 
adolescentes y mayores. Años 2004-2007
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1.3.1. Tipo de infracción
De acuerdo a los datos procesados por el Obser-
vatorio del Sistema Judicial, el tipo de delito más 
cometido por los adolescentes en Montevideo es la 
rapiña seguida por el hurto. Los delitos más graves 
—como los homicidios, violaciones y lesiones— son 
un porcentaje muy menor en el total de los delitos. 
Entre 2004 y 2007 se observó una importante caída 
del peso de los hurtos y un significativo aumento de 
las rapiñas. Sin embargo, los delitos más graves se 
mantuvieron estables (gráfico 48).

Por otra parte, el mismo estudio muestra que casi 
la mitad de los delitos se cometen sin la utilización 
de armas, una cuarta parte con arma de fuego y un 
porcentaje similar con arma blanca. Como muestra 
el gráfico 49, la utilización de armas de fuego no ha 
mostrado una variación significativa en los años 
analizados.

1.3.2. Las medidas cautelares
Tal como lo establece el artículo 76 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia, durante la audiencia 
preliminar el juez, “a pedido del Ministerio Público, 
y oída la defensa, dispondrá las medidas cautelares 
necesarias que menos perjudiquen al adolescente”. 

gráfico 48: Tipo de delito en Montevideo. En 
porcentajes. Años 2004-2005, 2006 y 2007

gráfico 49: Utilización de armas en 
Montevideo. En porcentajes. Años 2004-
2005, 2006 y 2007

Fuente: Observatorio del Sistema Judicial. Movimiento Gustavo Volpe, UNICEF. 

Las medidas cautelares que establece el Código 
son: la prohibición de salir del país; la prohibi-
ción de acercarse a la víctima o a otras personas, 
de concurrir a determinados lugares o de tomar 
contacto con personas determinadas; la obligación 
de concurrir periódicamente al Tribunal o ante la au-
toridad que el juez determine; el arresto domiciliario 
y la internación provisoria. El Código establece, 
además, que el arresto domiciliario y la internación 
provisoria solo podrán aplicarse si la infracción 
que se imputa al adolescente puede ser objeto en 
definitiva de una medida privativa de libertad y 
siempre que ello sea indispensable para asegurar la 
comparecencia del adolescente a los actos pro-
cesales esenciales y la seguridad de la víctima, el 
denunciante o los testigos (artículo 76 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia).

El uso de la privación de libertad tiene consecuen-
cias devastadoras en la vida del adolescente y su fa-
milia. Es por esto que el propio Código dispone que 
la privación de libertad se utilice como medida de úl-
timo recurso y que sea por el menor tiempo posible. 
Pese a ello, la internación provisoria es la medida 
cautelar más utilizada por los jueces de adolescen-
tes. En el 66% de los casos en 2007 en Montevideo 
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gráfico 50: Medida cautelar dispuesta en 
Montevideo. En porcentajes. Años 2004-
2005, 2006 y 2007

gráfico 51: Tipo de sanciones en 
Montevideo. En porcentajes. Años 2004-
2005, 2006 y 2007

Fuente: Observatorio del Sistema Judicial. Movimiento Gustavo Volpe, UNICEF. 

se estableció como medida cautelar la internación 
en un establecimiento. Esta ha sido la regla y no la 
excepción en los últimos años (gráfico 50).

1.3.3. La privación de libertad
“Las medidas privativas de libertad no son obligato-
rias para el Juez. Se aplicarán cuando configurándo-
se los requisitos legales, no existan otras medidas 
adecuadas dentro de las no privativas de libertad. 
El Juez fundamentará los motivos de la no aplica-
ción de otras medidas. Se tendrá en consideración 
el derecho del adolescente a vivir con su familia, 
y en caso que proceda la separación, a mantener 
contacto permanente con la familia, pareja, amigos, 
referentes afectivos y otros, si ellos no fueren perju-
diciales para el mismo” (artículo 87 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia).

Pese a que los delitos cometidos por los adoles-
centes son en su gran mayoría contra la propiedad 
y no contra las personas y a que el Código estable-
ce que le privación de libertad debe ser utilizada 
como último recurso, los datos procesados por 
el Observatorio del Sistema Judicial vuelven a 
mostrar que este tipo de medida es el más utiliza-
do por la justicia de adolescentes. En Montevideo 

las sentencias de privación de libertad representa-
ron en 2007 casi el 50% del total de sentencias de 
adolescentes. Este fenómeno tiene una tendencia al 
alza en desmedro de otras medidas como la libertad 
asistida o la prestación de servicios a la comuni-
dad (esta sanción representó solo el 2% en 2007) 
(gráfico 51).

La privación de libertad de un adolescente, lejos 
de promover cambios positivos de conducta, 
contribuye a su desarraigo y a su des-socialización. 
Una mayor utilización de penas alternativas puede 
facilitar la integración social de los adolescentes 
en un número muy elevado de casos. El hecho de 
que se cuente con su consentimiento y su partici-
pación en la elaboración del plan educativo y con la 
participación de los padres o representantes y de la 
comunidad a lo largo del cumplimiento permite, en-
tre otras cosas, que el adolescente reflexione sobre 
las consecuencias de su acción.

Por último, existe un importante número de 
adolescentes a los cuales se les dispone privación 
de libertad como medida cautelar pese a que en la 
sentencia definitiva reciben otro tipo de sanción. 
En 2007, del 100% de los adolescentes que tuvieron 
como medida cautelar la internación provisoria solo 
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el 75,4% recibió sentencia de privación de libertad. 
Es decir que un 24,6% de estos adolescentes fue 
innecesariamente privado de su libertad.3 

Así como el sistema penal de adolescentes es un 
sistema compuesto por tres partes, el proceso judi-
cial puede ser considerado como un sistema en sí 
mismo. En él interactúan, además de los presuntos 
infractores, los jueces, los defensores y los fiscales. 
Cabe preguntarse entonces cuál es el rol de cada 
uno de los actores y especialmente cuál es y debe 
ser el rol de los defensores. La defensa en juicio es 
una garantía frente al ejercicio del poder punitivo 
del Estado, y su objetivo primordial es el de pro-
teger a la persona acusada de haber cometido un 
delito. Tal como lo establecen la Convención sobre 
los Derechos del Niño y el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, la defensa tiene la responsabilidad de 
la efectiva protección de los derechos de los ado-
lescentes sometidos a proceso y el respeto de las 
garantías establecidas a su favor. El fortalecimiento 

3. Datos preliminares del Observatorio del Sistema Judicial.

de la defensa debe ser una prioridad, por lo que se 
debe asegurar que cuente con recursos materiales y 
humanos adecuados.

1.4. La ejecución de la sanción
“Una vez que el Juez disponga las medidas, deberá 
comunicarlo por escrito al Instituto Nacional del 
Menor o institución privada seleccionada para el 
cumplimiento de la misma, con remisión del texto 
de las resoluciones o sentencias, sin cuyos requi-
sitos el órgano destinatario no dará curso a la ejecu-
ción de la misma” (artículo 78, Ejecución de las 
medidas, Código de la Niñez y Adolescencia).

El tercer eslabón del sistema penal de adolescen-
tes es el sistema de ejecución de sanciones. Las 
sanciones alternativas a la privación de libertad 
pueden ser derivadas por un juez a una organiza-
ción de la sociedad civil o al INAU. En el caso de 
la privación de libertad la institución de referencia 
es el INAU. La información disponible muestra que 

gráfico 52: Adolescentes atendidos por INAU por motivos de infracción. Años 2000-2007

Fuente: UNICEF a partir de datos del Observatorio Social del MIDES.
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4. Presentación del INAU realizada en el seminario sobre justicia penal de adolescentes realizado en setiembre de 2008.

algo más de 1.000 adolescentes por año son referi-
dos al INAU para cumplir una sanción, de ellos casi 
un 80% son sentenciados a privación de libertad 
(gráfico 52).

De acuerdo a lo establecido en la Convención 
sobre los Derechos del Niño y conforme a lo dis-
puesto por el Código de la Niñez y la Adolescencia, 
la sanción penal a adolescentes es siempre de ca-
rácter socioeducativo. Además de castigar a quien 
ha incurrido en una infracción, el Código plantea 
la necesidad de generar acciones que tiendan a su 
futura integración social. 

En este sentido las Reglas de las Naciones Unidas 
para la protección de los menores privados de liber-
tad establecen que: 

“12. La privación de la libertad deberá efectuarse 
en condiciones y circunstancias que garanticen el 
respeto de los derechos humanos de los menores. 
Deberá garantizarse a los menores recluidos en 
centros el derecho a disfrutar de actividades y pro-
gramas útiles que sirvan para fomentar y asegurar 
su sano desarrollo y su dignidad, promover su 
sentido de responsabilidad e infundirles actitudes 
y conocimientos que les ayuden a desarrollar sus 
posibilidades como miembros de la sociedad. 
13. No se deberá negar a los menores privados de 
libertad, por razón de su condición, los derechos 
civiles, económicos, políticos, sociales o culturales 
que les correspondan de conformidad con la le-
gislación nacional o el derecho internacional y que 
sean compatibles con la privación de la libertad”.

De acuerdo a la legislación no solo se busca pro-
teger a la ciudadanía y penar a aquellos adolescen-
tes que han cometido delitos, sino que además se 
pretende que su pasaje por el sistema los ayude a 
una mejor integración social. Es este el lente que se 
debe utilizar a la hora de emitir una opinión sobre el 
sistema de ejecución de sanciones.

Sobre el primer aspecto, sancionar a quienes han 
cometido delitos y efectivamente garantizar que 
quienes fueron sancionados a privación de libertad 
la cumplan, el sistema ha mostrado tener proble-

mas. La última cifra disponible4 revela que en 2007 
se fugaron de los establecimientos de privación de 
libertad algo así como 100 adolescentes. 

Existe evidencia reciente que muestra que la 
privación de la libertad no mejora la integración de 
los adolescentes. Además, se cuestiona fuertemen-
te que haya garantías al respeto de los derechos 
humanos de los jóvenes que están cumpliendo la 
privación de libertad. 

Estas dificultades han sido documentadas ya 
por varios informes. En primer lugar, el informe 
Privados de libertad. La voz de los adolescentes 
(Movimiento Nacional Gustavo Volpe/UNICEF, 2008), 
presentado en abril de 2008, arrojó información 
preocupante sobre los espacios educativos en los 
centros de reclusión. De hecho, casi el 73% los 
adolescentes manifestó no realizar ningún tipo de 
actividad educativa. Además, este informe puso en 
el tapete el tema del consumo de psicofármacos, 
aspecto que ha sido resaltado en sucesivos infor-
mes. El 63% de los adolescentes entrevistados para 
el estudio expresó estar tomando algún tipo de 
fármaco. En dos establecimientos se encontró que 
el 100% decía consumir medicamentos, y en otros 
dos el porcentaje superó el 88%. El 72% de quienes 
consumían medicamentos manifestó que lo hacía 
para dormir. 

En segundo lugar, un informe del Comité de los 
Derechos del Niño de Uruguay (2008), presentado 
en diciembre de 2008, constató entre otras cosas 
que en los nueve establecimientos de privación de 
libertad visitados:

 
•	 No existía una propuesta socioeducativa clara. 
•	 Existían múltiples situaciones de violencia 		
	 institucional; fueron recurrentes los relatos 		
	 de adolescentes y algunos funcionarios sobre 	
	 las golpizas, insultos, tratos degradantes, 		
	 crueles e inhumanos dentro de los centros de 	
	 reclusión. 
•	 Se utilizaban psicofármacos como estrategia 		
	 de contención química para soportar las 		
	 condiciones del encierro y no solo para un uso 	
	 médico de tratamiento de alguna patología. 
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•	 Existía maltrato verbal y/o físico sistemático 		
	 de parte de funcionarios policiales en las 		
	 detenciones, el celdario del juzgado, traslados 	
	 o reintegros de fugas a los centros de reclusión. 

Por último, después de su misión a Uruguay del 
22 al 27 de marzo de 2009, el relator especial de 
Naciones Unidas sobre la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos y degradantes, Manfred 
Nowak, emitió la siguiente declaración sobre los 
adolescentes detenidos en establecimientos de 
máxima seguridad: 

“Los adolescentes detenidos en establecimien-
tos de máxima seguridad viven en condiciones 
extremadamente pobres. En su mayoría, carecen 
de oportunidades de educación, empleo o rehabili-
tación, y los menores se encuentran encerrados en 
sus celdas hasta 22 horas al día. Las condiciones 
sanitarias en los centros que visité son terribles. 
Los adolescentes no tienen inodoros en sus celdas, 
y en ocasiones tienen que esperar durante horas 
para que un funcionario les deje ir al baño. Como 
resultado, tienen que hacer sus necesidades fisio-
lógicas en botellas y bolsas de plástico, las cuales 
después tiran por la ventana, dejando el lugar con 
un olor repugnante. Un gran número de adolescen-
tes privados de libertad son adictos o consumidores 
de drogas. Muchos de ellos reciben sedantes como 
sustituto a las drogas. Son muy comunes las quejas 
de golpizas y castigos colectivos durante los moti-
nes y rebeliones” (Nowak, marzo de 2009).

1.5. Algunas reflexiones sobre el sistema de justicia 
penal de adolescentes
Es evidente que la información disponible, e incluso 
su ausencia, muestra que el sistema penal de ado-
lescentes no está cumpliendo con su fin primordial. 
En primer lugar, la evidencia pone claramente en 
cuestión su carácter socioeducativo. Este parece ser 
un objetivo olvidado que ha sido superado clara-
mente por el objetivo punitivo. 

Este sistema, abierto, influenciado por su ambien-
te, está primordialmente orientado a responder al 
clamor social de castigo y seguridad. Esto permea 
el pasaje de los adolescentes por cada estadio del 
sistema. Así, los datos del Ministerio del Interior de-
jan entrever la detención ilegal de miles de niños y 
adolescentes, las cifras del Poder Judicial muestran 
cierta tendencia a utilizar la privación de libertad 
como primera medida y no como último recurso y, 
por último, el sistema de ejecución de sanciones, le-
jos de promover la integración de los adolescentes, 
contribuye a su desarraigo y su des-socialización, lo 
que violenta el ejercicio de sus derechos humanos 
fundamentales. 

Si se atiende a la dimensión cuantitativa de 
los delitos cometidos por los adolescentes, este 
fenómeno parece tener un espacio desmedido en el 
debate público, pero si se observan las consecuen-
cias del funcionamiento del sistema en la vida de 
los adolescentes el problema tiene una dimensión 
menor en la agenda. 

Es importante reflexionar sobre los resultados 
objetivos que produce el actual funcionamiento del 
sistema penal de adolescentes en Uruguay. Lejos 
está de mejorar las condiciones de seguridad de la 
sociedad, más bien tiende a empeorarlas. El sistema 
no brinda oportunidades a quienes han cometido un 
error, sino que los condena a vivir en la violencia, 
con el delito como casi único camino posible. 

2. El sistema judicial de protección de derechos
El Código de la Niñez y la Adolescencia introduce en 
su artículo 117 y los siguientes el concepto de niños, 
niñas y adolescentes amenazados o vulnerados en 
sus derechos, niños que vulneran derechos de ter-
ceros y situaciones especiales. Las situaciones que 
pueden ser objeto de una intervención judicial son: 
niños amenazados o vulnerados en sus derechos; 
niños menores de 13 años que vulneran derechos 
de terceros; maltrato; abuso sexual; adopción y legi-
timación adoptiva. 
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De acuerdo a los datos presentados por el Obser-
vatorio del Sistema Judicial (Movimiento Nacional 
Gustavo Volpe/UNICEF, 2009)5 las situaciones que 
con mayor frecuencia motivan la actuación judi-
cial en Montevideo son el maltrato y la amenaza o 
vulneración de derechos vinculada con situaciones 
de pobreza e indigencia. En el 2007 se registró un 
aumento significativo del peso de los casos de 
abuso y una duplicación del porcentaje de las cate-
gorías corrección y fuga del hogar. Por otra parte, se 
registró un descenso de seis puntos en el porcenta-
je de casos de consumo de sustancias psicoactivas 
(cuadro 23).

5. Las categorías fueron construidas por el proyecto Observatorio del Sistema Judicial. Los autores realizan las siguientes precisiones 
metodológicas: “Por ‘corrección’ entendemos las situaciones en las cuales padres o responsables de niños, niñas o adolescentes se 
presentan solicitando la intervención judicial debido a conductas de desobediencia de estos. La categoría ‘amenaza o vulneración de 
derechos vinculada con situaciones de pobreza e indigencia’ es construida como una clase residual, de la cual resultan excluidos los diversos 
tipos de amenaza o vulneración de derechos que son abordados en forma específica. En estos casos, la situación que motiva la intervención 
judicial está claramente vinculada con una situación de vulneración de derechos económicos y sociales. En cuanto a la categoría ‘situación 
de calle’, incluimos en ella los casos de niños que, por diversas razones, se encuentran en la calle desarrollando actividades a los efectos de 
satisfacer necesidades que no logran resolver los ámbitos familiar, comunitario, escolar o institucional. Es claro que esta categoría constituye 
un subtipo de situación de amenaza o vulneración de derechos vinculada con la pobreza e indigencia” (Movimiento Nacional Gustavo Volpe/
UNICEF, 2009).

cuadro 23: Situaciones que motivan actuaciones judiciales en Montevideo. En porcentajes. 
Años 2004-2005, 2006 y 2007

Fuente: Observatorio del Sistema Judicial. Movimiento Gustavo Volpe, UNICEF.

El Código habilita al juez a disponer de manera 
discrecional las medias que estime más convenien-
tes al caso de acuerdo a los límites establecidos 
en el propio Código y dentro de las posibilidades 
locales. En primer lugar, el artículo 119 define las 
medidas que podrán ser impuestas a padres y res-
ponsables. Estas incluyen la posibilidad de realizar 
una llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza de los derechos de los niños a su cuidado, 
la derivación a programas de orientación y apoyo o 
la inscripción del niño en un centro de enseñanza o 
en programas educativos o de capacitación.
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 El artículo 121 refiere a la internación sin confor-
midad del niño o adolescente. Al respecto, el juez 
solo podrá ordenar la internación compulsiva en los 
casos de patologías psiquiátricas, episodios agudos 
vinculados al consumo de drogas y casos en los 
que se necesite un tratamiento médico destinado 
a protegerlo de grave riesgo de vida. En todos los 
casos deberá existir prescripción médica. 

El artículo 123 del CNA refiere a la derivación 
de un niño o adolescente a un centro de atención 
permanente cuando se encuentren gravemente 
amenazados su derecho a la vida o su integridad 
física. También establece que la medida no podrá 
en ningún caso implicar la privación de libertad y 
durará el menor tiempo posible.

Por último, el artículo 125 dispone que el juez, 
cuando considere que un niño o adolescente está 
gravemente amenazado o privado de su medio fa-
miliar, puede entregarlo al cuidado de una persona 
o matrimonio seleccionado por el INAU.

Tanto la Convención sobre los Derechos del Niño 
como el Código de la Niñez y la Adolescencia en su 
artículo 12 definen a la familia como el ámbito más 
adecuado para el crecimiento del niño. Todo niño y 
adolescente tiene derecho a vivir con su familia y a 
no ser separado de ella por motivos económicos. 
En ese sentido, aunque la información disponible 
no permite emitir juicios determinantes sobre su 
pertinencia, es preocupante el excesivo número de 
niños que son separados de su familia (gráfico 53).

gráfico 53: Tipo de medida dispuesta en situaciones de amenaza o vulneración de derechos 
vinculadas a condiciones de pobreza o indigencia. Años 2004-2005 y 2006

Fuente: Observatorio del Sistema Judicial. Movimiento Gustavo Volpe, UNICEF. 
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Los datos relevados por el Observatorio del Sis-
tema Judicial muestran que las medidas dispuestas 
ante las situaciones de amenaza o vulneración de 
derechos vinculadas a condiciones de pobreza e 
indigencia traen como consecuencia en muchos 
casos la separación de los niños de sus familias de 
origen. En 2004-2005 el 50% de las medidas afectó 
a los responsables (llamado de atención, derivación 
a programas de apoyo familiar, etc.). El siguiente 
porcentaje en ese período correspondió a los casos 
de derivaciones a centros de atención permanente, 
con el 37%. En 2006 se revirtió el orden y pasó la 
derivación a centros de atención permanente a ocu-
par el primer lugar con el 34,8%, en segundo lugar 
las tenencias provisorias con 26% y en tercer lugar, 
con el 13%, las medidas para responsables. 

Fuente: Sistema de Información del INAU.

cuadro 24: Modalidad de atención del INAU por grupos de edad. Años 2006-2008

La información presentada por el INAU, si bien no 
es estadísticamente relacionable con la del Obser-
vatorio del Sistema Judicial, confirma la existencia 
de un elevado número de niños que son separa-
dos de sus familias. Según datos del Sistema de 
Información de INAU, en 2008 más de 3.500 niños 
y niñas (de menos de 18 años) vivían en hogares 
de tiempo completo, además, casi 1.300 vivían en 
acogimiento familiar. Si se suma a los mayores 
de 18 años los número alcanzan los 5.000 y 1.800 
respectivamente (cuadro 24).

El número de niños en modalidad de tiempo com-
pleto se ha mantenido estable en los últimos años. 
Por otra parte, la mayor cantidad de niños y niñas 
que viven en instituciones se concentra en las catego-
rías de 6 a 12 y de 13 a 17 años de edad (gráfico 54).
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La internación de niños en hogares ha sido 
utilizada con el argumento de proteger al niño 
cuya familia es considerada como peligrosa para 
su desarrollo. Sin embargo, la internación no es la 
forma de garantizar un desarrollo exitoso. Existe 
un amplio consenso internacional sobre los efectos 
negativos que la separación de la familia tiene para 
la vida de los niños. Este consenso se ve reflejado 
y fortalecido por la aprobación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. La familia es el medio 
natural para el crecimiento, el bienestar y la pro-
tección de los niños. Los esfuerzos deberían ir 
encaminados, principalmente, a lograr que el niño 
permanezca bajo la guarda de sus padres o, cuando 
proceda, bajo la de otros familiares cercanos, o que 
vuelva a ella.

El 17 de junio de 2009, el Consejo de Derechos 
Humanos (CDH) de las Naciones Unidas aprobó, 
por consenso, la resolución de someter a la Asam-
blea General de las Naciones Unidas (AGNU) las 
“Directrices relativas al cuidado alternativo de 
niños”. Este documento será tratado con vistas a su 
aprobación en el vigésimo aniversario de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño.

Estas directrices tendrían la finalidad de: “a) Apo-
yar los esfuerzos encaminados a lograr que el niño 
permanezca bajo la guarda de su propia familia o 

que se reintegre a ella, o, en su defecto, a encontrar 
otra solución apropiada y permanente, incluida 
la adopción y la kafala del derecho islámico; b) 
Velar por que, mientras se buscan esas soluciones 
permanentes, o en los casos en que estas resul-
ten inviables o contrarias al interés superior del 
niño, se determinen y provean, en condiciones que 
promuevan el desarrollo integral y armonioso del 
niño, las modalidades más idóneas de acogimiento 
alternativo; c) Ayudar y alentar a los gobiernos a 
asumir más plenamente sus responsabilidades y 
obligaciones a este respecto, teniendo presentes las 
condiciones económicas, sociales y culturales im-
perantes en cada Estado; y d) Orientar las políticas, 
decisiones y actividades de todas las entidades que 
se ocupan de la protección social y el bienestar del 
niño, tanto en el sector público como en el privado, 
incluida la sociedad civil”. 

La institucionalización de niños y niñas es aún un 
fenómeno poco debatido en Uruguay. Sin embargo, 
por la envergadura del fenómeno en el país y por 
las consecuencias que la internación tiene en la vida 
de miles de niños y sus familias, merece ocupar un 
lugar especial en la agenda de políticas públicas de 
infancia. 

3. Maltrato intrafamiliar 
“Artículo 19: Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explo-
tación, incluido el abuso sexual, mientras el niño 
se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 
representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo.

Artículo 34: Los Estados Partes se comprometen a 
proteger al niño contra todas las formas de explota-
ción y abuso sexuales (...) 

Artículo 39: Los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas apropiadas para la recuperación física 
y psicológica y la reintegración social de todo niño 
víctima de cualquier forma de abandono, explota-
ción o abuso…” (Convención sobre los Derechos 
del Niño).

El fenómeno del maltrato a niños, niñas y ado-
lescentes es de reciente debate en Uruguay. En los 
últimos años el tema ha cobrado cierta notoriedad 

gráfico 54: Niños en modalidad de tiempo 
completo por franjas de edad. 
Años 2006-2008

Fuente: Sistema de Información del INAU.
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y generó la preocupación por conocer la situación 
y atender a los niños, niñas y adolescentes vícti-
mas de maltrato y abuso. Desde la publicación del 
anterior Observatorio, 2007, se registraron algunos 
hechos que contribuyen a dimensionar y atender la 
problemática.

En abril de 2007 se creó el Sistema Integral de 
Protección a la Infancia y la Adolescencia contra la 
Violencia (SIPIAV), con el fin de fortalecer y articular 
las políticas y programas de atención al maltrato 
que desarrollan el INAU, la ANEP, el MSP, el MIDES, 
el Ministerio del Interior y las organizaciones de la 
sociedad civil. 

También en el año 2007 se aprobó una ley que 
prohíbe el castigo físico y humillante hacia los niños 
por parte de sus padres o cuidadores (Uruguay 
se convirtió así en uno de los pocos países de la 
región que incorpora este tipo de disposiciones en 
su legislación). Además, la ley exhorta al Estado 
a “ejecutar programas de sensibilización y educa-
ción dirigidos a padres, responsables, así como a 
toda persona encargada del cuidado, tratamiento, 
educación o vigilancia de las personas menores de 
edad; y a promover formas positivas, participativas, 
no violentas de disciplina que sean alternativas al 
castigo físico y otras formas de trato humillante” 
(ley 18.214). Respecto a este punto, restan acciones 
por implementar para contribuir a que tanto padres 
como cuidadores de los niños encuentren formas 
no violentas de resolver conflictos y poner límites 
en la crianza de los niños. 

En 2008, el Programa Infamilia del MIDES presen-
tó el estudio Prácticas de Crianza y Resolución de 
Conflictos Familiares. Prevalencia del maltrato intra 
familiar contra niños y adolescentes (MIDES/Infami-
lia, 2008), que muestra una preocupante realidad. 
En Montevideo y el área metropolitana el 79,8% de 
los encuestados manifestó haber ejercido algún tipo 
de violencia (física o psicológica) hacia al menos 
uno de los niños a su cuidado. De estos, 24,3% ma-
nifestó haber ejercido violencia psicológica y 55,5% 
haber ejercido violencia física (4,4% violencia física 
moderada y 14,1% violencia física severa o muy se-
vera). En la categoría violencia física severa o muy 
severa se incluyen las siguientes conductas: pegarle 
en alguna parte del cuerpo que no sea la cola con 
un objeto duro, pegarle con el puño, patearlo fuerte, 
darle una paliza (pegarle una y otra vez tan fuerte 

como haya podido), quemarlo o tirarle agua calien-
te a propósito.

El estudio construye, además, índices de preva-
lencia general y crónica. La prevalencia general 
refleja situaciones excepcionales de violencia (una 
vez), la prevalencia crónica da cuenta de conductas 
que se verifican recurrentemente (cuadro 25).

Como muestra el cuadro, la prevalencia de la vio-
lencia recurrente es menor que la prevalencia de la 
violencia general. De todos modos, es extremada-
mente preocupante que casi dos de cada tres adul-
tos declaren utilizar la violencia periódicamente. 

De acuerdo a esta información Uruguay tendría 
un comportamiento similar al del resto de los paí-
ses de América del Sur. Como documenta el Boletín 
Desafíos (UNICEF/CEPAL, 2009), en Sudamérica “... 
la violencia física considerada como menos grave 
es la más frecuente y se manifiesta en cacheta-
das, pellizcos, golpes en brazos, piernas y cabeza. 
Menos presencia tiene la violencia más grave, 
que se produce por medio de golpes con objetos, 
latigazos, amenazas e incluso en algunos casos con 
armas. Por último, también es habitual el maltrato 
psicológico, que se manifiesta en insultos, burlas, 
descalificaciones, encierro y hasta expulsión de la 
casa, y que por lo general, no es identificado como 
violencia propiamente tal, ya que, al igual que la 
violencia menos grave, se justifica como una forma 
de educación”.

Fuente: MIDES/Infamilia (2008).

cuadro 25: Tipo de violencia hacia niños o 
adolescentes, según cronicidad
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Además de ser una flagrante violación a los 
derechos humanos, el maltrato infantil genera 
consecuencias que modifican y transforman la vida 
de niños, niñas y adolescentes. Les genera efectos 
inmediatos —dolor, enfermedades y consecuen-
cias físicas de diferente índole— así como secuelas 
psíquicas que inciden negativamente en su desarro-
llo: desvalorización, sentimientos de culpa, miedo y 
desconfianza en el mundo adulto.

La extensión del fenómeno en Uruguay mues-
tra la naturalización de la violencia como método 
correctivo o educativo. La violencia está instalada 
en la vida cotidiana, en el día a día de las relaciones 
familiares. El desafío es, entonces, por un lado pre-
venir, atender y proteger a las víctimas de violencia, 
y por otro construir el camino hacia un cambio 
cultural profundo que destierre el maltrato como 
método correctivo. 

6. La Red ANDI está integrada por organizaciones sociales de Argentina, Ecuador, México, Colombia, Venezuela, Costa Rica, Nicaragua, 
Guatemala, Perú, Uruguay, Paraguay, Brasil y Bolivia. Su objetivo es contribuir con los periodistas y medios de comunicación para el 
desarrollo de una cultura periodística que instale como prioridad los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. En Uruguay está 
representada por El Abrojo a través de la Agencia Voz y Vos.

4. Violencia y medios de comunicación: la calidad 
de la información
De acuerdo a la información relevada por la Agencia 
Voz y Vos (2009) en materia de infancia y adolescen-
cia, tres fueron los temas que acapararon la agenda 
de los medios de prensa durante 2008: educación 
(30,7%), violencia (18,2%) y salud (10,2%). Casi un 
quinto de las noticias que cubren los medios de pren-
sa tienen a la violencia como su tema principal. Fue-
ron publicadas 970 notas de más de 500 caracteres 
de extensión en el año. Esta cifra marcó un aumento 
en la cobertura respecto al año anterior, en el que la 
temática se ubicó en el tercer lugar del ranking de 
temas con el 14,7% de las noticias publicadas. Este 
aumento en la cobertura ubica a Uruguay dentro de 
la tendencia común a la gran mayoría de los países 
de la región que integran la Red ANDI,6 en los que el 
tema violencia prevalece sobre el tema de salud.

cuadro 26: Desagregación del tema violencia en la prensa. Año 2008

Fuente: Agencia Voz y Vos (2009).
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Según este relevamiento, en 2008 las notas de 
violencia vuelven a presentarse, al igual que en 
2007, como el tema que mayores carencias presenta 
en cuanto a la rigurosidad básica del enfoque perio-
dístico. Mientras que en el conjunto de notas sobre 
la infancia solo un tercio no cita fuentes de infor-
mación, en el caso de las de violencia son seis de 
cada diez. Asimismo, la ausencia de fuentes es tres 
veces mayor que en las notas referidas a educación 
y a salud. 

El relevamiento de prensa Voz y Vos muestra, a su 
vez, los siguientes aspectos negativos: el 37,6% de 
las notas sobre violencia utiliza términos peyorati-
vos, cifra apenas superior a 2007; casi la mitad de 
las notas no especifica la edad de los niños, niñas y 
adolescentes involucrados en la noticia (los adoles-
centes fueron los más mencionados, fueron prota-
gonistas del 31,5% de las notas); el 45% de las notas 
referidas a violencia se ubica en la sección Policial 
o Justicia, el 34% en Sociedad, el 16% en Nacional/
Política y el resto se distribuye en Otras; el 36,7% 
de las notas no especifica sexo, el 30,6% menciona 
masculino, el 28,5% femenino y el restante 4,2% 
ambos (Agencia Voz y Vos, 2009).
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CONCLUSIONES

La presente edición del Observatorio de los dere-
chos de la infancia y la adolescencia, que procura 
examinar en profundidad y con la mayor exhaustivi-
dad posible la situación de las niñas, los niños y los 
adolescentes uruguayos, hace foco en las siguien-
tes dimensiones: las condiciones de vida y la inci-
dencia de la pobreza; el desarrollo infantil temprano 
y la salud; el acceso a la educación (inicial o prees-
colar, primaria y media) y los resultados educativos; 
la relación entre los adolescentes y la justicia (los 
sistemas de privación de libertad y las condiciones 
de institucionalización); la violencia en los medios 
de comunicación; la violencia intrafamiliar. Asimis-
mo, en los cuatro capítulos que componen esta 
edición del Observatorio UNICEF busca aportar 
insumos que permitan establecer los impactos que 
han tenido las políticas y reformas implementadas 
en los últimos años en la situación de la infancia. 
Por cierto, UNICEF no pretende realizar una eva-
luación global y sistemática de dichos impactos; 
simplemente busca presentar indicios que aporten 
en esa dirección y que permitan, fundamentalmen-
te, identificar asignaturas aún pendientes. 

1. Contexto general, pobreza infantil y políticas 
sociales
Con relación a la evolución de la pobreza infantil 
en Uruguay durante los últimos años, no cabe 
duda de que la situación actual (al año 2008, al que 
corresponden los últimos datos disponibles) es 
visiblemente más positiva que la que el país exhibía 
en 2004. La incidencia de la pobreza en la población 
residente en localidades de 5.000 o más habitantes 
descendió de 31,9% en 2004 a 20,3% en 2008 (20,5% 
en todo el país), mientras que entre los niños de 
0 a 5 años de edad disminuyó de 57,6% a 38,8%, 
entre los de 6 a 12 años de 55,3% a 36,9% y entre 
los adolescentes de 13 a 17 años de 45,9% a 31,4% 
(INE, 2007, 2009). Al mismo tiempo, la pobreza 
extrema o indigencia se redujo entre 2004 y 2009 de 

3,9% a 1,5%. Si bien esta tendencia a la reducción 
de la pobreza y la indigencia merece ser destacada, 
no hay que olvidar que el país aún presenta valores 
de pobreza en toda la población y entre los niños y 
adolescentes más altos que los registrados antes de 
la última recesión (incluso mayores a los de 2001), 
lo cual reafirma el profundo impacto negativo que 
las crisis económicas suelen tener en el bienestar 
de la población (en particular, en las familias con 
niños) y su persistencia en el tiempo. 

Pese a que la pobreza infantil disminuyó en forma 
significativa en los últimos años, los altos niveles 
de inequidad entre grupos de edad (en perjuicio 
de los niños y los adolescentes) respecto a esta 
variable no ha disminuido; por el contrario, desde 
2004 ha vuelto a crecer: en 2008 la probabilidad 
de hallarse en situación de pobreza fue 6,7 veces 
más alta entre los niños de 0 a 5 años de edad que 
entre las personas de 65 o más años, y la probabi-
lidad de encontrarse en situación de indigencia 20 
veces mayor. El aumento de la desigualdad entre 
los grupos de edad con relación a la incidencia 
de la pobreza responde a que su reducción fue 
mayor entre los adultos (18 a 64 años de edad) y 
los adultos mayores (65 o más años) que entre los 
niños y adolescentes. El desbalance inter genera-
cional en el acceso al bienestar sigue siendo uno de 
los rasgos distintivos de Uruguay con relación a la 
pobreza. Por cierto, no se debería concluir de los da-
tos y análisis presentados una invocación a la puja 
redistributiva entre grupos de edad o generaciones; 
el desafío para el país es seguir disminuyendo la 
pobreza y la indigencia entre los niños y adolescen-
tes como lo ha hecho en los últimos años, y lograr 
—en el corto plazo— que este grupo de población 
se encuentre tan protegido frente a la pobreza como 
la población adulta. Este objetivo se justifica no 
solo por razones éticas o normativas; también se 
justifica por la necesidad de invertir en la formación 
de capital humano en las generaciones más jóvenes 
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(protección frente a la pobreza, salud y educación) 
como parte de una estrategia inteligente para el 
logro de un desarrollo sostenido y sustentable en 
las próximas décadas. 

Además de la brecha entre grupos de edad en el 
acceso al bienestar, la sociedad uruguaya exhibe 
otras expresiones de desigualdad, que también 
afectan a la población infantil y adolescente. Si bien 
no se advierten mayores diferencias con relación a 
la incidencia de la pobreza entre hombres y muje-
res, en particular entre niñas y niños, sí se advierte 
una mayor incidencia de la pobreza en las mujeres 
de 20 a 39 años de edad. Esta diferencia podría ser 
explicada, en parte, por la alta incidencia de la po-
breza en los hogares con jefatura mono parental de 
mujeres con niños y adolescentes a cargo: hogares 
que se caracterizan por tener bajos niveles de es-
colarización, adultos con una inserción laboral pre-
caria y, consecuentemente, bajos ingresos. Otra de 
las manifestaciones de desigualdad en la incidencia 
de la pobreza refiere a la ascendencia racial, en 
especial entre las y los afrodescendientes (quienes 
representan el 9,1% de la población del país) y el 
resto de la población: grosso modo, la incidencia de 
la pobreza entre las y los afrodescendientes es más 
del doble que la observada en la población “blanca”.

Con relación al impacto que las políticas sociales 
impulsadas durante la actual administración de go-
bierno han tenido en el bienestar de la población (en 
particular en la reducción de la pobreza general e in-
fantil) cabe indicar que parecen haber sido decisivas 
en la reducción de la indigencia y contribuido —aun-
que con un impacto menor— a la disminución de la 
pobreza en general. Tras examinar los impactos que 
las principales reformas y políticas (el PANES entre 
2005 y 2007, la reforma tributaria a partir de 2007, y 
la reforma de la salud y del régimen de Asignacio-
nes Familiares desde 2008) tuvieron en la reducción 
de la pobreza, la indigencia y la desigualdad en la 
distribución del ingreso, se debe concluir que el 
PANES parece haber sido relevante en la disminu-
ción de la indigencia y las dos últimas reformas en 
la reducción de la pobreza, en particular —por el 
carácter y alcance de dichas políticas— entre niños 
y adolescentes. En otro orden, un dato que merece 
especial atención es el efecto de estas políticas en 
la desigualdad en la distribución del ingreso. Entre 

2005 y 2007 la desigualdad en la distribución del 
ingreso no disminuyó sensiblemente (OPP, 2009), 
a pesar de la aplicación del PANES y la puesta en 
marcha de la reforma tributaria en 2007. No obs-
tante, se puede señalar, de acuerdo al ejercicio de 
simulación para medir el impacto de las reformas 
sobre la pobreza y la desigualdad realizado por OPP 
(2009), que el crecimiento de la desigualdad habría 
sido aún mayor en ese período sin la acción de 
esas reformas. Recién en 2008 se advierte una clara 
reducción de la desigualdad, atribuible en parte a la 
transferencia de ingresos hacia los hogares de me-
nores recursos que implicó la reforma de la salud y 
del régimen de Asignaciones Familiares, dos políti-
cas que claramente suponen priorizar a la infancia 
en la distribución de los recursos públicos. En este 
sentido, corresponde destacar el incremento en 
valores reales de la inversión social del Estado en 
la infancia: el GPSI per cápita expresado a precios 
constantes fue durante 2008 más de 70% mayor al 
promedio registrado entre 2000 y 2004. 

Revertir la tendencia al aumento de la desigualdad 
que se instaló en el país en la pasada década no 
parece ser una tarea sencilla. La reducción de la des-
igualdad exige a mediano y largo plazo (además de 
políticas de transferencias de ingresos) distribuir en 
forma más equitativa el conocimiento. Asegurar que 
los sectores medios y de bajos ingresos alcancen 
mejores resultados educativos parece ser, en conse-
cuencia, el gran desafío para los próximos años.

 
2. Salud, nutrición y desarrollo
La necesidad de invertir en la formación de las 
niñas y los niños constituye un acuerdo cada vez 
más extendido entre investigadores, tomadores de 
decisión y operadores de políticas. En ese sentido, 
los datos presentados en el segundo capítulo mues-
tran, nuevamente, avances realizados en los últimos 
años y asignaturas pendientes u objetivos aún no 
alcanzados. 

Respecto al control del embarazo, las cifras anali-
zadas muestran que aún un número alto de emba-
razos son captados en forma tardía, y que aproxi-
madamente un tercio de ellos tiene un número total 
de controles por debajo del mínimo aconsejado. 
Por otro lado, y en estrecha relación con el control 
de embarazos, la prematurez y el bajo peso al nacer 
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tienen todavía un peso importante entre los naci-
mientos, lo cual se asocia a la mortalidad neonatal, 
componente principal en la mortalidad infantil en 
el país. Cualquier acción que se encare en el futuro 
para reducir la mortalidad infantil deberá ser enfo-
cada en esta área. Los datos sobre sífilis connatal 
revelan la existencia de problemas serios en la 
atención prenatal, lo que refuerza la necesidad de 
fortalecer el seguimiento desde el sistema de salud 
en esta etapa.

La información disponible sobre malnutrición 
materna revela problemas vinculados a escasa 
ganancia de peso y anemia en las mujeres emba-
razadas —tanto adultas como adolescentes— que 
pertenecen a los sectores más pobres de la socie-
dad. El correcto seguimiento de los embarazos —en 
especial la protección de las mujeres de los contex-
tos más críticos— surge como una línea en la que 
se debe seguir avanzando en dirección a asegurar el 
buen comienzo para todos los niños. 

Con relación a la desnutrición crónica y la ane-
mia, cabe señalar que estos fenómenos continúan 
siendo un problema en el país, en tanto afectan a 
la primera infancia y tienen graves consecuencias 
para su desarrollo y las etapas o fases subsiguien-
tes. Otra dimensión que merece especial atención 
es el sobrepeso y la obesidad. Ambos fenómenos 
persisten entre la población infantil y represen-
tan una seria amenaza a su salud. Finalmente, si 
bien no se cuenta con mediciones que reflejen la 
situación de la población en general con respecto al 
rezago en el desarrollo, los datos disponibles dejan 
ver una prevalencia alta en importantes sectores de 
la población más vulnerable.

3. Educación
En los últimos quince años el sistema educativo 
uruguayo ha logrado avances significativos en el 
acceso a la educación inicial, tanto entre los niños 
de 4 y 5 años de edad (la fase preescolar) como en-
tre los niños de 3 años. Los datos de 2008 muestran 
que la cobertura educativa es universal entre los 
niños de 5 años y que alcanza al 94,5% entre los de 
4 años. Asimismo, más de la mitad de los niños de 
3 años asistía a centros educativos en 2008. Si bien 
los niveles de cobertura alcanzados representan en 
sí mismos un dato positivo que merece ser recono-

cido, es necesario reflexionar acerca de la asistencia 
efectiva de los niños a los centros educativos en 
este nivel de enseñanza, así como sobre la cali-
dad de los servicios educativos. En este sentido, 
corresponde llamar la atención sobre el promedio 
de alumnos por grupo en educación inicial en el 
sector público. Si se contabiliza la oferta en “jardi-
nes de infantes” y en “clase jardinera” en escuelas 
comunes, en 2008 el promedio fue de 27,3 alumnos 
por grupo, cifra superior a los promedios de primer 
grado y de 1º a 6º grado. Otro fenómeno que mere-
ce ser considerado es el nivel de asistencia de los 
niños a los centros educativos. La evidencia teórica 
y empírica permite afirmar que una buena educa-
ción en este nivel implica, además de un acceso 
temprano, una permanencia y asistencia regular. 
Lamentablemente, los indicadores de asiduidad de 
asistencia a la educación inicial no son alentadores: 
el 30,8% de los niños que concurren a centros edu-
cativos asiste en forma insuficiente. 

Con relación a la educación primaria, uno de los 
datos más auspiciosos es la tendencia sostenida 
a la reducción de la repetición. En 2008 la tasa de 
repetición fue de 6,2, cuatro puntos menos que en 
2001, cuando inició su tendencia descendente. Si 
se considera además la reducción de la matrícula 
de educación primaria, que ha sido generada por 
el descenso de los nacimientos desde mediados de 
la década pasada, la caída de la tasa de repetición 
ha implicado una disminución muy significativa 
del número absoluto de repetidores: de 31 mil en 
2001 a 18 mil en 2008. La reducción de la repetición 
ha sido y es el resultado de múltiples acciones: la 
expansión de las escuelas de tiempo completo, el 
fortalecimiento de las escuelas de CSCC, el Pro-
grama de Maestros Comunitarios y el Programa 
de Verano Educativo. El descenso de la repetición 
se ha registrado en todos los tipos de escuela y en 
todos los contextos socioculturales. No obstante, 
la reducción ha sido mayor en el “contexto desfa-
vorable” y “muy desfavorable”, lo que contribuye 
a reducir las brechas sociales en los aprendizajes. 
Respecto a los aprendizajes en este nivel, la aplica-
ción de pruebas estandarizadas de conocimiento (la 
prueba SERCE) muestra que el país se encuentra 
entre los países de la región que presentan mejores 
desempeños. Sin embargo, corresponde llamar 
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la atención sobre algunos déficits en el área de la 
lectura, una competencia básica para el conjunto de 
las áreas de conocimiento.

Finalmente, al examinar la situación de la edu-
cación media y, en particular, su evolución en los 
últimos años, los juicios deben ser inevitablemen-
te negativos. En este sentido, basta señalar que 
mientras en 1990 Uruguay se ubicaba entre los 
primeros cuatro países de la región con mayor 
nivel de egreso de la educación media superior, en 
2006 se ubicó en el décimo puesto. En esos 16 años 
Uruguay logró un modesto incremento de su tasa 
de egreso (de 32% a 39%), mientras Chile pasó de 
51% a 80%, Argentina de 50% a 69% y Brasil de 21% 
a 51% (CEPAL, 2008). Aún más preocupante resulta 
observar que la tasa de egreso del ciclo básico de 
educación media ha permanecido estable durante 
casi dos décadas: 67,5% en 1991 y 69,3% en 2008. A 
este inquietante panorama se suma la persistencia 
de significativos niveles de inequidad en los logros 
educativos entre jóvenes que pertenecen a distintos 
contextos socioeconómicos, lo que se confirma 
al examinar los resultados de la prueba PISA. En 
suma, la grave situación de la educación media en 
Uruguay —que se arrastra desde hace décadas y, 
por ende, trasciende a las sucesivas administra-
ciones— exige en forma urgente implementar una 
estrategia que permita en el corto y mediano plazo 
universalizar efectivamente la culminación del ciclo 
básico,  incrementar los niveles de egreso de la 
educación media superior y mejorar los niveles de 
equidad en los aprendizajes. 

En los últimos años el Estado ha desarrollado 
un conjunto de acciones y políticas que colocan 
actualmente al sistema educativo en condiciones 
favorables para alcanzar los objetivos señalados: el 
incremento del gasto público en educación (hasta 
alcanzar en 2009 una cifra en torno al 4,5% del PBI), 
la sanción de un nuevo marco legal para la educa-
ción, el desarrollo del Plan CEIBAL y la implemen-
tación de programas orientados a las poblaciones 
más vulnerables, como el Programa de Maestros 
Comunitarios, el Programa de Aulas Comunitarias 
y el Programa de Impulso a la Universalización del 
Ciclo Básico. En los próximos cinco años el sistema 
educativo tendrá que aprovechar estas transforma-
ciones como plataforma para alcanzar objetivos 

definidos hace ya varios años, que se presentan hoy 
como absolutamente impostergables. 

4. Protección de la infancia
Uno de los desafíos principales que las políticas pú-
blicas deben enfrentar para garantizar los derechos 
de la infancia es el de contribuir a la construcción 
de entornos protectores (principalmente las fami-
lias, los centros educativos y las comunidades), que 
permitan a los niños y adolescentes desarrollar sus 
capacidades, habilidades y talentos. En tal senti-
do, resulta clave la implementación de políticas y 
acciones que ayuden a prevenir la violencia, la ex-
plotación y el abuso contra los niños y adolecentes, 
y a brindar respuestas cuando estas situaciones se 
han consumado. En particular, el Estado debe velar 
por el cumplimiento efectivo de los derechos de los 
niños y adolescentes que han cometido infracciones 
(promover entornos protectores que les permitan 
desarrollar su potencial), y erradicar la privación 
de libertad y la institucionalización como respuesta 
inmediata y generalizada.

En el cuarto capítulo han sido presentados datos 
y análisis que permiten observar que estos fenó-
menos son síntomas de procesos complejos, que 
refieren a factores o causas sociales y culturales. 
Los adolescentes —especialmente aquellos que 
viven en situación de pobreza extrema y exclusión 
social— son presentados ante la opinión pública 
en estrecha relación al peligro, lo que contribuye a 
reforzar la estigmatización que padecen. Por otro 
lado, la asociación entre adolescentes en situación 
de pobreza extrema y delito oculta la real participa-
ción que este grupo de población (13 a 17 años de 
edad) tiene en situaciones de infracción. Los datos 
y análisis presentados muestran claramente hasta 
qué punto se sobredimensiona la participación de 
los adolescentes en situaciones asociadas al delito.

La internación de niños en hogares se ha justi-
ficado como una forma de proteger al niño cuya 
situación familiar es considerada un peligro para su 
desarrollo. Este tipo de respuesta es poco cuestio-
nada y goza de simpatía entre la opinión pública. La 
internación forma parte de una visión que pretende 
proteger a la infancia sustituyendo a la familia, 
pero que finalmente supone reprimir a los niños y 
contribuye a reforzar su exclusión social. Lejos de 
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brindarle al niño un espacio de rehabilitación, este 
tipo de respuestas “marca” su historia, su biografía, 
y afecta normalmente sus posibilidades de integra-
ción social durante el resto de su vida.

Otra dimensión que se explora en el último capí-
tulo refiere a la prevalencia de conductas violentas 
(violencia psicológica y física, maltrato y castigo) 
hacia los niños y adolescentes en el ámbito familiar. 
Los datos recientemente presentados por el Pro-
grama Infamilia (MIDES/Infamilia, 2008) muestran 
que este tipo de comportamientos son moneda 
corriente en el seno de las familias uruguayas. La 
naturalización de la violencia como método correc-
tivo condiciona la vida presente y futura de miles de 
niños y niñas. Transformar los patrones culturales 
predominantes y las condiciones económicas y so-
ciales subyacentes representa un desafío especial-
mente complejo —al tiempo que impostergable— 
para las instituciones públicas, los actores sociales, 
las familias y los ciudadanos. Desarrollar políticas 
públicas desde el marco de derechos humanos y 
desde un enfoque que promueva la construcción 
de entornos protectores exige que las acciones se 
reorienten al fortalecimiento de un sistema de polí-
ticas sociales de promoción y restitución de dere-
chos, y se deje atrás definitivamente un enfoque de 
castigo o tutela. 

La creación de un enfoque protector de la infancia 
que ayude a prevenir y responder a la violencia, 
el abuso y la explotación contempla para UNICEF 
los siguientes elementos esenciales: fortalecer el 
compromiso y la capacidad de los Estados para fo-
mentar la sanción y aplicación de normas jurídicas 

adecuadas; contrarrestar las actitudes y prácticas 
perjudiciales promoviendo el debate que incluya 
al Estado, los medios de comunicación y la socie-
dad civil; desarrollar las aptitudes necesarias para 
la vida cotidiana, así como los conocimientos y la 
participación de niños y adolescentes; fortalecer la 
capacidad de las familias y las comunidades; pres-
tar servicios esenciales de prevención, recuperación 
y reintegración y establecer medidas de seguimien-
to de la situación de los niños (UNICEF, 2006).

5. A modo de cierre: pensar la infancia hacia 2030
El 20 de noviembre de 2009 se conmemoraron vein-
te años de la aprobación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. En setiembre de 2010 se cumpli-
rán veinte años de su ratificación por el Parlamento 
de Uruguay. La conmemoración de esas fechas re-
presenta una excelente oportunidad para realizar un 
balance sobre los logros alcanzados en las últimas 
dos décadas, identificar las asignaturas aún pen-
dientes y pensar, en forma estratégica, las políticas 
de infancia en el largo plazo. En tal sentido, UNICEF 
considera que el proceso de construcción de la 
Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescen-
cia 2010-2030, impulsado por el Comité de Coordi-
nación Estratégica de Infancia y Adolescencia entre 
2008 y 2009, merece especial reconocimiento. Las 
conclusiones y recomendaciones que emergieron 
de ese proceso brindan a las instituciones estata-
les, los actores sociales y los ciudadanos valiosos 
insumos para elaborar una “hoja de ruta” para los 
próximos años.
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A
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Anexo Estadístico

Fuente: UNICEF a partir de información recopilada por la CEPAL. 
* Dato de OIT.
** Precios de enero de 2005.
*** Último trimestre de 2008.
**** Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

cuadro 1: Uruguay según indicadores económicos y sociales seleccionados. Años 2001-2008

1. Indicadores generales
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Fuente: INE (2005).

cuadro 2: Estimaciones y proyecciones de población en Uruguay por grupos de edad.
En valores absolutos y en porcentajes. Años 2000-2010
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Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de indigencia según Metodología 2002 del INE.

cuadro 3: Incidencia de la indigencia* en hogares y personas en Uruguay (todo el país) por 
área geográfica, según grupos de edad. En porcentajes. Años 2006-2008



102       Observatorio de los derechos de la infancia y la adolescencia en Uruguay 2009

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

cuadro 4: Incidencia de la pobreza* en hogares y personas en Uruguay (todo el país) por 
área geográfica, según grupos de edad. En porcentajes. Años 2006-2008
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Fuente: INE (2009).
* Línea de indigencia según Metodología 2002 del INE.

cuadro 5: Población bajo la línea de indigencia en Uruguay (todo el país)*. En miles. 
Años 2006 y 2007
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Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

cuadro 6: Incidencia de la indigencia y la pobreza* en Uruguay (localidades de 5.000 y más 
habitantes). En porcentajes. Años 1986-2008
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Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

cuadro 7: Incidencia de la pobreza* en Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes) por 
grupos de edad. En porcentajes. Años 1986-2008
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2. Situación del grupo de 0 a 5 años

2.1. Indicadores de condiciones de vida

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

cuadro 8: Incidencia de la indigencia y la pobreza* en niños de 0 a 5 años en Uruguay (todo 
el país), por área geográfica. En porcentajes. Años 2006-2008

cuadro 9: Incidencia de la pobreza y la indigencia* en niños de 0 a 5 años en Uruguay 
(localidades de 5.000 y más habitantes). En porcentajes. Años 1998-2008
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Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

cuadro 10: Tasa de desempleo de jefes y cónyuges en hogares con niños de 0 a 5 años en 
Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes), según condición de pobreza del hogar. 
Años 1998-2007
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2.2. Indicadores de salud

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP. 

cuadro 11: Defunciones de menores de 1 año, nacimientos y tasa de mortalidad infantil 
(TMI), neonatal y posneonatal en Uruguay. Años 1984-2007
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Fuente: UNICEF a partir de información del Departamento de Información Poblacional del MSP. 

Fuente: UNICEF a partir de información del Departamento de Información Poblacional del MSP.

cuadro 12: Nacimientos, defunciones y tasa de mortalidad infantil (TMI) en Uruguay por 
área geográfica. Años 2002-2007

cuadro 13: Defunciones y tasa de mortalidad infantil neonatal y posneonatal en Uruguay 
por área geográfica. Años 2002-2007
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Fuente: UNICEF a partir de información del Departamento de Información Poblacional del MSP y Proyecciones de Población del INE. 
Nota: MSP, Ministerio de Salud Pública; HC, Hospital de Clínicas; IAMC, Instituciones de Asistencia Médica Colectiva; AF, Asignación Familiar.
* Bajo peso al nacer: menos de 2.500 gramos.

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

cuadro 14: Tasa de mortalidad infantil (TMI) y neonatal en Uruguay por institución de 
ocurrencia del fallecimiento, porcentaje de recién nacidos con bajo peso al nacer y tasa 
de mortalidad en menores de 5 años (TMM5). Años 1998-2007

cuadro 15: Prevalencia de retraso de talla, de déficit ponderal, de emaciación (<-2 DS) y 
de obesidad (<+2DE). Estándar OMS. Niños hasta 24 meses en todo el país (sector público y 
mutual). Años  1999, 2003 y 2007

2.2.1. Estado nutricional

2.2.1.1. Crecimiento de los niños menores de 2 años
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Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

cuadro 16: Prevalencia de retraso de talla, de déficit de peso, de emaciación (<-2DS) y de 
obesidad (>+2DE) por sexo. Estándar OMS. Niños hasta 24 meses en el total del país (sector 
público y mutual). Años 1996, 1999, 2003 y 2007
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cuadro 17: Prevalencia de retraso de talla, de déficit de peso, de emaciación (<-2DS) y 
de obesidad (>+2DE) por sector. Estándar OMS. Niños hasta 24 meses en el total del país 
(sector público y mutual). Años 1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 18: Prevalencia de retraso de talla, de déficit de peso, de emaciación (<-2DS) y de 
obesidad (>+2DE) por sector y región. Estándar OMS. Niños hasta 24 meses en todo el país 
(sector público y mutual). Años  1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 19: Prevalencia de retraso de talla, de déficit de peso, de emaciación (<- 2 DS) y de 
obesidad en niños menores de 24 meses. Estándar de la OMS y NCHS. Sector público años 
1987, 1990, 1993, 1996, 1999, 2003 y 2007 y Mutual años 1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 20: Inicio de la lactancia materna. Porcentaje de niños que comenzaron en algún 
momento la lactancia materna. Año 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

2.2.1.2. Lactancia materna
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cuadro 21: Tiempo transcurrido entre el parto y la primera mamada por sector y región.
En porcentajes. Año 2007

cuadro 22: Primer líquido que recibió el niño/a después de nacer por sector y región.
En porcentajes. Año 2007

cuadro 23: Duración media de la lactancia exclusiva en meses. Años 1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 24: Prevalencia de lactancia materna exclusiva según edad del niño/a. En 
porcentajes. Años 1996, 1999, 2003 y 2007

cuadro 25: Tasa de lactancia materna exclusiva según tipo de servicio de salud. Años 1996, 
1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).



118       Observatorio de los derechos de la infancia y la adolescencia en Uruguay 2009

cuadro 26: Tasa de lactancia materna exclusiva según condiciones del niño/a y de la madre
(1 día a 5 meses y 29 días). Años 1996, 1999, 2003 y 2007

cuadro 27: Duración media de la lactancia materna. Años 1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 28: Prevalencia de lactancia materna según trimestres de edad. En porcentajes. 
Años 1996, 1999, 2003 y 2007*

cuadro 29: Tasa de lactancia natural continua según tipo de servicio de salud (en niños/as 
de 12 a 15 meses y de 20 a 23 meses). Años 1996, 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
* Incluye todas las formas de lactancia: lactancia exclusiva, predominante, complementaria y lactancia parcial (agregado de fórmulas lácteas). 

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 30: Tasa de alimentación complementaria oportuna (en niños/as de 6 a 9 meses). 
Años 1996, 1999, 2003 y 2007

cuadro 31: Consumo de hierro medicamentoso y de vitamina D, por edad y peso al nacer. En 
porcentajes. Año 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
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cuadro 32: Motivos de destete en menores de 6 meses. En porcentajes. Años 1999, 2003 y 2007

Fuente: UNICEF/RUANDI/MSP (2007).
* Estas categorías no fueron incluidas en la Encuesta de 1999.
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2.3. Indicadores de educación

cuadro 33: Cobertura de educación inicial en niños de 4 y 5 años en Uruguay. En 
porcentajes. Años 2006-2008

cuadro 34: Asistencia educativa en niños de 3 a 5 años y de 4 a 5 en Uruguay por condición 
de pobreza y según áreas geográficas. En porcentajes. Años 2006 y 2007

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
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cuadro 35: Asistencia educativa en niños de 4 y 5 años de edad en Uruguay por quintiles de 
ingreso. En porcentajes. Años 1991, 1995, 2002, 2005 y 2008

cuadro 36: Tasa neta de asistencia* a educación inicial en niños de 4 y 5 años de edad por 
área geográfica. Años 1991-2008

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
* La tasa neta de asistencia es el total de asistentes en el grupo de edad determinado al subsistema sobre la población en el grupo de edad 
respectivo (4-5).
** Por modificaciones introducidas en el cuestionario de la ECH 2008 no se considera la información correspondiente al mes de enero.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
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cuadro 37: Niños de 3 a 5 años con asistencia insuficiente* en educación inicial pública. En 
porcentajes. Años 2007 y 2008

cuadro 38: Incidencia de la indigencia y la pobreza* en niños de 6 a 12 años de edad en 
Uruguay (todo el país), por área geográfica. Años 2006-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
* La asistencia insuficiente se define como el porcentaje de niños que asistieron entre 71 y 140 días durante el año.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

3. Situación del grupo de 6 a 12 años

3.1. Indicadores de condiciones de vida
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cuadro 39: Incidencia de la pobreza y la indigencia* en niños de 6 a 12 años de edad en 
Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes). En porcentajes. Años 1998-2008

cuadro 40: Tasa de desempleo en hogares con niños de 6 a 12 años en Uruguay (localidades 
de 5.000 y más habitantes), según condición de pobreza*. Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.
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3.2. Indicadores de educación

cuadro 41: Niños de 6 a 11 años de edad que asisten a la educación en Uruguay según áreas 
geográficas. En porcentajes. Años 2006 y 2007

cuadro 42: Niños de 6 a 11 años que asisten a la educación en Uruguay según condición de 
pobreza. En porcentajes. Años 2006 y 2007

cuadro 43: Niños de 6 a 11 años de edad que asisten a la educación en Uruguay (localidades 
de 5.000 y más habitantes). En porcentajes. Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.
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cuadro 44: Abandono intermitente* de 1° a 6° en escuelas públicas en Uruguay por 
contexto sociocultural. En porcentajes. Años 1998-2008

cuadro 45: Tasa de repetición de 1º a 6º y en primer año en escuelas públicas en Uruguay. 
Años 1998-2008

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
* El abandono intermitente se define como el porcentaje de niños que asistieron menos de 70 días a la escuela durante el año.

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
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cuadro 46: Tasa de repetición de 1º a 6º en escuelas públicas en Uruguay, según región, área 
geográfica, categoría de escuela y contexto sociocultural. Años 2002-2007

Fuente: Monitor Educativo de Enseñanza Primaria de la ANEP.
* Incluye escuelas habilitadas de práctica.
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cuadro 47: Tasa de egreso de la educación primaria en Uruguay, en localidades de 5.000 y 
más habitantes (porcentaje de jóvenes de 18 a 20 años de edad que finalizaron el nivel). 
Años 1991-2008

cuadro 48: Defunciones y tasa de mortalidad en niños de 5 a 9 años en Uruguay. 
Años 1998-2007

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
* Por modificaciones introducidas en el cuestionario de la ECH 2008 no se considera la información correspondiente al mes de enero.

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP y Proyecciones de Población del INE. 
* Las causas externas incluyen el total de accidentes, homicidios, suicidios o indeterminadas.

3.3. Indicadores de salud
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4. Situación del grupo de 13 a 17 años

4.1. Indicadores de condiciones de vida

cuadro 49: Incidencia de la indigencia y la pobreza* en niños de 13 a 17 años de edad en 
Uruguay (todo el país), por área geográfica. En porcentajes. Años 2006-2008

cuadro 50: Incidencia de la pobreza y la indigencia* en niños de 13 a 17 años de edad en 
Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes). En porcentajes. Años 1998-2008

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Líneas de indigencia y de pobreza según Metodología 2002 del INE.
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cuadro 51: Tasa de desempleo en hogares con niños de 13 a 17 años en Uruguay 
(localidades de 5.000 y más habitantes), según condición de pobreza*. En porcentajes. Años 
1998-2007

cuadro 52: Adolescentes de 13 a 17 años de edad que asisten a la educación en Uruguay 
(todo el país) según área geográfica. En porcentajes. Años 2006 y 2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 

4.2. Indicadores de educación
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cuadro 53: Adolescentes de 12 a 17* y de 13 a 17 años de edad que asisten a la educación en 
Uruguay  (todo el país) según sexo. En porcentajes. Años 2006 y 2007

cuadro 54: Adolescentes de 13 a 17 años de edad en Uruguay  (todo el país) que asisten a la 
educación según condición de pobreza*. En porcentajes. Años 2006 y 2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Se incluye el tramo de 12 a 17 a los efectos de contar con una aproximación a los adolescentes escolarizados en la edad teórica de asistir a 
enseñanza media.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.
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cuadro 55: Adolescentes de 12 a 17* años de edad que asisten a la educación en Uruguay 
(localidades de 5.000 y más habitantes) según regiones. En porcentajes. Años 1991-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Se incluye el tramo de 12 a 17 a los efectos de contar con una aproximación a los adolescentes escolarizados en la edad teórica de asistir a 
enseñanza media.
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cuadro 56: Adolescentes de 12 a 17* y de 13 a 17 años de edad que asisten a la educación en 
Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes) según sexo. En porcentajes. Serie 1998-2007

cuadro 57: Adolescentes de 13 a 17 años de edad que asisten a la educación en Uruguay 
(localidades de 5.000 y más habitantes) según condición de pobreza*. En porcentajes. 
Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Se incluye el tramo de 12 a 17 a los efectos de contar con una aproximación a los adolescentes escolarizados en la edad teórica de asistir a 
enseñanza media.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.
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cuadro 58: Repetición, abandono* y exámenes libres de 1° a 4° en educación secundaria 
pública en Uruguay. En porcentajes. Años 2000-2007**

cuadro 59: Tasa de egreso del ciclo básico de educación media en Uruguay, en localidades 
de 5.000 y más habitantes (porcentaje de jóvenes de 18 a 20 años de edad que finalizaron el 
nivel). Años 1991-2008

Fuente: Observatorio de la Educación de la ANEP.
* Abandono consiste en la proporción de estudiantes que tuvieron más de 50 inasistencias y de los que se desconoce su destino.
** No incluye liceos con Plan 2003 (TEMS)

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
* Por modificaciones introducidas en el cuestionario de la ECH 2008 no se considera la información correspondiente al mes de enero.
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cuadro 60: Personas mayores de 14 años que completaron el ciclo básico de educación 
media en Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes) por grupos de edad. En 
porcentajes. Años 1998-2007

cuadro 61: Tasa de egreso de la educación media superior en Uruguay, en localidades 
de 5.000 y más habitantes (porcentaje de jóvenes de 21 a 23 años de edad que finalizaron 
el nivel). Años 1991-2008

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
Nota: de 1998 a 2000 el cálculo del egreso no considera (ni en el numerador ni denominador) a las personas que estudian o estudiaron 
en UTU debido a que la encuesta de hogares no permite distinguir los ciclos de estos cursos.

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
* Por modificaciones introducidas en el cuestionario de la ECH 2008 no se considera la información correspondiente al mes de enero.
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cuadro 62: Personas mayores de 17 años que completaron la educación media superior 
en Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes) por grupos de edad. En porcentajes. 
Años 1998-2007

cuadro 63: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que trabajan en Uruguay (todo el país) 
por área geográfica, según sexo. En porcentajes. Años 2006 y 2007

Fuente: División de Investigación, Evaluación y Estadística de la ANEP a partir de la ECH del INE.
Nota: de 1998 a 2000 el cálculo del egreso no considera (ni en el numerador ni denominador) a las personas que estudian o estudiaron 
en UTU debido a que la encuesta de hogares no permite distinguir los ciclos de estos cursos.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

4.3. Indicadores de trabajo
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cuadro 64: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que trabajan en Uruguay (todo el país) por 
condición de pobreza*. En porcentajes. Años 2006 y 2007

cuadro 65: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que trabajan en Uruguay (localidades de 
5.000 y más habitantes) según sexo. En porcentajes. Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.
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cuadro 66: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que trabajan en Uruguay (localidades de 
5.000 y más habitantes) por condición de pobreza*. En porcentajes. Años 1998-2007

cuadro 67: Adolescentes de 14 a 17 años de edad por condición laboral y educativa en 
Uruguay (todo el país) según área geográfica. En porcentajes. Años 2006 y 2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
* Línea de pobreza según Metodología 2002 del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE. 
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cuadro 68: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que no estudian, no trabajan, ni buscan 
empleo en Uruguay (todo el país) por sexo y según área geográfica. En porcentajes. Años 
2006 y 2007

cuadro 69: Adolescentes de 14 a 17 años de edad por condición laboral y educativa en 
Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes). En porcentajes. Años 1998-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.
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cuadro 70: Adolescentes de 14 a 17 años de edad que no estudian, no trabajan, ni buscan 
empleo en Uruguay (localidades de 5.000 y más habitantes) por sexo. En porcentajes. Años 
1998-2007

cuadro 71: Defunciones de niños y adolescentes de 10 a 19 años de edad en Uruguay. 
Años 2003-2007

Fuente: UNICEF a partir de la ECH del INE.

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP. 

4.4. Indicadores de salud
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cuadro 72: Tasa de mortalidad en niños y adolescentes de 10 a 19 años en Uruguay por 
causas y grupos de edad. Años 1998-2007

Fuente: Departamento de Información Poblacional del MSP y Proyecciones de Población del INE.
* Las causas externas incluyen el total de accidentes, homicidios, suicidios o indeterminadas.
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cuadro 73: Nacimientos de madres adolescentes en Uruguay por grupos de edad y tipo de 
unión. En valores absolutos y porcentajes*. Años 1998-2007

cuadro 74: Población atendida en el INTERJ en el transcurso del año. Números absolutos. 
Años 2002-2008

Fuente: UNICEF a partir de datos del Departamento de Información Poblacional.
* Para el cálculo de los porcentajes no toma en cuenta las edades no especificadas en el total de nacimientos.

Fuente: UNICEF a partir de información del SIPI.

4.4.1. Indicadores de maternidad adolescente

4.5. Indicadores de privación de libertad




